El cambio de las políticas públicas (policy change). La política penitenciaria y carcelaria a partir de 1991, medidas tomadas para superar el hacinamiento by Pérez Atara, Pablo Antonio
CAMBIO EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
 
 
El Cambio de las Políticas Públicas (Policy Change). La Política Penitenciaria y Carcelaria a 
partir de 1991, medidas tomadas para superar el hacinamiento. 
Pablo Antonio Perez Atara 
Universidad Externado de Colombia 










Notas del Autor 
Pablo Antonio Perez Atara, Facultad de Gobierno y Relaciones Internacionales, 
Maestría en Gobierno y Políticas Públicas, Universidad Externado de Colombia 
La información concerniente a este documento debe ser enviada a Facultad de Gobierno 
y Relaciones Internacionales. 
Universidad Externado de Colombia, Calle 12 No. 1-17 Este. Bogotá, Colombia.  
Email: pabloperez08@hotmail.com 
 




TABLAS Y GRÁFICOS .................................................................................................... 1 
INTRODUCCIÓN .............................................................................................................. 2 
1. REFERENTE TEÓRICO: LAS POLÍTICAS PÚBLICAS Y SU CAMBIO (POLICY 
CHANGE). .......................................................................................................................... 6 
2. LA POLÍTICA PENITENCIARIA Y CARCELARIA EN COLOMBIA ................. 22 
2.1. Orígenes de la Pena Privativa de la Libertad en Colombia ................................... 33 
2.2. La Pena Privativa de la Libertad en el siglo XX ................................................... 36 
2.3. Organización del Sistema Carcelario y Penitenciario Actual ............................... 42 
2.4. Fines de la Pena Privativa de la Libertad en Colombia: La Resocialización ........ 46 
2.5. La crisis y la necesidad de cambio de la política penitenciaria y carcelaria en 
Colombia ............................................................................................................... 51 
3. LOS CAMBIOS DE LA POLÍTICA PENITENCIARIA Y CARCELARIA EN 
COLOMBIA DESDE 1991 .............................................................................................. 57 
3.1. Cambios de Primer Orden ..................................................................................... 58 
3.1.1 El INPEC ....................................................................................................... 58 
3.1.2 Los Documentos CONPES ............................................................................ 60 
3.2. Cambios de Segundo Orden .................................................................................. 68 
3.2.1 Creación del Fondo de Infraestructura Carcelaria ......................................... 69 
3.2.2 Creación de la USPEC ................................................................................... 71 
CAMBIO EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
 
3.3. Cambios de Tercer Orden ..................................................................................... 80 
3.3.1 Alternatividad Penal ...................................................................................... 81 
3.3.2 Sistema de Vigilancia Electrónica ................................................................. 90 
4. PROSPECTIVA Y APORTES ................................................................................. 103 
CONCLUSIONES .......................................................................................................... 108 





CAMBIO EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
1 
 
TABLAS Y GRÁFICOS 
Tabla 1: Niveles de Cambio en las Políticas Públicas según Peter A. Hall. 1993 
Tabla 2: Comparación entre Costos y Cupos Generados CONPES 3412 y 3575 
Tabla 3: Presupuesto Definitivo y Ejecutado USPEC 2012-2017 ($ 2017). 
Tabla 4: Sistema de Vigilancia Electrónica. 2009-2017. 
Tabla 5: Población Total de Reclusos del SPC. Diciembre de 2017 
Gráfico 1: Evolución Promedio de la Población, Capacidad y Hacinamiento en los 
ERON – INPEC 1991-2010. 
Gráfico 2: Evolución Promedio de la Población, Capacidad y Hacinamiento en los 
ERON - INPEC 2011-2017. 
Gráfico 3: Evolución Promedio de la Población por Situación Jurídica y Porcentaje de 
Sindicados ERON – INPEC 2010-2014. 
Gráfico 4: Evolución Población Intramural, Extramural y el Hacinamiento Carcelario 










Las políticas públicas, entendidas como el conjunto de acciones gubernamentales 
implementadas para el logro de los objetivos sociales, son dinámicas que requieren de cambios y 
ajustes durante su ejecución. Esta área de estudio ha sido denominada por la teoría como “Policy 
Change”. 
Es el caso de la política penitenciaria y carcelaria en Colombia, que tiene a su cargo la 
aplicación de la denominada criminalización terciaria, es decir, se encarga de la reclusión y 
resocialización de la persona declarada responsable de una conducta criminal. Esta política ha 
enfrentado diferentes crisis a partir de la Constitución del año de 1991, que obligó al Sistema 
Penitenciario y Carcelario –SPC1- a garantizar los derechos fundamentales de la población reclusa 
y su proceso de resocialización. Desde los años 90’s las tasas de hacinamiento carcelario han 
conservado una tendencia creciente, produciendo fuertes crisis y obligando a las declaratorias de 
la Corte Constitucional del “Estado de Cosas Inconstitucional – ECI” y las declaratorias de 
“Emergencia Carcelaria” por parte del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - en adelante 
INPEC. Estos dos estados de excepción, motivados por los altos niveles de hacinamiento 
carcelario, han impedido la garantía de los derechos fundamentales y la aplicación efectiva de los 
procesos de resocialización en la población reclusa, exigidos por la Carta Magna de 1991 y el 
Derecho Internacional Humanitario.  
Lo anterior ha provocado un incumplimiento generalizado de los objetivos finales de la 
política, (respeto por los derechos humanos de la Población Privada de la Libertad – en adelante 
PPL y los procesos de resocialización) que apartada de la discusión sobre la política criminal como 
la responsable de incrementar las penas y los tipos penales entre otros, obliga a un análisis 
                                                 
1 Hace referencia a las instituciones vinculadas a la política y la red de penitenciarias y cárceles.  
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independiente y focalizado que permita determinar la evolución y la capacidad de adaptación de 
la política penitenciaria y carcelaria para enfrentar la problemática creciente del incremento de la 
población privada de la libertad - PPL frente a unos recursos limitados. 
Previo a la Constitución de 1991, Colombia adoptó importantes acuerdos internacionales 
referentes a la protección y defensa de los derechos humanos de todas las personas, incluida 
especialmente la PPL. Estos acuerdos quedarían reflejados entre otros, en el artículo 12 de la carta 
magna, que estableció que nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas 
crueles, inhumanas o degradantes. 
 El alto hacinamiento ha hecho que la PPL se encuentre en situaciones crueles, inhumanas 
y degradantes, lo que ha obligado a la corte a declarar el “Estado de Cosas Inconstitucional” y a la 
política penitenciaria y carcelaria a implementar cambios para adaptarse a la problemática y 
cumplir con el mandato constitucional frente a la PPL. 
Particularmente, el instrumento penitenciario tiene como objetivo aplicar procesos de 
resocialización que permitan a los condenados reincorporarse a la sociedad al tiempo que incorpora 
la garantía de los servicios de salud, educación, trabajo, etc., como parte del respeto mínimo de los 
derechos humanos de la PPL. Sin embargo, la política penitenciaria y carcelaria de manera global 
enfrenta estos altos índices de hacinamiento que impiden la ejecución de adecuados procesos de 
resocialización y a su vez producen constantes violaciones a los derechos humanos de toda la 
población reclusa sin distinción de su condición (juzgada o sindicada). Para enfrentar estas 
diferentes crisis, la política pública se ha visto obligada a implementar cambios de diferentes 
niveles, en un intento por cumplir con el objetivo inicial (aplicación de la pena), pero sin descuidar 
el mandato constitucional en materia de protección de los derechos humanos y resocialización del 
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recluso (objetivo final), son estos cambios en los que radica el problema de investigación que 
motiva el presente estudio. 
El propósito u objetivo de esta investigación será determinar el grado de cambio que ha 
tenido la Política Pública Penitenciaria y Carcelaria en Colombia desde el año de 1991 para 
enfrentar la problemática del hacinamiento y garantizar el cumplimiento del objetivo de la pena, a 
partir de la teoría de cambios de política, que incluye la teoría clásica de cambios incrementales y 
los denominados cambios paradigmáticos generados a partir de un “aprendizaje social”. 
Para el logro de este objetivo el desarrollo del documento buscará responder a la siguiente 
pregunta del problema de investigación: ¿Cuál ha sido el grado de cambio de la Política Pública 
Penitenciaria y Carcelaria en Colombia desde el año de 1991, según los niveles de cambio 
expuestos en la teoría de “policy change”, para enfrentar la crisis del hacinamiento y contribuir al 
cumplimiento de los objetivos de resocialización y garantía de los derechos humanos de la 
población privada de la libertad - PPL? 
La hipótesis principal de esta investigación es que la Política Pública Penitenciaria y 
Carcelaria en Colombia, desde la Constitución de 1991 ha sido relativamente estática en enfrentar 
la problemática del hacinamiento carcelario, debido a que se ha basado en la implementación de 
cambios incrementales menores que no han logrado reducir las tasas de hacinamiento, lo que ha 
traído como consecuencia un “Estado de Cosas Inconstitucional” de la población reclusa. 
Para demostrar esta hipótesis, inicialmente se pretende definir el referente teórico de 
cambio de políticas públicas “policy change”, que permita analizar, desde este marco, los cambios 
presentados en el diseño e implementación de la política pública desde 1991. Posteriormente, 
describir los orígenes y la evolución de la Política Pública Penitenciaria y Carcelaria en Colombia, 
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a partir de la Carta de 1991, estableciendo las causas de la crisis y la necesidad de implementar 
cambios.  
Lo anterior, para finalmente poder establecer los cambios, el grado y los resultados, 
producidos en la Política Pública Penitenciaria y Carcelaria a partir de 1991, a la luz del referente 
teórico. 
Metodológicamente para cumplir con estos propósitos, el estudio abordará a través del 
método cualitativo, aplicando técnicas de recolección de información mediante revisión 
documental de fuentes oficiales, datos estadísticos, informes de entidades de control y estudios 
académicos nacionales e internacionales que aporten al análisis de la política pública.  
Los documentos revisados se clasificaran en las categorías de: informes estadísticos y 
presupuestales que serán el soporte en materia de cifras y recursos, documentos legales y 
jurisprudenciales que darán cuenta del marco normativo que ha guiado la política, documentos de 
política pública de gobierno (Documentos CONPES, Planes de Desarrollo, etc.) que mostraran los 
cambios en la política por parte de los diferentes gobiernos, informes de organismos de control 
que indicaran el estado de la situación penitenciaria y carcelaria, y análisis académicos que 
señalaran el estado de las discusiones existentes en la materia y su prospectiva.  
Finalmente, el propósito inicial del estudio es de naturaleza intrínseca, al encontrar en la 
misma política penitenciaria y carcelaria el interés de estudio, sin desconocer la injerencia que la 
política criminal puede tener sobre la misma pero apartándose de esta línea de estudio. El nivel de 
desarrollo será interpretativo al radicar su importancia en aportar información básica sobre la 
actualidad de la política y la teoría del cambio de políticas públicas.  
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1. REFERENTE TEÓRICO: LAS POLÍTICAS PÚBLICAS Y SU CAMBIO 
(POLICY CHANGE). 
Las Políticas Públicas se han definido mediante múltiples expresiones, justificadas en parte 
por la interpretación de “política” que en castellano tiene diversas acepciones. No obstante, para 
este campo de estudio, el término “política” se entenderá como la designación de los propósitos y 
programas de las autoridades públicas, definido en inglés como la “policy” (Roth D., 2014, p. 35) 
o más precisamente en plural “policies”, que son las políticas públicas definidas por Ordoñez-
Matamoros (2013) como el arte de saber que se hace con el poder una vez se ostenta (p. 27). 
André-Noel Roth (2014), a partir de algunas definiciones, indica una que a su juicio reúne 
la totalidad de elementos contenidos en las Políticas Públicas:  
Conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos considerados 
necesarios o deseables, de medios y acciones que son tratados, por lo menos 
parcialmente, por una institución u organización gubernamental con la finalidad de 
orientar el comportamiento de actores individuales o colectivos para modificar una 
situación como insatisfactoria o problemática (Roth D., 2014, p. 38).  
Por su parte, Ordoñez-Matamoros (2013) entrega una definición cercana a la de Roth: 
“conjunto de acciones implementadas en el marco de planes y programas gubernamentales 
diseñados por ejercicios analíticos de algún grado de formalidad, en donde el conocimiento, 
aunado a la voluntad política y los recursos disponibles viabilizan el logro de los objetivos 
sociales” (p. 32). 
Con estas definiciones es importante diferenciar las políticas públicas de programas o 
proyectos; para el caso, el mismo Roth (2014), aclara que la política se debe entender como 
orientaciones generales y acciones que se desarrollan mediante programas que se concretan en 
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proyectos. Es decir, las políticas públicas son las acciones macro que en su desarrollo son 
compuestas por diversos programas y estos a su vez se componen de proyectos más detallados. 
Con estas precisiones, se establece que el alcance de este estudio es el análisis de una 
Política Pública en particular, entendiendo como análisis: “el ejercicio juicioso de entender los 
problemas con el propósito ultimo de ofrecer soluciones” (Ordóñez-Matamoros et al., 2013). Sin 
embargo, será un estudio de orden académico que se enfocará más en un análisis que en una 
evaluación, por lo cual se concentrará en interpretar una acción pública a partir de un marco teórico 
explicito que se probará a través de la investigación, en palabras de Roth (2014), será “un estudio 
de la política” (p. 81). 
Al mencionarse que éste será el estudio de “una” única política, no resulta simple, porque 
en su interior se encuentran diversos programas y proyectos que se desarrollaron en un periodo de 
tiempo y que durante su desarrollo ha pasado por momentos críticos que han obligado a aplicar 
cambios que serán objeto del análisis particular de este estudio.  
En la investigación acerca de políticas públicas se busca comprender por qué las decisiones 
y los impactos varían según el tipo de decisión adoptada. Se trata de comprender ¿por qué?, 
¿cuándo? y ¿cómo cambian las políticas públicas?, que es uno de los principales temas de 
investigación de las ciencias de las políticas públicas (policy sciencies)2. Las políticas son 
dinámicas, son un fenómeno en movimiento que requieren de cambios y ajustes durante su 
ejecución (policy change), por lo que el estudio de cambio de las políticas no solo resulta 
importante sino también inevitable (Cruz-Rubio, 2012, p. 298). 
                                                 
2 Tomado de Cruz-Rubio (2012), quien cita a Steward, J (2006) en su obra , “Value Conflict and Policy Change”, en 
The Review of Policy Research. 
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Previo a la revisión teórica acerca del cambio de políticas públicas o “policy change”, es 
importante preguntarse por las motivaciones que tiene el Estado para tomar decisiones en la 
materia y su acción pública, frente a lo cual han surgido múltiples teorías; las principales y 
primeras son “centradas en la sociedad” (society-centered), que indican que la sociedad es quien 
construye las políticas públicas a partir de un racionalismo economicista y social, en donde el 
Estado no es más que una variable dependiente (Roth D., 2014, pp. 69–70). Estas teorías otorgan 
así, un papel relevante a los grupos de interés, partidos políticos y otros actores distintos del Estado 
en el proceso de formulación y decisión en materia de política pública. El fundamento de estas 
teorías se encuentra en que las actividades del Estado afectan directamente a la población en 
general y por ende a los actores que han articulado tales decisiones, lo que implica un “aprendizaje 
social” a partir de la experiencia de los actores y la sociedad en general (Hall, 1993, p. 274).   
Otras líneas teóricas se refieren al Estado como el centro de todo (state-centered), el cual 
somete al resto de la sociedad a partir de las decisiones que toman una minoría dirigente, es decir, 
las políticas generalmente las deciden funcionarios públicos que operan con independencia de 
organizaciones, grupos de interés y partidos políticos que transmiten las necesidades sociales. 
Adicionalmente, una tercera línea de teorías, denominadas “teorías mixtas” eliminan la discusión 
entre las dos anteriores, involucrando factores internos y externos, estructurales e individuales, 
materiales, culturales e históricos, locales y globales, nacionales e internacionales que influyen en 
las decisiones y confección en materia de políticas públicas y acción pública, complejizando su 
estudio y análisis (Roth D., 2014, pp. 69–70). 
Existen diversas explicaciones, teorías y clasificaciones en materia de cambio de políticas 
públicas y su definición. Por ello, se hace necesario seleccionar la opción teórica pertinente para 
el objeto de estudio, que a su vez le da el alcance y los elementos explicativos necesarios al estudio 
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(Cruz-Rubio, 2012, p. 298). No obstante, existen otras teorías que permitirían su explicación, pero 
que es necesario renunciar a ellas, debido a que, según Sabatier (2007), “el investigador no puede 
buscarlo y verlo todo3”. 
Cruz-Rubio (2012) hace una compilación de las diferentes teorías acerca del cambio de las 
políticas públicas, apoyado en el trabajo de Howlett y Cashore (2007) (2009)4 las clasifica en dos 
grupos, un primer grupo llamado primera ortodoxia incremental y un segundo al que denomina la 
nueva ortodoxia. Las teorías del primer grupo están dirigidas por las tesis del incrementalismo, en 
las cuales se indica que las políticas públicas cambian basadas en ajustes graduales y cambios 
menores de índole instrumental que son característicos de los sistemas políticos. Autores como 
Charles E. Lindblom, Brian W. Hogwood, B. Guy Peters, Elionor Ostrom y Jhon Kingdon 
desarrollaron sus teorías bajo esta tesis5. 
El segundo grupo (nueva ortodoxia), tiene como principales exponentes a Sabatier H. 
Jenkins-Smith (Jenkins-Smith & Sabatier, 1994), Frank Baumgartner, Bryan D. Jones 
(Baumgartner & Bryand, 1993) y Real-Dato (2009). Sin embargo, es el trabajo de Peter A. Hall 
quien lideró este nuevo grupo de teorías, al agregar a los cambios clásicos incrementales, los 
cambios paradigmáticos y los de aprendizaje social. Es decir, a los cambios incrementales agregó 
cambios más raros y cambios radicales o abruptos, que son producto de un aprendizaje social 
adquirido a partir de la experiencia, la cual sería posteriormente la base para las teorías sintéticas 
                                                 
3 Mencionado por Paul A. Sabatier(2007), en su obra , “The Need for Better Theories”, citado por Cruz-Rubio (2012). 
4 Adelantaron dos obras en los años 2007 y 2009: La primera: “Re-Visiting the New Orthodoxy of Policy Dynamics: 
The Dependent Variable and Re-Aggregation Problems in the Study of Policy Change”, en Canadian Political Science 
Review, y la segunda: “The Dependent Variable Problem in the Study of Policy Change: Understanding Policy 
Change as a Methodological Problem”, en Journal of Comparative Policy Analysis. 
5 Todos ellos mencionados por Cruz Rubio (2012). 
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con el establecimiento del paradigma6 “neoincremental homeostático”7, que predominan en la 
actualidad (Cruz-Rubio, 2012, p. 304). 
Hall (1993) en su obra titulada “Policy Paradigms, Social Learning, and the State The 
Case of Economic Policymaking in Britain” (Paradigmas de política, aprendizaje social y el 
Estado: El caso de la formulación de políticas económicas en Gran Bretaña), establece un paralelo 
entre los procesos de cambio de paradigma8 en la actividad científica y los cambios de las políticas 
públicas, exponiendo que estos se desarrollan bajo la misma lógica que un paradigma. Este 
enfoque teórico como herramienta de análisis de las políticas públicas, también fue clasificado por 
Roth (2014) como pospositivistas9 o de racionalismo crítico (p. 74). Este enfoque se destaca por 
vincular el fenómeno del cambio de las políticas con lo que sucede durante el proceso, destacando 
que al estudiar el cambio en las políticas se pueden encontrar nuevas líneas de trabajo e 
investigación teórica, dando relevancia a los componentes o subsistemas que la conforman y a los 
eventos que la rodean que son líneas anteriormente relegadas u ocultas por las tesis del 
incrementalismo (Cruz-Rubio, 2012, p. 316). 
                                                 
6 La Real Academia de la Lengua define paradigma como: Teoría o conjunto de teorías cuyo núcleo central se acepta 
sin cuestionar y que suministra la base y modelo para resolver problemas y avanzar en el conocimiento. El paradigma 
newtoniano (ASALE, s/f). 
7 Mencionado por Howlett y Cashore (2007) (2009), referido a que las políticas públicas tienden a cambiar buscando 
una relativa estabilidad. 
8 Peter A. Hall desarrolla su estudio a partir de la idea de paradigma expuesta por Kuhn (1970), quien en su obra 
denominada “La estructura de las revoluciones científicas”, expone que un paradigma son las soluciones universales 
que la comunidad científica acepta y comparte. Los paradigmas son realizaciones científicas universalmente 
reconocidas que, durante cierto tiempo, proporcionan modelos de problemas y soluciones a una comunidad científica. 
9 Al igual que los positivistas consideran que la ciencia positiva permite explicar las actividades humanas, sin embargo, 
los pospositivistas divergen en cuanto a las posibilidades de acceder a la realidad para ser totalmente entendida o 
explicada, debido a la existencia de múltiples causas y efectos que dificultan la tarea explicativa (Roth D., 2014). 
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La teoría de Hall (1993) parte de los cuestionamientos acerca de: ¿Qué motiva las acciones 
del Estado, si no son los factores previamente identificados por el análisis pluralista (la sociedad)? 
¿Cómo podemos concebir el proceso de política sino como una respuesta a la presión social?, 
frente a lo que se responde que evidentemente aún el Estado es una gran “caja negra” por investigar 
y cita a Heclo (1974) quien afirma: "La política encuentra sus fuentes no solo en el poder sino 
también en la incertidumbre: los hombres colectivamente se preguntan ¿qué hacer?... Los 
gobiernos no solo 'potencian'... también desconciertan” (p. 275).  
Existe entonces un importante campo de estudio del interior del Estado que a través de 
diversas teorías buscan explicar cómo se producen las decisiones en materia de política y gestión 
pública, las primeras mencionadas exponen que la política pública es el resultado de un proceso 
de aprendizaje, frente a lo que Hall (1993) cita a Sacks (1980) , quien argumenta: 
El enfoque de “la política como aprendizaje” implica que los elementos dentro del 
Estado, actuando, presumiblemente, en pos del interés nacional, decida qué hacer 
sin la oposición seria de los actores externos, "confirmando así un principio central 
de la teoría del Estado"; es así como el “aprendizaje social” se convierte en un 
elemento clave de estudio en la formulación de políticas públicas en general (p. 
276). 
Este aprendizaje social es la base del estudio de Hall (1993), buscando establecer su 
naturaleza y el proceso mediante el cual influye en el cambio de las políticas públicas. Este 
concepto de aprendizaje social según Hall (1993), citando a Heclo (1974) y otros autores, presenta 
tres características principales: Primero, existe una importante influencia de políticas pasadas, es 
decir, más que pensar en las consecuencias de las decisiones que se van a tomar, se piensa en las 
consecuencias que tuvieron políticas pasadas. Hall cita a Weir y Skocpol (1983), quienes afirman 
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que los intereses e ideales que los legisladores persiguen en cualquier momento están formados 
por "legados políticos" o "reacciones significativas a políticas anteriores". Segundo, el impulso al 
proceso de aprendizaje lo dan expertos del campo específico de la política determinada que cuentan 
con posición e imagen privilegiadas que les permiten establecer relaciones entre la burocracia y la 
sociedad, dándole a estos una posición más relevante en relación con la burocracia por su 
conocimiento específico de las políticas. Tercero, la visión de “aprendizaje social” enfatiza que es 
el Estado quien toma las decisiones y que se debe actuar de forma autónoma ante la presión social, 
ante lo cual Sacks (1980) y otros teóricos argumentan que las descripciones del “aprendizaje 
social” "revelan la autonomía sustancial del Estado frente a las presiones sociales en su 
formulación de objetivos de política" (Hall, 1993, pp. 277–278). 
Con estas características, Hall (1993, p. 278) define el “aprendizaje social” como: “un 
intento deliberado de ajustar los objetivos o las técnicas de la política en respuesta a la experiencia 
pasada y la nueva información. El aprendizaje se indica cuando la política cambia como resultado 
de dicho proceso”. 
A partir de esta definición, se abre la posibilidad de que el “aprendizaje social” tenga 
diversas formas o niveles, según el grado de cambio que se dé sobre las políticas públicas 
involucradas, para lo cual recuerda que la formulación de políticas públicas presenta tres variables 
básicas: las metas generales que guían la política en un campo particular, las técnicas o 
instrumentos de política utilizados para alcanzar esos objetivos y la configuración precisa de estos 
instrumentos.  
Iniciando un acercamiento al objeto de este estudio se puede establecer que la política 
penitenciaria y carcelaria del país tiene por objetivo (meta) aplicar la pena privativa de la libertad 
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(Congreso de la República de Colombia, 2000a)10 o el cumplimiento de las restricciones a la 
libertad, según lo ordenado por una autoridad competente, como consecuencia jurídica de una 
conducta punible, mediante (técnicas o instrumento) el uso de la reclusión, retenciones, 
detenciones, penas y medidas de seguridad (Abaunza Forero, C., Mendoza Molina, M, Bustos 
Benítez, P, & Enríquez Wilchez, K, 2011, p. 200). Las técnicas o instrumentos utilizados son la 
disposición de la infraestructura necesaria, un cuerpo de custodia y los demás servicios necesarios 
para salvaguardar los derechos de las personas privadas de la libertad, de la sociedad en general y 
garantizar la resocialización11.  
Se busca entonces determinar el proceso de “aprendizaje social” involucrado en un proceso 
de ajuste y cambio de la política penitenciaria y carcelaria, que claramente se enmarca dentro de 
un grupo de políticas públicas mucho mayores. Sin embargo, el análisis se concentrará en las 
decisiones que se han tomado en torno a la privación de la libertad como el único instrumento de 
castigo penal. 
Con este escenario conceptual y teórico, Hall desarrolla su teoría de cambio de políticas 
públicas en 1993, retomando los análisis de P. Sabatier (1988), Sabatier y Jenkins-Smith (1993) y 
T. Kuhn (1970) basados en tres tipos de cambio de las políticas públicas. Estos cambios se 
sintetizan en: de primero, segundo y tercer orden o nivel. Los de primer orden se refieren a cambios 
o calibraciones en los instrumentos de la política dentro de los confines institucionales e 
                                                 
10 Pena principal establecida en el Código Penal Colombiano (Congreso de la República de Colombia, 2000a) que 
tiene como funcion la prevención general, retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al 
condenado. Ley 599 de 2000, Articulo 4. 
11 La Real Academia de la Lengua (RAE), no ha reconocido el concepto resocializar o resocialización, no obstante, si 
existe el concepto socializar el cual define como: “Adaptar a un individuo a las normas de comportamiento social” 
(ASALE, s/f). Con la inclusión del prefijo RE que se usa para significar “repetición”, se puede entender que 
resocializar es volver a adaptar a un individuo a las normas de comportamiento social. 
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instrumentales; los de segundo orden son cambios o alteraciones en los tipos dominantes de 
instrumentos de política utilizados; y los cambios de tercer orden implican ajustes paradigmáticos 
en el conjunto de los fines abstractos (Cruz-Rubio, 2012, p. 304). 
Frente al ejemplo, la relación existente entre los tipos de cambio y el “aprendizaje social”, 
se observa en la manera en que los instrumentos de la política son adaptados o modificados a la 
luz de experiencias anteriores, proyecciones y evaluaciones de la política pública vigente o 
aplicada hasta el momento. A modo introductorio, un cambio que eventualmente se presentó en la 
política penitenciaria y carcelaria fue la expedición de documentos CONPES12 que buscaron 
apropiar recursos adicionales para la ampliación de cupos carcelarios a fin de superar las diferentes 
crisis de hacinamiento13 existentes. Se observa entonces un proceso mediante el cual las 
configuraciones de los instrumentos cambian (implementar CONPES) a la luz de la experiencia y 
los nuevos conocimientos, mientras que los objetivos generales y los instrumentos de política 
siguen siendo los mismos (reclusión intramuros a los delincuentes), un proceso de cambio de 
primer orden en la política (Hall, 1993, p. 278). Estos serán los aspectos a desarrollar en los 
                                                 
12 Los Documentos CONPES son producto del Consejo Nacional de Política Económica y Social — CONPES —, el 
cual fue creado por la Ley 19 de 1958 (Congreso de la República de Colombia, 1968a), como la máxima autoridad 
nacional de planeación y se desempeña como organismo asesor del Gobierno en todos los aspectos relacionados con 
el desarrollo económico y social del país. Para lograrlo, coordina y orienta a los organismos encargados de la dirección 
económica y social en el Gobierno, a través del estudio y aprobación de documentos sobre el desarrollo de políticas 
generales que son presentados en sesión. El Departamento Nacional de Planeación desempeña las funciones de 
Secretaría Ejecutiva del CONPES, y por lo tanto es la entidad encargada de coordinar y presentar todos los documentos 
para discutir en sesión. Tomado de https://www.dnp.gov.co/CONPES/paginas/conpes.aspx. 
13 La RAE lo define como: amontonar, acumular, juntar sin orden. Asi mismo, el acto de hacinar, es decir, el 
hacinamiento, se refiere a la relación superior entre el número de personas en una vivienda o casa, y el espacio o 
número de cuartos disponibles. 
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capítulos subsiguientes y que permitirán determinar los grados de cambio de la política pública 
penitenciaria y carcelaria en Colombia. 
Estos cambios de primer orden son definidos por Hall (1993), como cambios rutinarios 
que se dan como necesidad de ajuste de la política que durante su desarrollo inicial, ha generado 
algunas consecuencias que requieren un grado de corrección que se pueden aplicar a través de 
pequeños cambios, pero en nada modifican el paradigma básico que guía la política, manteniendo 
un grado de satisfacción “satisficing” en los formuladores y orientadores de la misma. Estos 
cambios corresponden con el nivel de “aprendizaje social” del momento, es decir, son pensados y 
ejecutados en los términos de resultados esperados por la política inicialmente concebida. Sin 
embargo, los cambios de primer orden se aíslan de las presiones pluralistas o sociales de grupos 
externos al Estado y particularmente al gobierno del momento, por lo que tienden a no satisfacer 
las demandas sociales (p. 281).  
Otra interpretación del mismo nivel de cambio dice que al implementarse una política 
pública, se establecen instituciones, normas y regulaciones que hacen parte de la noción básica de 
la política. Aquí no se cuestionan los fundamentos o postulados de la política, es decir, el 
paradigma es único y aceptado, los cambios y ajustes que se van proponiendo son marginales, 
adoptándose cambios normativos, reglamentarios, etc., que son los denominados cambios 
periféricos (Roth D., 2014, p. 74). 
Los cambios de segundo orden aparecen cuando la presión social o de grupos de interés, a 
partir del ya definido “aprendizaje social”, entienden que la política requiere cambios importantes 
debido a que está generando efectos negativos en sectores de la población, logrando la atención 
del Estado y demandando cambios que requieren la modificación de los instrumentos de la política, 
sin alterar radicalmente los objetivos finales de la misma. Estos instrumentos son todos aquellos 
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mecanismos que se crean en el marco de la implementación de la política pública que tienen por 
objetivo instrumentalizar las acciones de la política y aportar en el logro de los objetivos finales 
(Hall, 1993, pp. 282–283). Hall expone en su estudio diferentes ejemplos de estos instrumentos, 
como sistemas de control monetario y sistemas de control de gasto público, en el marco de su 
investigación sobre la economía británica. 
En otra interpretación de un cambio de segundo orden, Roth (2014) indica que cuando la 
política enfrenta problemas en su desarrollo y/o resultados, lo que Hall denomina “anomalías” y 
frente a las que los cambios de primer orden o periféricos no logran resolver, se inicia un proceso 
de duda sobre la validez y pertinencia de la política, para lo cual se adelantan nuevos análisis y 
propuestas que buscan explicar los problemas, cuestionándose la política original y reformándose, 
lo que se define como cambios de segundo orden (p. 74). 
En síntesis, según Hall (1993) los cambios de primer y segundo orden son ajustes normales 
en la ejecución y desarrollo de las políticas públicas, como un proceso que ajusta la política sin 
confrontar los paradigmas que la guían, lo que denomina “la ciencia normal”14. Se advierte que: 
 El proceso de cambio de las políticas de primer orden se acerca al incrementalismo, 
la satisfacción (satisficing) y la toma de decisiones rutinarias; los cambios de 
segundo orden y el desarrollo de nuevos instrumentos de la política se mueve un 
paso adelante en dirección a la acción estratégica (p. 279).  
De manera introductoria, un ejemplo de cambio de segundo orden en la política 
penitenciaria y carcelaria es la creación de instrumentos de administración y ejecución de recursos 
                                                 
14 Termino adoptado por Thomas Kuhn (1970), en su obra denominada “La estructura de las revoluciones 
científicas”. 
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destinados a esta. Al igual que en el ejemplo de cambios de primer orden, estos se desarrollarán 
de manera más profunda en los capítulos siguientes. 
Finalmente, los cambios de tercer orden implican cambios radicales en los parámetros de 
la política, sus objetivos y los instrumentos empleados para instrumentalizarla. Estos se presentan 
ante fuertes crisis de las políticas vigentes o giros radicales en la dirigencia de un Estado, que son 
motivados por una fuerte presión social y de grupos de interés que abren y fortalecen el debate en 
la opinión pública y ponen al descubierto los errores de fondo de la política cuestionada y la 
necesidad de cambios radicales, que son denominados por Hall (1993) como un cambio en los 
paradigmas de la política. Sin embargo, este cambio de paradigma y por ende de política, pasa por 
una importante disputa en el terreno de lo político, generalmente con discusiones entre expertos, 
académicos, prensa, sociedad y los propios políticos, en donde se impondrá la idea de quien logre 
movilizar la mayor coalición electoral (p. 287). 
Contrario a los cambios de primer y segundo orden, el cambio de tercer orden implica una 
modificación radical, debido a un “ajuste paradigmático”, lo que significa un cambio en las bases 
de la política, al modificar lo que en un comienzo se daba como cierto sin requerir su 
comprobación. 
Como ya se mencionó, estos cambios son el producto de un “aprendizaje social” que ocurre 
en el terreno del discurso, el debate y esencialmente de las ideas, que buscan ser comprensibles y 
aceptables para los diferentes actores involucrados a fin de ser el camino hacia la solución del 
problema de política expuesto, todo según el momento específico en el que acontecen y buscando 
aceptación en la mayoría de los sectores sociales.  
Los cambios de primer y segundo orden, corresponden a la imagen de “aprendizaje social” 
expuesto por Heclo (1974) y otros teóricos del Estado, que se generan como la respuesta a las 
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consecuencias ocasionadas por la política inicialmente aplicada, lo que claramente cuestiona el 
conjunto de teorías centradas en que las decisiones en materia de política pública son exclusivas 
del Estado o state-centered. Este aprendizaje social generalmente aparece en grupos externos al 
Estado y su influencia controvierte la autonomía del este (Hall, 1993, p. 288). 
En el caso de los cambios de tercer orden, la influencia de dicho “aprendizaje social”, a 
través de grupos de interés, sociales y políticos es mucho mayor, sin importar incluso si los temas 
sobre los que se decide son técnicamente complejos. Es precisamente en un campo técnico y 
complejo, como el de la política económica británica, a través del cual Hall desarrolla y sustenta 
esta teoría.  
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Elaboración propia a partir de Peter A. Hall, 1993. 
Finalmente Hall (1993) destaca que este “aprendizaje social” que se expresa al exterior del 
Estado, tiene importantes referentes: inicialmente los grupos sociales organizados, seguidos de los 
partidos políticos, la prensa, los mercados, los comerciantes, todos en busca de soluciones, en su 
mayoría diversas pero con intereses particulares, a fin de enfrentar las problemáticas que deben 
abordar las políticas públicas. En el caso particular de los partidos políticos, son los llamados a 
proponer soluciones de política para atraer y aumentar su electorado, lo que claramente, es de 
fondo, una lucha por el poder, que también puede desarrollar un “aprendizaje social” (p. 289). 
Este marco teórico permitirá evidenciar como las ideas condicionan las políticas públicas 
y como estas cambian, en torno a lo que Hall (1993) denomina “paradigmas de política”, que a su 
vez son característicos de un discurso político. El conjunto de ideas e instituciones o grupos de 
interés, reforzados mutuamente, estructuran las políticas públicas. Sin embargo, las ideas que 
ascienden a paradigmas de política son independientes de estos grupos o instituciones, alcanzando 
un nivel superior por encontrarse en un estado de aceptación general. Un paradigma de política 
coherente (sin que eso signifique que la política sea óptima), resistirá de mejor manera la presión 
de sectores sociales y grupos de interés, manteniendo un alto nivel de autonomía Estatal. De 
encontrarse, por el contrario, un paradigma poco coherente, la presión social externa al Estado 
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logrará fomentar cambios que podrán llegar hasta el cambio del mismo paradigma de política o 
cambio de tercer nivel. 
En la política pública penitenciaria y carcelaria colombiana, frente a los cambios de primer 
y segundo orden, se expone la necesidad de ampliar los cupos carcelarios por el aumento de la 
población privada de la libertad, las altas tasas de hacinamiento y los problemas que de allí se 
derivan, bajo el paradigma de política que entiende que la privación de la libertad es el principal 
elemento disuasivo contra el delito y que la reclusión permite resocializar al delincuente, 
(afirmación que será discutida más adelante). Se observa entonces que las ideas generalmente se 
sustentan en paradigmas y de allí que sea común observar en las políticas públicas cambios que 
tan solo ascienden al primero y segundo orden. Un cambio de tercer orden implicará 
necesariamente un cambio de paradigma o un cambio en la lógica de las ideas que permiten 
sustentar dicho cambio, lo que será objeto de análisis en este estudio. 
En resumen, este marco teórico expone que los cambios de primer orden mantienen lógica 
de continuidad y de cambios incrementales básicos, los de segundo orden son cambios más 
profundos, pero conservando los principios paradigmáticos que guían la política y los de tercer 
orden son cambios radicales que implican modificación a los fines de las políticas. El objetivo de 
este estudio será el análisis de los cambios, según la teoría de Peter A. Hall (1993), presentados en 
la política pública penitenciaria y carcelaria en Colombia que a priori pareciera estática, porque la 
cárcel lejos de perder protagonismo, se ha posicionado como una de las instituciones preferidas 
por los Gobiernos regionales para responder a las manifestaciones criminales resultantes de la 
inequidad social (Ariza Libardo Jose & Iturralde Manuel, 2011, p. 20) 
 No obstante, para lograr un funcionamiento de la política y cumplir medianamente con lo 
establecido en la ley, es fundamental considerar otras alternativas y cambios a lo establecido 
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(cambio de política) con proyecciones realistas acerca de las posibilidades de resocialización, que 
involucren, no solo a instituciones como el INPEC, sino también a otros actores de las ramas 
legislativa, ejecutiva y judicial (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 91).  
El trabajo se centrará en demostrar si estos cambios se han producido para analizarlos 
desde el año de 1991, y determinar el tipo, el grado y el avance, en una política con múltiples 
problemas debido a que el Estado, al separar a la persona de la sociedad y del mercado, debe 
asumir la satisfacción de sus necesidades básicas (habitación, alimentación, vestido y salud), con 
las falencias y la escases de recursos, lo que ha derivado en múltiples violaciones a los Derechos 
Humanos en la población reclusa (Ariza Libardo Jose & Iturralde Manuel, 2011, p. 81) y a la 
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2. LA POLÍTICA PENITENCIARIA Y CARCELARIA EN COLOMBIA 
Como ya se mencionó, el centro del análisis se encontrará en la Política Pública 
Penitenciaria y Carcelaria en Colombia, definida como el conjunto de directrices que el Estado 
implementa con ocasión del cumplimiento de las restricciones a la libertad ordenadas por la 
autoridad competente, como son retenciones, detenciones, penas y medidas de seguridad15 a efecto 
de garantizar sus fines, así como salvaguardar los derechos de las personas privadas de la libertad 
- PPL y de la sociedad en general (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 200). Lo anterior, con el 
objetivo de resocializarle e incidir en la prevención de esos hechos, en el marco del Derecho Penal, 
la Constitución Política de Colombia y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
(Ministerio de Justicia y del Derecho, 2014, p. 11). 
Con la teoría ya descrita, se puede afirmar que el paradigma (explícito u oficial) que ha 
guiado la política penitenciaria y carcelaria se encuentra establecido en la Ley 65 de 1993 en sus 
artículos 9 y 10 que definen las funciones y finalidad de la pena, así como la finalidad del 
                                                 
15 Las restricciones a la libertad se clasifican en: Retención que consiste en mantener retenida por parte de la Policia a 
una persona hasta por 24 horas para su protección y la de la comunidad, generalmente llevada a cabo en instalaciones 
policiales, la cual está establecida en el articulo 207 del Decreto 1355 de 1970 y articulo 157 de la Ley 1801 de 2016 
(Codigo de Policia y Convivencia) (Congreso de la República de Colombia, 2016b). Detención que es una medida 
preventiva pero dentro del proceso penal, en donde existe la inferencia lógica y razonable, que permite deducir que la 
persona imputada o sindicada puede ser autor o partícipe de la conducta que se investiga sumado a los requisitos 
establecidos en los articulos 308 a 313 de la Ley 906 de 2004 (Codigo de Procedimiento Penal) (Congreso de la 
República de Colombia, 2004a), esta se aplicará en establecimiento carcelario. Arresto es la pena privativa de la 
libertad impuesta como sustitutiva de la pena de multa, como unidad de multa, y se cumple en los establecimientos 
especialmente destinados para este efecto o en el lugar que el juez determine establecida en el articulo 3 de la Ley 
1709 de 2014. Prisión es la restricción de tipo penal, producto de la sanción proferida por un juez que debera cumplirse 
en establecimientos destinados a la reclusión de condenados a cargo del INPEC, establecido en el articulo 3 de la Ley 
1709 de 2014 (Congreso de la República de Colombia, 2014), tambien podra ser cumplida en el domicilio del recluso, 
según lo determine el Juez. Adicionalmente existen otros tipos como la Captura y la Conducción. 
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tratamiento penitenciario. El artículo 9 indica que la pena tiene función protectora y preventiva, 
pero su fin fundamental es la resocialización, las medidas de seguridad persiguen fines de curación, 
tutela y rehabilitación. Por su parte el articulo 10 afirma que el tratamiento penitenciario tiene la 
finalidad de alcanzar la resocialización del infractor de la ley penal, mediante el examen de su 
personalidad y a través de la disciplina, el trabajo, el estudio, la formación espiritual, la cultura, el 
deporte y la recreación, bajo un espíritu humano y solidario (Congreso de la República de 
Colombia, 1993). Sin embargo, la evidencia a describirse deja en entredicho estos fines, y pone de 
presente la existencia de un paradigma paralelo al explícito u oficial, que denominaremos 
paradigma implícito o extraoficial, y que se explicará más adelante 
Esta política hace parte de una política pública de mayor envergadura e impacto como es 
la política criminal16, en cabeza del Ministerio de Justicia y del Derecho, por ende, conservan una 
estrecha relación. Sin embargo, el estudio se centrará en las decisiones de política en materia 
penitenciaria y carcelaria.  
La política penitenciaria y carcelaria en sí misma, se compone de dos instrumentos17 de 
política. Por un lado se encuentra el instrumento penitenciario, en donde se encuentran las 
denominadas penitenciarías, que son establecimientos destinados a la reclusión de condenados y 
en los cuales se ejecuta la pena de prisión mediante un sistema progresivo para el tratamiento de 
los reclusos18 en las fases de: observación diagnóstico y clasificación, alta seguridad que 
                                                 
16 Según Emiliano Borja Jiménez (2003), la política criminal se puede definir como aquel conjunto de medidas y 
criterios de carácter jurídico, social, educativo, económico y de índole similar, establecidos por los poderes públicos 
para prevenir y reaccionar frente al fenómeno criminal, con el fin de mantener bajo límites tolerables los índices de 
criminalidad en una determinada sociedad.  
17 Hall (1993) recuerda que una de las variables básicas en la formulación de políticas públicas son las técnicas o 
instrumentos de política utilizados para alcanzar los objetivos. Las otras variables son: las metas generales que guían 
la política en un campo particular y la configuración precisa de los instrumentos. 
18 La Real Academia lo define como encarcelado o preso (ASALE, s/f). 
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comprende el período cerrado, mediana seguridad que comprende el período semiabierto, mínima 
seguridad o período abierto y de confianza, que coincidirá con la libertad condicional. Todo el 
tratamiento con el fin último de preparar al condenado mediante su resocialización para la vida en 
libertad, a cargo del INPEC (Congreso de la República de Colombia, 1993).  
Por el otro se encuentra el instrumento carcelario, que contiene las cárceles generalmente 
a cargo de los departamentos y municipios destinadas para las personas detenidas preventivamente 
(sindicados) y condenadas por contravenciones (arresto y pequeñas causas) que impliquen 
privación de la libertad (Congreso de la República de Colombia, 1993). En ellas no se aplican 
procesos de resocialización debido a que la naturaleza del tránsito del recluso es temporal en la 
medida en que se defina su situación legal definitiva. Administrativamente estas cárceles dependen 
de los presupuestos de los territorios, a diferencia de las penitenciarías que lo hacen del 
Presupuesto General de la Nación - PGN a través del INPEC y la Unidad de Servicios 
Penitenciarios y Carcelarios – USPEC19. 
Si bien los dos instrumentos son opuestos en su definición, función y administración, el 
incremento de la PPL, especialmente en lo que se refiere a los sindicados (gráfico 3), ha provocado 
un traslape de competencias y una constante violación a la clasificación previa de esta población, 
establecida en la normatividad ya mencionada. Dicho traslape particularmente ha obligado al nivel 
                                                 
19 Adicionalmente a las penitenciarías y cárceles, se encuentran establecimientos como: establecimientos para 
miembros de la fuerza pública, colonias agrícolas y establecimientos para casos especiales que si bien hacen parte de 
la política penitenciaria y carcelaria, no impactan de manera significativa la misma en materia reclusión e índices de 
hacinamiento. En el caso de los adolescentes en conflicto con la ley penal existen también los Centros de Atención 
Especializada los cuales están a cargo del ICBF en el marco del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
(SRPA). Los adolescentes, y aquellos jóvenes que han cumplido su mayoría de edad pero siguen al cuidado del ICBF 
por haber cometido delitos y haber sido sancionados siendo menores de edad, no se entienden incorporados como 
población objetivo de la política penitenciaria y carcelaria, la cual hace alusión exclusivamente a población de adultos 
sindicados o condenados por la comisión de delitos cometidos con posterioridad a los 18 años cumplidos.  
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central (INPEC, USPEC mediante PGN) a asumir las competencias otorgadas inicialmente a los 
territorios20.  
Esta realidad evita separar el instrumento penitenciario del carcelario o viceversa, por la 
existencia de todo tipo de población (condenada y sindicada) en todo tipo de establecimientos 
(penitenciarías y cárceles)21. Las cifras del INPEC de agosto de 2018, indican que la PPL en 
establecimientos departamentales y municipales no supera el 1,5% (2.623 reclusos) del total de la 
población reclusa (186.175 personas), así mismo, frente al total de la población sindicada (39.954 
reclusos, 33,7% del total de la población a cargo del INPEC) tan solo representa el 6,6% (INPEC, 
2018), con lo que se infiere que el elemento carcelario de la política a cargo de los entes territoriales 
tal y como está definido, tan solo logra albergar a un 6,6% del total de la población objetivo. Este 
análisis en materia de cobertura, demuestra lo irrelevante que resulta para el estudio de las 
condiciones del total de la PPL, una división entre los dos instrumentos de la política penitenciaria 
y carcelaria. 
Para aclarar la relación existente entre la política criminal y la penitenciaria y carcelaria es 
importante recordar que la política criminal se asocia a tres procesos: la criminalización primaria, 
que significa el proceso legislativo en el cual se definen las conductas que serán objeto de sanción 
penal; la criminalización secundaria, que se encarga de la investigación y determina la 
                                                 
20 En intervención el 15 de Julio de 2014, ante el Consejo Superior de Política Criminal, el Director del INPEC 
Brigadier General Saúl Torres Mojica, aseguró que la responsabilidad de los entes territoriales, establecida en la ley 
65 de 1993 y 1709 de enero de 2014, se encuentra aún a cargo del INPEC con cargo al PGN, frente a lo cual propone 
una serie de alternativas que a la fecha no han sido adoptadas. 
21 A cargo del INPEC definidos como Establecimiento de Reclusión del Orden Nacional – ERON, se encuentran 
establecimientos carcelarios, cárceles de mínima y mediana seguridad y complejos carcelarios y penitenciarios 
(INPEC, 2018, p. 16), lo que demuestra el traslape de funciones del instrumento carcelario y el instrumento 
penitenciario a cargo de una misma entidad: el INPEC. 
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responsabilidad del ciudadano; y la criminalización terciaria, que consiste en la ejecución y 
cumplimiento de la pena por parte de la persona declarada responsable de la ejecución de una 
conducta criminal, con el fin de resocializarlo a fin de que no vuelva a delinquir y afectar la 
sociedad. En este último proceso se ubica particularmente la política penitenciaria y carcelaria 
(Comisión Asesora de Política Criminal, 2012). 
En la actualidad, existe evidencia suficiente que demuestra que la política criminal presenta 
múltiples dificultades: incremento de tipificaciones (inflacionismo penal) sin la suficiente 
capacidad investigativa y judicial, incremento en las penas (populismo punitivo), alta congestión 
judicial, y deficiente capacidad carcelaria con nulos procesos de resocialización y violaciones a 
los derechos de la PPL (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 13). Con relación al inflacionismo 
penal y el populismo punitivo, está demostrado en el sentido que es el derecho penal el principal 
instrumento de intervención y estrategia para enfrentar las conductas violentas y delictivas de la 
sociedad colombiana (Consejo Superior de Política Criminal & Ministerio de Justicia y del 
Derecho, 2017, p. 112). 
Particularmente el inflacionismo penal y el populismo punitivo de la política criminal, 
como instrumentos para castigar y disuadir las conductas violentas y delictivas de la sociedad, 
invitan a reflexionar sobre el paradigma implícito o extraoficial que guía la política penitenciaria 
y carcelaria, que ya no tiene como objetivo la resocialización, sino que está orientado al castigo, 
la intimidación y la represión en la búsqueda de combatir los comportamientos delictivos, puesto 
que la reclusión en condiciones de hacinamiento, incrementa el castigo y se convierte en un arma 
de intimidación y disuasión de las conductas criminales. 
La deficiente capacidad de los establecimientos de reclusión, la red ERON 
(Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional), carece de los recursos suficientes que 
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permitan garantizar las condiciones para el respeto de los derechos humanos de la PPL, 
observándose los altos índices de hacinamiento y un alto número de reclusos en calidad de 
sindicados (Arenas García & Cerezo D, 2016, p. 191), lo cual es ratificado por la Corte 
Constitucional que ha manifestado en sus diferentes sentencias sobre la materia que: “Las cárceles 
colombianas se caracterizan por el hacinamiento, las graves deficiencias en materia de servicios 
públicos y asistenciales, el imperio de la violencia, la extorsión y la corrupción, y la carencia de 
oportunidades y medios para la resocialización de la PPL”(Corte Constitucional de la República 
de Colombia, 1998b), en otra de sus sentencias también afirmo “que la política criminal del Estado 
colombiano no cumple con los requisitos mínimos para que sea concordante con la Constitución 
Política y los compromisos internaciones del Estado en materia de derechos humanos de las 
personas privadas de la libertad” (Corte Constitucional de la República de Colombia, 2015). 
Un acercamiento a la explicación de esta problemática muestra que la política se ha 
desarrollado en un marco de cambio del Estado, pasando de un Estado Social a un Estado Penal 
que está en la necesidad de otorgar seguridad y certeza a los capitales. Es decir, el Estado ha 
abandonado su función reguladora del mercado para convertirse en un garante del libre juego de 
la economía, que necesita darle un manejo reclusivo a los ciudadanos sobrantes, inadaptados o 
violadores del sistema (Bernal Sarmiento et al., 2007, p. 23). Esto es lo que Wacquant (2001) 
define como un nuevo sentido común punitivo, que desmantela el Estado Bienestar para establecer 
una ideología neoliberal que implanta el reino de la justicia (del Estado providencia al Estado 
penitencia), iniciado en Norteamérica con el hiperencarcelamiento como política contra la 
pobreza22(p. 21). 
                                                 
22 La obra de Murray (1985), populariza la represión contra la protesta social ejercida por la población pobre.  
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Este Estado penal ha sido marcado, según Bernal Sarmiento (2007), por la construcción 
social de las respuestas estatales frente al alto grado de conflictividad social del país y las múltiples 
imposiciones político administrativas a las que el país se ha visto sometido por la comunidad 
internacional (p. 26). Profundizando este argumento, existe una división en la sociedad en dos 
bandos, uno de ellos con posesión y capacidad de gestionar recursos económicos y otro, mayor en 
número de personas, que cuenta con apenas lo mínimo para subsistir. Se marca así una fuerte 
desigualdad, con pobreza y marginación social, que según diversas teorías del delito23, generan 
una colisión de estratos sociales con desiguales recursos y poder, que se traduce en altas tasas de 
delincuencia,24 frente a lo que el Estado ha optado por establecer políticas que penalicen conductas 
como delitos contra la propiedad, el tráfico de drogas y el homicidio que se desprende de los 
anteriores, penalizando así, conductas que ocurren en contextos marginales, incrementando la 
exclusión social y olvidando las necesidades de la sociedad en general como educación, salud, 
recreación y empleo (Arenas García & Cerezo D, 2016, p. 178).  
Exclusión social que se acrecienta con lo que se vive al interior de los establecimientos de 
reclusión, que no representan escenarios muy distintos de los que generalmente provienen los 
reclusos. Esta exclusión se ve reflejada en la incapacidad de ofrecer a la totalidad de la PPL una 
cama, salud, recreación, etc., sin afirmar que no existan, pero que para acceder a ellas es necesario 
pagar. Es decir, el pobre lo es aún más y dicha exclusión es más crítica en el interior de la reclusión 
(Ariza Libardo Jose & Iturralde Manuel, 2011, p. 8).  
                                                 
23 Arenas Garcia (2016), cita estudios de García-Pablos (2007); Redondo & Garrido (2013) y Cloward & Ohlin, 
(1960). 
24 El IPS “Índice de Progreso Social” cuenta con un grupo de indicadores que miden la seguridad de un país, estos 
muestran a Colombia como uno de los países con peores registros en delitos como el homicidio, crímenes violentos, 
criminalidad percibida y terror político, solo superada en latinoamerica por países como México, Jamaica, Trinidad y 
Tobago, El Salvador, Guatemala y Honduras (Arenas García & Cerezo D, 2016). 
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La decisión de política pública que han tomado los diferentes gobiernos25, dirigida a atacar 
las altas tasas de delincuencia se ha enfocado en incrementar las penas privativas de la libertad, 
los tiempos de duración de las mismas y la detención preventiva, prevaleciendo la lógica de 
reprimir los delitos sobre la prevención del origen de los mismos. Frente a lo que Abaunza (2011) 
se pregunta: 
Si se reprime –como es la costumbre– ¿hasta qué punto las penalizaciones severas 
en lugar de desestimular el delito hacen perder la esperanza en el individuo?, o 
¿hasta qué punto vale la pena un mayor gasto social que frene las causas que 
originan los delitos si para eso existe la reprensión? Tal vez, nuestra permanente 
violencia ha hecho creer que es mejor reprimir para prevenir que prevenir para 
evitar reprimir (p. 118). 
Esta tendencia de premiar la represión sobre la prevención, desvirtúa el paradigma explícito 
y oficial de resocialización de la política penitenciaria y carcelaria establecido en la Ley 65 de 
1993, y como ya se mencionó, invita a poner de presente como verdadero paradigma el castigo, 
miedo y represión al que se ha visto abocada la política penitenciaria y carcelaria producto de una 
política criminal represiva e intimidatoria.   
 
                                                 
25 En la exposición de motivos del proyecto de ley 014 de 2017, “Por medio de la cual se fortalece la política criminal 
y penitenciaria en Colombia y se dictan otras disposiciones”, el Consejo Superior de Política Criminal y el Ministerio 
de Justicia y del Derecho coinciden en afirmar que “la política criminal colombiana se ha caracterizado por ser 
reactiva, desprovista de una adecuada fundamentación empírica, incoherente, tendiente al endurecimiento punitivo, 
populista, poco reflexiva frente a los retos del contexto nacional, subordinada a la política de seguridad, volátil y 
débil” (Consejo Superior de Política Criminal & Ministerio de Justicia y del Derecho, 2017, p. 113). 
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Esta política que ha traído consigo consecuencias directas reflejadas en el incremento de 
la PPL en condiciones infrahumanas, - hacinamiento carcelario26 (cifras que se analizaran en 
capitulo siguiente – ver gráfico 1) - el aumento sostenido del número de personas que se encuentran 
en manos del aparato judicial en calidad de sindicados y juzgados, y el crecimiento del sector 
penitenciario en la administración pública con el respectivo aumento de gasto público que requiere 
reorientación de presupuestos generalmente en desmedro de los recursos necesarios para inversión 
social (Wacquant, 2001, p. 22). 
La crisis de la política criminal ha tenido un efecto de bola de nieve sobre la política 
penitenciaria y carcelaria, la cual se enfrenta a una compleja situación que se agrava con el paso 
de los años y en donde las medidas adoptadas, no han logrado el efecto esperado frente a la 
reducción del hacinamiento, el respeto de los Derechos Humanos de los PPL y la resocialización. 
Por el contrario, el propio Ministerio de Justicia y del Derecho (2014), responsable del 
direccionamiento de la política, reconoce que:  
Una política criminal cada vez más represiva, sin sustento empírico y sin evaluación 
de impacto fiscal e institucional; un ejercicio de la función jurisdiccional en algunos 
casos excesivamente limitante de la libertad individual; escasos recursos para las 
demandas del sistema penal, tanto en lo judicial, como en lo ejecutivo; una defensa 
técnica deficiente en una alta proporción de casos de personas privadas de la 
libertad; una presión social para la imposición de sanciones puntas y 
                                                 
26 Desde los años noventa la tasa de hacinamiento carcelario ha aumentado con una tendencia creciente, tal y como se 
evidencia en las cifras del INPEC, expuestas en el Gráfico 1: Evolución Promedio de la Población, Capacidad y 
Hacinamiento en los ERON – INPEC 1991-2010. 
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ejemplarizantes han agravado la situación de las cárceles del país y de la Población 
Privada de la Libertad – PPL ( p. 25).  
En este punto es importante retomar el objetivo de la política penitenciaria y carcelaria 
expuesto por Abaunza (2011), como el conjunto de directrices que el Estado implementa con 
ocasión del cumplimiento de las restricciones a la libertad. Sin embargo, si bien el instrumento 
penitenciario está acompañado del objetivo de la resocialización, la política global (instrumentos 
penitenciario y carcelario) se enfrenta a altos índices de hacinamiento que impiden los adecuados 
procesos de resocialización y a su vez produce constantes violaciones a los derechos humanos de 
toda la PPL sin distinción de su condición (condenada o sindicada)27. 
Este análisis demuestra que apartada la discusión de la política criminal, en la revisión de 
la política penitenciaria y carcelaria cobra especial relevancia la discusión en materia de cupos 
disponibles y hacinamiento, por ser estos elementos determinantes en el cumplimiento de objetivos 
específicos de la política como lo son la garantía de los derechos humanos (salud, alimentación, 
trabajo, etc.) y la propia resocialización.  
Este debate, generalmente surgido desde la academia, viene produciendo lo que Hall 
(1993) denomina un “aprendizaje social”, que a su vez promueve cambios que se deben aplicar a 
la política cuestionada. La política penitenciaria y carcelaria como parte de la política criminal, no 
                                                 
27 Informes de órganos de control como la Contraloría General de la República afirman que el INPEC no ha logrado 
avanzar en el desarrollo de programas que promuevan la reinserción social de los condenados, debido principalmente 
a problemas de control y seguimiento a los procesos, mínimo avance en la aplicación del modelo educativo para el 
sistema penitenciario y carcelario, problemas con la clasificación de la población condenada para determinar su 
tratamiento y lugar de reclusión apropiado. En general los programas educativos a Diciembre de 2009 se habían 
aplicado en 26% de los establecimientos y los programas de ocupación y capacitación laboral tan solo alcanzaron al 
30% de los reclusos (Contraloría General de la República, 2016). 
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ha sido ajena a estas presiones, presentando cambios que este análisis, a la luz de la teoría se 
encargará de visibilizar. 
Es por lo anterior, que a pesar de los múltiples problemas de la política criminal, el estudio 
se centrará en lo referente a las decisiones estatales en materia penitenciaria y carcelaria, por ser 
este el último eslabón de la cadena de la política superior, que afronta una importante crisis en la 
PPL con vulneración a sus derechos fundamentales, a tal nivel que la Corte Constitucional ha 
declarado la existencia del “Estado de Cosas Inconstitucional - ECI28” en los establecimientos de 
reclusión del país en varias oportunidades, obligando al Estado Colombiano a tomar medidas 
(cambios) de política pública en materia penitenciaria y carcelaria, que se han tomado mediante 
legislación y documentos CONPES29, que serán objeto de análisis en los siguientes capítulos. 
Para cumplir con estos propósitos, el estudio abordará a través del método cualitativo, 
aplicando técnicas de recolección de información mediante la revisión documental de fuentes 
oficiales, datos estadísticos, informes de entidades de control y estudios académicos nacionales e 
internacionales que aporten al análisis cualitativo de la política pública. Los documentos revisados 
se clasificaran en las categorías de: informes estadísticos y presupuestales que serán el soporte en 
materia de cifras y recursos, documentos legales y jurisprudenciales que darán cuenta del marco 
                                                 
28 Al referirse al “Estado de Cosas”, la Corte indica efectos que trascienden la esfera individual para convertirse en 
órdenes e instrucciones de políticas públicas que corresponden a otras ramas del poder público (Abaunza Forero, C., 
Mendoza Molina, M, Bustos Benítez, P, & Enríquez Wilchez, K, 2011, p. 39). Otra acepción indica que: el estado de 
cosas inconstitucional es una doctrina que la Corte ha utilizado en aquellos casos en donde considera que la violación 
del derecho fundamental: 1. es el resultado de una causa estructural e histórica que, 2. no puede ser atribuida a una 
única institución sino al Estado en su conjunto, y 3. que exige la adopción de medidas a largo plazo (Ariza Libardo 
Jose & Iturralde Manuel, 2011, p. 55). 
29 Desde el año de 1995 se han expedido siete documentos CONPES referentes a la infraestructura penitenciaria y 
carcelaria. El último de ellos es el 3871 de Noviembre de 2016 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 
2016). 
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normativo que ha guiado la política, documentos de política pública de gobierno (Documentos 
CONPES, Planes de Desarrollo, etc.) que mostraran los cambios en la política por parte de los 
diferentes gobiernos, informes de organismos de control que indicaran el estado de la situación 
penitenciaria y carcelaria, y análisis académicos que señalaran el estado de las discusiones 
existentes en la materia. 
Con la precisión realizada al objeto de estudio, se hace necesario describir el origen y 
evolución de la política pública, para entender en adelante lo que se ha propuesto como cambios a 
la política y los efectos que estos han tenido sobre los objetivos iniciales, que permitan establecer 
los niveles de cambio, según la teoría descrita de Peter A. Hall (1993). 
2.1.  Orígenes de la Pena Privativa de la Libertad en Colombia  
Para iniciar el análisis de la política penitenciaria y carcelaria en el país, es importante 
realizar un recorrido por los orígenes de la pena privativa de la libertad en Colombia, por ser el 
elemento que antecede a los orígenes de la política en cuestión y es el fundamento de su existencia. 
Así mismo, es importante lograr una mirada integral e histórica de los hechos que han marcado las 
decisiones en materia penitenciaria y carcelaria, aportando así al “aprendizaje social”, que según 
Hall (1993), es el detonante de los cambios en las políticas públicas. 
La pena privativa de la libertad no requirió mayor organización por parte del Estado, lo 
que era aceptable, si se tiene en cuenta que el castigo consistía en limitar la movilidad del 
condenado a través de su reclusión en espacios cerrados con intenciones preventivas junto a 
personas que tenían la misma condición, sin importar su sexo o edad. Estas eran consideradas 
como delincuentes y/o que debían encontrarse retenidas y aisladas (Abaunza Forero, C. et al., 
2011, p. 21).  
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Las primeras Leyes sobre cárceles en Colombia, se remontan a la época de la Colonia en 
el Nuevo Reino de Granada, en donde se destaca la influencia europea a partir de la construcción 
de socavones a donde eran llevados los traidores del rey, la ley y la iglesia católica (Abaunza 
Forero, C. et al., 2011, p. 27). El establecimiento de reclusión se considera como un sitio previo a 
la ejecución (pena de muerte) o un castigo para la población española o criolla, ya que el nativo 
no disponía de libertad por su carácter de vasallo. Otras medidas de castigo fueron: la confiscación, 
la multa y la prisión, así como las medidas eclesiásticas relacionadas con abjuración, represión, 
suspensión de órdenes y las penitencias. Para el cumplimiento de las penas se utilizaron las 
famosas mazmorras, presidios de Cartagena y Tunja, y las cárceles de la Real Cárcel, la del 
Divorcio, la de Zipaquirá y la de Santafé (Colegio de Nuestra Señora del Rosario), entre otras 
(INPEC, s/f-b).  
Tras el grito independencia y el inicio de la República, se logra la atención de los 
legisladores sobre las condiciones y el estado de los reclusos por encima de la infraestructura y 
administración de las cárceles. En 1825 con un importante aporte del General Francisco de Paula 
Santander, se crea la Política de Salubridad, a través de la Ley sobre Organización y Régimen 
Político y Económico de los Departamentos y Provincias de la República, que tenía dentro de sus 
funciones la de administración y atención carcelaria. En marzo de 1828, siendo presidente de la 
Gran Colombia el libertador Simón Bolívar, se emite un decreto que dispuso que ingresarían al 
sistema de prisiones, los infractores de las normas de policía. Así mismo, se estableció la creación 
de presidios correccionales en las capitales de provincia, se entregó la administración de las 
cárceles a los jefes de policía con supervisión de los gobernadores, se definió la necesidad de la 
construcción de cárceles en cada ciudad, la necesidad de lugares específicos para la reclusión de 
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mujeres y se estableció que los presos debían cumplir con trabajos artesanales o comunitarios en 
favor del Estado (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 28). 
Entre los años 1835 y 1839, se estableció una verdadera Organización Carcelaria en el país. 
En el año de 1835 se emitió la Ley 30 sobre Presidios Urbanos, adicionada por la Ley 30 de 1836, 
en la que se considera la única vez en la historia de la justicia colombiana en la que se prepararon 
normativamente y al mismo tiempo, los sistemas de justicia y penitenciario, coordinando las 
políticas criminológicas y penitenciarias (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 29). 
En 1837 se expidió el Decreto Reglamentario de los Presidios Urbanos y un decreto 
reglamentario que es considerado como el primer Código Penal en Colombia, en el que se 
establecen por primera vez los principios rectores de la ciencia penal y se oficializa la pena 
privativa de la libertad – PPL como la sanción fundamental con el fin de cumplir las funciones de 
contribuir a la formación del Estado-nación y de servir como instrumento de disciplina para la 
sociedad. Así mismo, este Código Penal contempló un estatuto para las prisiones que tenía como 
fundamento la resocialización del delincuente y clasificó los establecimientos carcelarios en: 
trabajos forzados, presidios, prisiones y casas de arresto. Al año siguiente se inician las 
construcciones de los establecimientos según la clasificación y se establecen sanciones según el 
tipo de establecimiento en el que se encuentre el recluso (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 29). 
En 1838 se expide un Decreto de formación de distritos penales y otro que estableció las 
Casas de Castigo, y finalmente en 1839 se expidió el Decreto que reglamentó la administración de 
cada establecimiento (Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, G, 2014, p. 15).  
En 1853 se eliminan los establecimientos para trabajos forzados y las penas asociadas a 
estos (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 30). En 1864 se expide la Ley 11 con la que se ordena la 
fundación de la Casa Penitenciaria de Bogotá en el edificio San Francisco. En 1868 se construye 
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una cárcel para mujeres contigua a la de los hombres (Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, G, 
2014, p. 18). En 1871 se crea la primera Colonia Penal con el fin de conquistar territorios sin 
explorar. En 1873, a través de la Ley 22, se autoriza la construcción del primer centro de reclusión 
con el modelo panóptico de Benjamín Bentham en el Alto de San Diego en Bogotá y en 1880 el 
Gobierno establece un acuerdo con la comunidad religiosa del Buen Pastor, para la reclusión y 
custodia de las mujeres condenadas, inicialmente en las ciudades de Bogotá y Medellín. Otras 
cárceles construidas para la época fueron: el Cocuy (1869), Yarumal (1880), Garagoa (1884), 
Gacheta (1882) y Rio Negro (1890), entre otras (Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, G, 2014, 
p. 19). 
Finalmente, en 1890 mediante la Ley 13 se crea el Ministerio de Justicia al que se le 
entregan todas las responsabilidades acerca de los establecimientos de castigo, conducción de reos, 
rebajas de pena y pena capital, sin embargo, en 1894 se le entrega la administración de justicia al 
Ministerio de Gobierno (Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, G, 2014, p. 19). 
2.2.  La Pena Privativa de la Libertad en el siglo XX 
Ingresando al nuevo siglo, para 1904 se llevaba un control numérico de la PPL y de los 
inventarios en los talleres de trabajo. En 1905 se firmó el Decreto Legislativo 09, con el que se 
crearon las primeras colonias penales y militares, que debían contar con un capellán, un médico y 
dos maestros, con lo que se evidenciaba una creciente preocupación por las condiciones del recluso 
(Galvis Rueda, M., 2003, p. 83). En 1906 con el Decreto 624 y las Leyes 62 de 1912 y 54 de 1913, 
se reglamentan dichas colonias penales quedando definidas como lugares de cumplimiento de pena 
o deportación a donde se envían los individuos más peligrosos en materia penal (Mercado Torres, 
C & Arango Gonzalez, G, 2014, p. 162). 
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En el año de 1914 bajo el gobierno de José Vicente Concha, a través de la Ley 35, se crea 
la Dirección General de Prisiones como dependencia adscrita al Ministerio de Gobierno, encargada 
de la regulación de la función penitenciaria, con la que se unieron las funciones de administración 
de las cárceles (vigilancia y control) y la protección y bienestar de los reclusos. Con el Decreto 
1547 del mismo año se instrumentalizan estas medidas (Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, 
G, 2014, p. 31). En 1915, mediante el decreto 1992, se expide el “Reglamento del Régimen Interno 
de las Cárceles Nacionales de la República”, en donde se establecieron las reglas del 
funcionamiento de las cárceles y el control de los presos, (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 30) 
y en 1922 se expide el Decreto 354 que reglamenta las penitenciarías y el control de presos 
(Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, G, 2014, p. 54). 
En 1933 mediante la Ley 20 se restructura el Ministerio de Gobierno y se crea los 
Departamentos de Justicia, Prisiones y de Utilidad Común. En este sentido, se expide el Decreto 
190 de 1934 en el que se establece el Departamento de Prisiones y la Comisión de Asuntos Penales 
y Penitenciarios (Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, G, 2014, p. 37). 
En este mismo año de 1934, argumentándose la inexistencia de reglamentación unificada 
en materia penitenciaria, con una visión cercana a la resocialización a través del trabajo y la 
intención de unificar la estructura y administración de los centros de reclusión, se expide mediante 
el Decreto 1405, el Régimen Penitenciario y Carcelario de Colombia, en el cual se dispuso que el 
Departamento de Prisiones dependiera del Ministerio de Gobierno bajo el nombre de División 
General de Establecimientos de Detención, Penas y Medidas de Seguridad. Así mismo, se crean 
dependencias como el médico antropólogo, los directores de colonias y cárceles y el Consejo de 
Disciplina. Además, se eliminó la plena autonomía de los directores de las instituciones carcelarias 
y se estandarizaron decisiones en torno al funcionamiento y castigo de los reclusos, evitando 
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abusos de poder a través de castigos humillantes presentados en la época. También se estableció 
la necesidad de contar con espacios exclusivos para los procesos de resocialización y con ello se 
definió una infraestructura mínima para los establecimientos carcelarios (Mercado Torres, C & 
Arango Gonzalez, G, 2014, p. 52). 
En 1935 se creó el Instituto de Antropología y Pedagogía Penitenciaria, anexo a la 
Penitenciaría Central de Bogotá, que tuvo como medio de divulgación la Revista Colombiana de 
Biología Criminal y que se constituyó en una de las principales producciones documentales en 
materia carcelaria (p. 53).  
En estos años, en cabeza de la Dirección de Edificios Nacionales, se construyeron las 
cárceles de: la Picota, Palmira, Popayán y Cúcuta, y en 1938 se iniciaron las obras de construcción 
de la Colonia Penal de Oriente en Acacias (Meta) (p. 58). 
Entre 1940 y 1945, la División General de Establecimientos de Detención, Penas y 
Medidas de Seguridad, regresa a ser una dependencia del Ministerio de Justicia mediante la ley 68 
de 1945, teniendo en cuenta su naturaleza y funciones, para ello se crean tres secciones: directiva, 
de personal y administrativa, con áreas de trabajo dedicadas a los temas jurídicos, diseño de la 
infraestructura, construcción, mantenimiento y administración. En 1947 inicio actividades el 
nuevo Ministerio de Justicia mediante el Decreto 105 (p. 62). 
Con el aumento de la violencia a partir de los años 50, se incrementa la delincuencia 
derivada de un aumento en la población con altos niveles de pobreza que se ubicaron en las afueras 
de las grandes ciudades. Este hecho, incrementó sustancialmente el número de reclusos y obligó a 
los Gobiernos del momento, especialmente al de Gustavo Rojas Pinilla, a ordenar la construcción 
de nuevos establecimientos carcelarios con el fin exclusivo de aumentar la capacidad, es el caso 
de los penales de: La Picota, Popayán y el Barne, y las cárceles: Modelo de Bogotá, Barranquilla, 
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Bucaramanga, San Gil, Pamplona, Picaleña, Manizales, Tumaco, Montería, Cartagena, Santa 
Marta, Pasto, Duitama, Pereira y Cali. Así mismo, el fortalecimiento de la Colonia Penal de 
Aracuara que funcionaría hasta 1971 (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 31). En 1959 se ordena 
la construcción de un penal de máxima seguridad en la isla de Gorgona (Mercado Torres, C & 
Arango Gonzalez, G, 2014, p. 67). 
En el año de 1960 se expide el Decreto 1716 que modificó la estructura del modelo 
carcelario, cambiando su nombre a División de Penas y Medidas de Seguridad, incluyendo una 
División de Menores, sección de arquitectura carcelaria, asistencia educativa y servicios médicos 
y sociales carcelarios (p. 68). 
En 1962 se reestructura el Ministerio de Justicia y con el objetivo de incorporar nuevas 
herramientas para la política penitenciaria, se crea de nuevo la Dirección General de Prisiones en 
cabeza del coronel de la policía Bernardo Echeverri Ossa. A partir de esta nueva estructura se crea 
Escuela Penitenciaria para la formación de personal administrativo y los guardias encargados de 
la custodia de los reclusos (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 32). 
En el año 1964 se expide el Decreto 1817, en el cual se reforma el código penitenciario y 
carcelario de la época (Ley 1405 de 1934), en el que se cambia la denominación de Departamento 
de Establecimientos de Detención, Penas y Medidas de Seguridad para retomar el antiguo nombre 
de Dirección General de Prisiones. En este nuevo decreto se incorporan las exigencias de la ONU 
en materia de tratamiento de los reclusos, especialmente en lo referente a asistencia social y 
jurídica. Así mismo, en el decreto se reglamentó el registro de los detenidos y la carrera del 
personal del ramo penitenciario y carcelario como estatuto independiente del servicio civil, dando 
al personal un tratamiento de Fuerza Armada de la República y permitiendo el nacimiento de la 
Escuela Penitenciaria Nacional Enrique Low Mutra, como un centro especializado en la 
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capacitación del personal de guardias, oficiales y empleados de las cárceles, el cual iniciaría sus 
actividades el 1 de Marzo de 1965 (Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, G, 2014, p. 82).  
Para ese año, los establecimientos de reclusión se clasificaban en: penitenciarías, colonias 
penales, cárceles militares, del circuito, del distrito, reclusiones de mujeres y anexos psiquiátricos 
(Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 32). 
En relación con la vinculación del personal, en el año de 1973 se expidió el Decreto 2655, 
en el que se estableció la carrera especial para este personal, posteriormente reglamentada por los 
Decretos 819 de 1974 y 749 de 1975, hasta el año de 1986 cuando se expide la Ley 32 que 
estableció el Estatuto para la Guardia Penitenciaria Nacional (Mercado Torres, C & Arango 
Gonzalez, G, 2014, pp. 80–83).  
En el año de 1974, mediante el Decreto 576 la Dirección General de Prisiones quedó 
conformada orgánicamente por: Dirección, División de Inspecciones, División Legal, División de 
Rehabilitación, División de Seguridad y Control, Establecimientos de Detención, Penas y Medidas 
de Seguridad y Escuela Penitenciaria. Se establecieron funciones para cada una de estas 
dependencias, la contratación para la alimentación de los reclusos, la clasificación de los 
establecimientos de detención, penas y medidas de seguridad y entre los organismos adscritos el 
Fondo Rotatorio del Ministerio (p. 86). 
Con el reconocimiento de la existencia de los Derechos Humanos a través de las 
revoluciones liberales, la revolución francesa, los movimientos humanitaristas y la posguerra, se 
establecen distinciones en la penalidad para los niños, adolescentes y los adultos. En este sentido, 
en Colombia solo hasta el año de 1969, a través del Decreto 398, se ordena la construcción de 
pabellones especiales para la reclusión de menores (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 26). 
Posteriormente en el año de 1980 se lleva a cabo en Venezuela el sexto Congreso de las Naciones 
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Unidas sobre la prevención del delito y tratamiento al delincuente, en donde se establecen las bases 
en esta materia. Más adelante, en 1985 la Asamblea General de las Naciones Unidas se proyectan 
los criterios generales y uniformes para administrar justicia en menores y adolescentes, que a 
continuación serian reiterados y formalizados por el séptimo congreso sobre la materia. Por su 
parte, Colombia adoptó estos compromisos en la Convención sobre los Derechos del Niño el 20 
de noviembre de 1989 mediante las Leyes 2737 de 1989 y 12 de 1991, con lo que se comprometió 
a garantizar un trato diferencial en materia penal para la población infantil y adolescente, a través 
de la construcción de instituciones especiales para el trato de menores infractores. Así mismo, en 
los artículos 44 y 45 de la Constitución Política y la Ley 1098 de 2006, reconoció a niños y 
adolescentes como sujetos activos de derechos y estableció las protecciones diferenciales, 
preventivas e integrales para estas poblaciones, para el caso de la Ley 1098 con un sistema de 
responsabilidad penal especial para menores entre los 14 y 18 años (Abaunza Forero, C. et al., 
2011, p. 26). Actualmente la privación de la libertad para menores es excepcional y solo se 
establece para periodos de 5 años en el caso de delitos graves y 8 años para delitos gravísimos, en 
los que se destacan el homicidio doloso, el secuestro y la extorsión. 
Este aparte demuestra que históricamente, el Estado ha adoptado la pena privativa de la 
libertad como la forma de castigo predominante, desconociendo la existencia de otras formas de 
sanción (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 278) y en este sentido la política penitenciaria y 
carcelaria, se ha desarrollado principalmente en materia de infraestructura penitenciaria y 
carcelaria y su administración. El paradigma que rigió las decisiones sobre la materia se concentró 
en la reclusión como castigo y para ello, las decisiones de política se enfocaron en la construcción 
de cárceles y su administración. Salvo en el caso de menores y adolescentes, la defensa de los 
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derechos humanos y fundamentales de los penados no era un tema que tuviera protagonismo 
alguno.  
En el siguiente apartado se describirá el estado actual del Sistema Carcelario y 
Penitenciario incluyendo las últimas reformas, en donde se destacará la creación del INPEC con 
la escisión de sus funciones, la creación de la USPEC y las reformas a la Ley 65 de 1993 - Código 
Penitenciario y Carcelario. 
2.3.  Organización del Sistema Carcelario y Penitenciario Actual 
En 1991 el Ministerio de Justicia realiza un diagnóstico de la situación penitencia y 
carcelaria del país, a través del documento “Reformas al Sistema Carcelario, Realidad y 
Proyecciones”, en el que se destaca la eventual crisis del sistema a partir de proyecciones que 
tienen como base las realidades del momento. Estas realidades se centran en un uso desmedido de 
la pena de privación de la libertad y una crisis en el interior de los establecimientos de reclusión, 
asociada a la corrupción, al elevado consumo de droga, la constante violación a los derechos 
humanos y la incorrecta clasificación de los internos (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 33). 
Este panorama impedía el correcto desarrollo de cualquier estrategia de resocialización, 
por el contrario, convirtió los establecimientos de reclusión en “escuelas del crimen”, lo que 
propició que la sociedad en general rechazara cualquier contacto con estos lugares y con la 
población que podía proceder de los establecimientos carcelarios. Sin embargo, a pesar de la 
problemática expuesta, el hacinamiento carcelario a julio de 1991 no superaba el 5% ( p. 34). 
Con base en este diagnóstico y al amparo de una nueva Constitución, en 1992, el Decreto 
2160 (Gaviria Trujillo Cesar , Presidente de la República de Colombia, 1992) mediante la fusión 
de la Dirección General de Prisiones (encargada hasta entonces de la administración y ejecución 
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de la política penitenciaria) y el Fondo Rotatorio del Ministerio de Justicia (destinado a suministrar 
los recursos de inversión en cárceles), se crea el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -
INPEC. La nueva entidad nace como un establecimiento público descentralizado, adscrito al 
Ministerio de Justicia y sería desde entonces la institución encargada de la administración y el 
cumplimiento de la pena, así como del desarrollo y ejecución de la política penitenciaria y 
carcelaria30.  
El INPEC sería el encargado de la administración y el cumplimiento de la pena, así como 
del desarrollo y ejecución de la política penitenciaria y carcelaria, dirigida hacia una humanización 
de la reclusión y la resocialización de la PPL para reinsertarla en la sociedad civil. Su organización 
se estableció a través de direcciones regionales, creadas mediante el Decreto 1242 de 1993 (Gaviria 
Trujillo Cesar , Presidente de la República de Colombia, 1993), encargadas del control de los 
establecimientos de reclusión (Mercado Torres, C & Arango Gonzalez, G, 2014, p. 108).  
En el año 1992, a través del Decreto 1365 (Gaviria Trujillo Cesar, Presidente de la 
República de Colombia, 1992) se crea la Comisión de Vigilancia y Seguimiento del Régimen 
Penitenciario, integrada por el Ministro y el Viceministro de Justicia, el Director de la Policía 
Nacional o su delegado y el Consejero Presidencial para los Derechos Humanos. 
En este marco de cambios, en 1993 se expide la Ley 65, que contiene el Código 
Penitenciario y Carcelario (Congreso de la República de Colombia, 1993). En la exposición de 
motivos de esta ley se destaca que han pasado 30 años desde el último Código Penitenciario en 
Colombia, con un cambio en la criminalidad y que no ha existido en el país una política pública 
                                                 
30 Mediante el Decreto 1242 de 1993 (Cesar Gaviria Trujillo, Presidente de la República de Colombia, 1993), se 
estableció su organización en direcciones regionales que a su vez son las encargadas del control de los establecimientos 
de reclusión asignados. 
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penitenciaria y carcelaria real, con ausencia de un organismo con las condiciones técnicas 
necesarias.  
Esta ley tiene como principal objetivo la modernización de la justicia y la actualización de 
las normas penitenciarias, acordes a la Constitución Política de 1991. El segundo objetivo es una 
ejecución de las sanciones penales de manera humana y moderna acorde a los postulados señalados 
por la Carta Magna y las Organizaciones Internacionales defensoras de los Derechos Humanos, 
con el fin de acercar al interno con la sociedad a través de su rehabilitación (Congreso de la 
República de Colombia, 1993). Como ya se mencionó, esta ley estableció el paradigma explícito 
u oficial que guía la política penitenciaria y carcelaria hasta hoy, por lo menos en lo que al deber 
ser se trata. 
En Julio del año 1995, se expide el primer CONPES en materia de infraestructura 
penitenciaria y carcelaria (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 1995), el cual plantea 
como objetivo “Desarrollar las bases del Plan Nacional de Desarrollo” – “El Salto Social” y, en 
particular, el de la justicia colombiana, “Justicia para la Gente”, y llevar a cabo los postulados 
contenidos en la Ley 65 de 1993 (Congreso de la República de Colombia, 1993), por la cual se 
expide el Código Penitenciario y Carcelario”. En este mismo año, mediante el Decreto 2062 
(Samper Ernesto, Presidente de la República de Colombia, 1995), se crea el Consejo Superior de 
Política Criminal como órgano asesor de la Presidencia de la República en la formulación de la 
política criminal como una herramienta para proteger a la sociedad, prevenir y reprimir el delito, 
la resocialización del delincuente y, en general, para la evaluación de conflictos del sistema 
jurídico penal. 
En el año 2000 se propone un segundo documento CONPES destinado a Infraestructura 
Carcelaria, el 3086 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2000). En el año 2002, 
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mediante la Ley 790 (Congreso de la República de Colombia, 2002) y apoyado por el programa 
de Renovación de la Administración Pública (PRAP), se fusionan los Ministerios del Interior y el 
de Justicia, para lo cual el INPEC se adscribió al nuevo ministerio. Esta fusión solo duraría 8 años 
y posteriormente regresaría la división original a través de la Ley 1444 de 2011 (Congreso, 2011a), 
denominándose Ministerio del Interior y Ministerio de Justicia y del Derecho. 
En 2004 se formula el tercer documento CONPES, el 3277 que se titula “Estrategia para la 
expansión de la oferta nacional de cupos penitenciarios y carcelarios” (Consejo Nacional de 
Política Económica y Social, 2004). Posteriormente, en el año 2006, aparece el CONPES 3412 
(Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2006) como seguimiento al anterior y en marzo 
de 2009 se expide el 3575 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2009) como 
seguimiento a los dos anteriores. 
En el año 2011, mediante el Decreto 4150, se crea la Unidad de Servicios Penitenciarios y 
Carcelarios – USPEC (Santos Juan Manuel, Presidente de la República de Colombia, 2011), con 
personería jurídica, autonomía administrativa y financiera, adscrita al Ministerio de Justicia y del 
Derecho. Esta adquiere funciones administrativas y de soporte anteriormente encomendadas al 
INPEC.  
En la actualidad el Ministro de Justicia y del Derecho establece las políticas en materia 
penitenciaria y carcelaria, las cuales son ejecutadas a través del INPEC y la USPEC. Sin embargo, 
la Rama Judicial es la encargada de dirigir a las personas para alimentar el sistema por detención 
preventiva o condenatoria. Otros actores en el sistema son la Fiscalía General y la Defensoría del 
Pueblo. 
En el año 2014 se expide la Ley 1709 (Congreso de la República de Colombia, 2014) 
mediante la cual se modificaron algunos artículos del Código Penitenciario y Carcelario vigente 
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desde el año 1993. En esta ley se clasifican los establecimientos de reclusión; se define el Sistema 
Nacional Penitenciario y Carcelario incluyendo nuevas entidades como Ministerio de Salud, 
Protección Social y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF); se reglamenta la 
libertad condicional, el apoyo de la Policía Nacional en labores de vigilancia y se define el Consejo 
de Política Criminal y la Comisión de Seguimiento encargada de hacer control de las condiciones 
de reclusión.  
Finalmente, en el año 2015 se expide el sexto CONPES (3828) en materia de 
Infraestructura Penitenciaria y Carcelaria, titulado: “Política Penitenciaria y Carcelaria en 
Colombia” (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2015), y en 2016 se expide el 
ultimo CONPES existente en la materia (3871) titulado: “Declaración de importancia estratégica 
del proyecto construcción y ampliación de infraestructura para generación de cupos en los 
establecimientos de reclusión del orden nacional”(Consejo Nacional de Política Económica y 
Social, 2016). Sobre estos desarrollos se volverá en los apartes siguientes. 
2.4.  Fines de la Pena Privativa de la Libertad en Colombia: La Resocialización 
La Constitución de 1991 marca un hito sobre la política penitenciaria y carcelaria del país. 
A partir de este momento el Sistema Penitenciario y Carcelario de Colombia –SPC- debe ser 
coherente con el espíritu de la Constitución de 1991 y el Estado Social de Derecho. Así mismo, 
debe propender por el irrestricto respeto de los Derechos Humanos de las Personas Privadas de la 
Libertad –PPL- en concordancia con los distintos tratados y convenios internacionales firmados 
desde la década de los 50’s sobre la materia. 
En este sentido, la protección de los derechos de las PPL y las obligaciones correlativas 
del Estado, inicialmente, están incluidas en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
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1948,31 a la cual el Estado Colombiano se acogió por ser miembro de la ONU32. De allí en adelante 
forma parte de las distintas reuniones que van perfeccionando el marco jurídico e institucional 
internacional que garantiza el respeto de los derechos en el mundo de posguerra. 
Por ejemplo, más adelante, forma parte del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (1966)33 (Congreso de la República de Colombia, 1968b), en el cual, es más específico 
con respecto al tema del respeto a los derechos de la PPL. En particular, su artículo 10, establece 
que “toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano”. Al respecto también se manifiestan, la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos o Pacto de San José (1969)34 (Congreso de la República de Colombia, 
1972), el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1976) y la 
Convención contra la Tortura (1984) de los cuales ha sido participe Colombia.  
Otros tratados, firmados y adoptados igualmente por los gobiernos de turno de Colombia, 
van más allá y especifican normas mínimas de convivencia dentro de los presidios y el respeto de 
los Derechos Humanos de las PPL. Por ejemplo, la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura (1985), estableció unas reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, y 
                                                 
31 Aplicable a todas las personas sin distingo alguno:"Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados 
en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición" (art. 2); además agrega 
que "Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley" (art. 7). 
32 Colombia fue admitida en la ONU el 5 de Noviembre de 1945. 
33 Aprobado por el Congreso Colombiano mediante Ley 74 de 1968 (Congreso de la República de Colombia, 1968b), 
el cual establece que los reclusos tienen el derecho a ser tratados en una forma digna, de acuerdo con el valor que les 
confiere su calidad de personas, y que el objeto de la pena es la resocialización. 
34 Aprobado por el Congreso Colombiano mediante Ley 16 de 1972 (Congreso de la República de Colombia, 1972), 
en el inciso 6. determina que "las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados". 
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los principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o 
prisión. El tratado tiene carácter vinculante y fue firmado y ratificado por Colombia35.  
Finalmente, en las reglas de Tokio (1990) (Organización de las Naciones Unidas - ONU, 
1990)- las reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad – 
se ratifican las disposiciones planteadas en los pactos anteriores y se incluyen otras medidas como 
la disminución del uso de la detención preventiva y la rehabilitación del recluso como fin último 
de la pena36.  
La Constitución de 1991, por lo tanto, emergió como una posibilidad para incorporar toda 
esta normatividad al bloque constitucional y fundamentar los principios básicos de una política 
criminal, penal y penitenciaria en un Estado Social de Derecho. Es así, como desde su artículo 1° 
la Constitución señala que el Estado Colombiano se funda en el respeto de la dignidad humana y 
más adelante, en el artículo 12, se agrega que ninguna persona podrá ser sometida a tratos o penas 
crueles, inhumanas o degradantes. Posteriormente, los artículos 28, 29 y 32, terminan por 
fundamentar el bloque constitucional que debe regir a la política criminal, penal y penitenciaria 
del país cuando reconocen el derecho a la libertad para todas las personas, determinan las garantías 
que les asisten en el evento de ser detenidas y juzgadas, y prohíben las penas de destierro, prisión 
perpetua y confiscación. 
                                                 
35 Adoptado en Cartagena de Indias, Colombia, el 9 de diciembre de 1985 en el decimoquinto período ordinario de 
sesiones de la Asamblea General de la ONU.  
36 Es así como en su artículo 6.1, plantea que "sólo se recurrirá a la prisión preventiva como último recurso, teniendo 
debidamente en cuenta la investigación del supuesto delito y la protección de la sociedad y de la víctima". Mientras 
que en su artículo 1.5 plantea la posibilidad de la introducción de “medidas no privativas de la libertad … y de esa 
manera reducir la aplicación de las penas de prisión, y racionalizar las políticas de justicia penal, teniendo en cuenta 
el respeto de los derechos humanos, las exigencias de la justicia social y las necesidades de rehabilitación del 
delincuente”. 
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De este modo, se establece que en Colombia no es posible administrar con criterios 
absolutos los fines de la pena porque a la luz de los principios signados en la Carta Política y los 
tratados internacionales firmados y acogidos, ello sería inconstitucional. La pena no tiene, por 
tanto, sólo un fin retributivo, sino que constituye un medio para que los individuos retornen a su 
ámbito social. Si bien la pena constituye una herramienta preventiva y resarcitoria para el Estado 
ante la eventualidad de un delito, este debe garantizar las condiciones para que el condenado 
purgue su condena y logré retornar a la sociedad. Es decir, ella debe direccionarse hacia la 
resocialización del individuo. 
Con todo lo anterior en mente, se expidió la Ley 65 de 1993, que contiene el Código 
Penitenciario y Carcelario (Congreso de la República de Colombia, 1993), el cual buscaba en su 
momento la modernización y actualización de las normas penitenciarias ajustándolas a los 
postulados señalados por la Carta Magna. Es así como en él se determina que uno de los fines 
principales de la pena es la resocialización del interno. Así se plasma, en su artículo 9: “La pena 
tiene función protectora y preventiva, pero su fin fundamental es la resocialización. Las medidas 
de seguridad persiguen fines de curación, tutela y rehabilitación”. En seguida, en su artículo 10, se 
afirma que el Tratamiento Penitenciario: “tiene la finalidad de alcanzar la resocialización del 
infractor de la ley penal, mediante el examen de su personalidad y a través de la disciplina, el 
trabajo, el estudio, la formación espiritual, la cultura, el deporte y la recreación, bajo un espíritu 
humano y solidario” (Sistema Progresivo). 
Bajo esta premisa se ha manifestado la Corte Constitucional en diversas ocasiones. En su 
sentencia C-144 de 1997 (Corte Constitucional de la República de Colombia, 1997), por ejemplo, 
apunta que “la definición legislativa de las penas en un Estado de Derecho no está orientada por 
fines retributivos rígidos sino por objetivos de prevención general, esto es, debe tener efectos 
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disuasivos, ya que la ley penal pretende que los asociados se abstengan de realizar el 
comportamiento delictivo so pena de incurrir en la imposición de sanciones". Y en este sentido 
reitera que: 
El objeto del derecho penal en un Estado de este tipo no es excluir al delincuente 
del pacto social sino buscar su reinserción en el mismo. Sólo son compatibles con 
los derechos humanos penas que tiendan a la resocialización del condenado, esto es 
a su incorporación a la sociedad como un sujeto que la engrandece, con lo cual 
además se contribuye a la prevención general y la seguridad de la coexistencia. 
Pero no sólo este objetivo compete al SPC, según la Corte, sino que involucra a todo al 
aparato de justicia. Por lo tanto, se requiere de una política criminal coherente y armonizada con 
el sistema penitenciario y carcelario, enfocada hacia la resocialización y la reducción en el uso de 
la pena privativa de la libertad. En este punto son fundamentales los beneficios administrativos y 
subrogados penales para un tratamiento penitenciario orientado hacia la resocialización, en un 
contexto de progresividad y tendencia hacia la libertad.  
En este caso, los mecanismos sustitutivos de la pena, que deben estar orientados hacia una 
efectiva resocialización pues: 
Lo que compromete la existencia de la posibilidad de resocialización no es la 
drástica incriminación de la conducta delictiva, sino más bien la existencia de 
sistemas que, como los subrogados penales y los sistemas de redención de la pena, 
garanticen al individuo que rectifica y enruta su conducta, la efectiva reinserción en 
la sociedad (Corte Constitucional de la República de Colombia, 2002). 
 A pesar de lo anterior, las múltiples reformas al Código Penal, que se contabilizan en más 
de 56 desde el año 2000, se han encargado de endurecer las penas y crear nuevos tipos penales, y 
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van en contravía de estos métodos de sustitución de la pena y al contrario de aliviar la crítica 
situación del hacinamiento, lo han agravado y han reafirmado la represión y el castigo como el 
paradigma (implícito o extraoficial) que guía la política criminal y a su vez la política penitenciaria 
y carcelaria. 
2.5.  La crisis y la necesidad de cambio de la política penitenciaria y carcelaria en 
Colombia 
Como ya se mencionó, la Constitución de 1991, en una firme intención de establecer un 
Estado Social de Derecho, esbozo aspiraciones en materia política y social, y especialmente en 
esta última se pretendió la garantía de los derechos fundamentales de todos los ciudadanos, 
incluida la PPL. Sin embargo, estas claramente no se han podido alcanzar, por el desequilibrio 
entre el número de personas recluidas y la capacidad de los establecimientos. En la medida en que 
la oferta de servicios penitenciarios y carcelarios no logra satisfacer la demanda, el sistema se 
atasca. En el lugar que se construyó para la instalación de dos reclusos, se acomodan cinco y lo 
mismo sucede con los puestos de trabajo y educación, destinados para el proceso de resocialización 
(Ariza Libardo Jose & Iturralde Manuel, 2011, p. 81). 
Esta crisis se ha certificado mediante la declaratoria, en varias oportunidades, del “Estado 
de Cosas Inconstitucional”- ECI que han respondido a la degradación en la que se encuentra la 
PPL, acompañada de una indiferencia social y Estatal generalizada en materia de establecimientos 
de reclusión (Bernal Sarmiento et al., 2007, p. 29). 
En un contexto de pobreza e inequidad social creciente, la violencia y la criminalidad 
también han crecido y la pena privativa de la libertad ha ganado aun mayor protagonismo y su uso 
ha crecido a gran velocidad, a tal punto que el Sistema Penitencia y Carcelario – SPC - no ha 
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logrado responder con la misma agilidad (Ver Gráfico 1). Lo que según Ariza (2011) es el éxito 
para la pena privativa de la libertad, también supone su fracaso paralelo y el resultado más visible 
de esta paradoja es la violación masiva y sistemática de los derechos fundamentales de las PPL, lo 
que significan preocupaciones suficientes para intervenir y la aplicar reformas a la política 
penitenciaria y carcelaria (p. 20). 
El Sistema Penitenciario y Carcelario de Colombia –SPC- y, en general, el sistema judicial 
y penal del país, distan mucho de cumplir con los objetivos de la pena. De hecho, el SPC presenta 
graves deficiencias que vulneran incluso los derechos mínimos de la PPL. La propia Corte 
Constitucional tuvo que declarar el “Estado de Cosas Inconstitucional” ECI dentro de las cárceles 
del país través de la sentencia T-153 en 199837 (Corte Constitucional de la República de Colombia, 
1998b), tras cientos de casos llevados por las propias PPL38, familiares y defensores de derechos 
humanos ante la justicia constitucional, denunciando la grave situación del SPC (Ariza Libardo 
Jose & Iturralde Manuel, 2011, p. 52).  
Esta declaratoria ha sido ratificada en diversas sentencias en los últimos años, como la T-
296 de 1998 (Corte Constitucional de la República de Colombia, 1998c), la T-690 de 2010 (Corte 
                                                 
37 “Durante muchos años, la sociedad y el Estado se han cruzado de brazos frente a esta situación, observando con 
indiferencia la tragedia diaria de las cárceles, a pesar de que ella representaba día a día la transgresión de la 
Constitución y de las leyes. Las circunstancias en las que transcurre la vida en las cárceles exigen una pronta solución. 
En realidad, el problema carcelario representa no sólo un delicado asunto de orden público, como se percibe 
actualmente, sino una situación de extrema gravedad social que no puede dejarse desatendida. Pero el remedio de los 
males que azotan al sistema penitenciario no está únicamente en las manos del INPEC o del Ministerio de Justicia. 
Por eso, la Corte tiene que pasar a requerir a distintas ramas y órganos del Poder Público para que tomen las medidas 
adecuadas en dirección a la solución de este problema”. Sentencia de Tutela 153 de 1998, M. P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz. 
38 Especialmente personas recluidas en las prisiones de Bellavista, en Medellín, y La Modelo, en Bogotá, interpusieron 
acciones de tutela para “evitar el perjuicio irremediable de tener que seguir soportando esta tortura”.(Corte 
Constitucional de la República de Colombia, 1998b). 
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Constitucional de la República de Colombia, 2010), la T-388 de 2013 (Corte Constitucional de la 
República de Colombia, 2013) y la T-762 de 2015 (Corte Constitucional de la República de 
Colombia, 2015)39. Es decir, que pese a las gestiones realizadas por los distintos gobiernos la 
situación es crítica y la respuesta de los distintos gobiernos en los últimos años no ha logrado 
detener su deterioro, como se analizará en los siguientes apartes.  
Estas posiciones de la Corte Constitucional exponen importantes argumentos en beneficio 
de la PPL, recordándole al Estado la obligación que tiene en la garantía de los derechos 
fundamentales de esta población y obligándolo a disponer y ejecutar los recursos necesarios para 
aliviar la crisis de los establecimientos de reclusión, lo que puede interpretarse como una 
intervención del operador judicial en la política fiscal, a cargo del ejecutivo40. Sin embargo, la 
discusión va más allá de la competencia y demuestra la relevancia de la problemática de las PPL 
para las diferentes ramas del poder público (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 16). 
Se pueden observar dos elementos que demuestran el fracaso de las políticas penitenciarias 
y carcelarias en el país y que por ende obligaron a proponer cambios. El primero de ellos es el 
                                                 
39 Todas ellas reiteran el “Estado de Cosas Inconstitucional” –ECI- pero enfatizan ciertos aspectos que se deben 
proteger o mejorar de la situación carcelaria: La Sentencia T-296 de 1998(Corte Constitucional de la República de 
Colombia, 1998c), reitera la exigencia constitucional de otorgar un trato digno a la población carcelaria; La T-690 de 
2010, insiste sobre los derechos de la población reclusa en el país; La T-388 de 2013(Corte Constitucional de la 
República de Colombia, 2013), afirma que se debe revisar la Política Criminal en sus diferentes etapas; finalmente, la 
T-762 de 2015 (Corte Constitucional de la República de Colombia, 2015), se enfoca especialmente en proteger el 
derecho a la salud de los reclusos.  
40 Ejemplo: en la Sentencia de Tutela T-296 del 16 de junio de 1998. M. P. Alejandro Martínez Caballero(Corte 
Constitucional de la República de Colombia, 1998b), se resalta la declaratoria del estado de cosas inconstitucional de 
la T-153 y se pronuncia respecto a la orden de inclusión presupuestal y la ejecución de obras públicas. Que si bien no 
puede ordenar la inclusión presupuestal o la ejecución de una obra pública, es cierto que existe una excepción a esta 
regla para proteger los derechos fundamentales.  
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fracaso de la función resocializadora de la cárcel y la imposibilidad de garantizar los derechos a 
los detenidos (Bernal Sarmiento et al., 2007, p. 29).  
Frente a este primer elemento, diversos estudios citados por Bernal Sarmiento (2007) 
demuestran y ratifican que la prisión ha fracasado en lograr la prevención especial positiva o 
“resocialización”, sin importar los diversos cambios que la ideología resocializadora ha presentado 
a través del tiempo41. Por el contrario se evidencia que la reclusión genera graves deterioros físicos 
y psíquicos a las personas, deslegitimando la función punitiva del Estado, situación que se ratifica 
con la profunda y vigente crisis del sistema penitenciario y carcelario (pp. 30–31). 
Con este panorama se ha planteado la necesidad de establecer mecanismos que reduzcan y 
limiten el poder punitivo estatal que evite que continúe su deslegitimación. El primero de ellos es 
el de aprovechar la reclusión para garantizar los derechos humanos de manera integral y en el 
marco de un Estado Social de Derecho, ofreciendo a la PPL servicios de salud, educación, trabajo, 
etc. El segundo, es minimizar del efecto deteriorante que el encierro produce en las personas, 
garantizando el trato correspondiente a la dignidad humana de la PPL. No obstante, y a pesar de 
lo positivo que suena la teoría, la constatación de la realidad sobre el precario funcionamiento del 
sistema penitenciario y carcelario actual, es que constantemente se violan los derechos humanos 
de la PPL al interior de los establecimientos de reclusión colombianos y que son denunciadas 
constantemente por diversos medios (oficiales y no oficiales), lo que ha deslegitimado el encierro 
                                                 
41 A partir de 1934 se habló del trabajo obligatorio como regeneración moral y social. En 1964 se agregó la educación 
como factor determinante en la función resocializadora. La última reforma en 1993 influida por los modelos italiano 
y español, incorporó el concepto de tratamiento penitenciario que incluye un examen de personalidad del penado y 
tratamiento de disciplina, trabajo, estudio, formación espiritual, cultura, deporte y recreación (Bernal Sarmiento et al., 
2007, pp. 30–31). 
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penitenciario y carcelario, y con ello, el sistema penal en su conjunto (Bernal Sarmiento et al., 
2007, pp. 32–33). 
El segundo elemento que demuestra el fracaso de la política pública penitenciaria y 
carcelaria es el de la imposibilidad de garantizar los derechos de la PPL. Los altos índices de 
hacinamiento hacen que literalmente sea imposible garantizar la materialización de los derechos 
humanos de la PPL y que la condición de recluso en Colombia, implica que sus derechos 
fundamentales son de segunda clase en comparación con los derechos de los ciudadanos en 
condición de libertad42 en parte por las importantes limitaciones presupuestales del Estado para 
destinar recursos al sistema (pp. 34–35). No obstante, las discusiones en torno a la política pública 
penitenciaria y carcelaria giran en torno al crecimiento de establecimientos penitenciarios en un 
contexto de escasez de recursos, dejando de lado el análisis de la consideración del castigo como 
el verdadero problema político y social.  
La evidencia muestra que entre más se critica la cárcel como institución, se adelantan 
mayores esfuerzos para construir nuevas y mejores prisiones43, para entrenar el personal de 
custodia, para incorporar más tecnología y más personas son encerradas todos los días (Ariza 
Libardo Jose & Iturralde Manuel, 2011, p. 51). 
Claramente existe una imposibilidad de cumplir con el mandato constitucional de respetar 
los derechos fundamentales de la totalidad de la población, más aún de la PPL, situación agravada 
por el desinterés del debate de la prisión como castigo. Se ratifica así, la necesidad de implementar 
                                                 
42 Esto se soporta en el principio utilitario de menor elegibilidad (less elegibility), que indica que a fin de disuadir a 
posibles delincuentes, la pena privativa de la libertad debe implicar una disminución en el nivel de vida aún por debajo 
de los estratos sociales más pobres (Bernal Sarmiento et al., 2007, p. 34). 
43 Entre los años 1995 y 2016 se expidieron siete documentos CONPES para destinar recursos que permitieran la 
construcción, mantenimiento, ampliación y refacción de cárceles y penitenciarías a nivel nacional, el análisis de estos 
se adelantaran en los capítulos siguientes.  
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cambios a este tipo de políticas, que como ha sido demostrado a través de la historia, a fin de 
mantener vigencia en las respuestas frente a las realidades sociales, políticas y económicas, deben 
cambiar y reformularse constantemente (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 92). 
Con este escenario y al iniciar el nuevo siglo, ya se reconocía que el sistema penitenciario 
y carcelario colombiano empezaba a presentar transformaciones que permiten “observar un viraje 
importante en la tradicional gestión estatal de las prisiones del país” (Bernal Sarmiento et al., 2007, 
p. 18). Cambios que responden a los factores expuestos y a un “aprendizaje social” adquirido. Los 
cuales deben ser analizados para determinar en qué grado han modificado la política y los efectos 
que estos han representado en las problemáticas que ha generado la implementación y existencia 
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3. LOS CAMBIOS DE LA POLÍTICA PENITENCIARIA Y CARCELARIA EN 
COLOMBIA DESDE 1991 
La crisis de la población reclusa o PPL, descrita en el aparte anterior, ha obligado al Estado 
Colombiano (en gran medida por la presión judicial) a implementar una serie de reformas, con el 
hacinamiento como elemento transversal y motivadas por la fuerte presión social de 
organizaciones defensoras de los Derechos Humanos, la Defensoría del Pueblo y de la Corte 
mediante diversas sentencias, que han significado cambios de diferente orden (haciendo referencia 
a la teoría de Hall (1993)) en la política penitenciaria y carcelaria del país que se describirán junto 
a sus resultados en este capítulo. 
Estos cambios obedecen inicialmente a que las personas recluidas se dirigieron al aparato 
judicial para demostrar que los estados de la reclusión constituían un trato inhumano, cruel y 
degradante, en donde claramente los derechos sociales y económicos de la PPL son violentados en 
todos los sentidos posibles (Ariza Libardo Jose & Iturralde Manuel, 2011, p. 82). Esto representa 
en palabras de Hall (1993), un “aprendizaje social” y particularmente una presión ejercida por el 
grupo social de interés (reclusos) hacia el Estado, en espera de que esta situación se revierta, a 
través de cambios de política. 
La respuesta del aparato judicial44 se ha enfocado en la exigencia al ejecutivo de disponer 
los recursos económicos para adecuar y construir cupos carcelarios, sin discutir el paradigma 
explícito u oficial que guía la política inicial, lo que se verá reflejado en los cambios de primer y 
segundo orden. No obstante, es necesario que estas respuestas se construyan desde otros puntos de 
vista, que contemplen alternativas que permitan la solución y la protección de la dignidad mínima 
                                                 
44 Las primeras sentencias de la Corte Constitucional ya mencionadas ordenan la construcción de nuevos cupos 
carcelarios para reducir el hacinamiento. 
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de las PPL, adicionales al problema de numero de celdas y escases de recursos económicos (p. 82), 
lo que en palabras de Hall (1993) implicaría cambios de tercer orden o paradigmáticos. 
3.1.  Cambios de Primer Orden 
3.1.1  El INPEC 
Como se mencionó, el Decreto 2160 de 1992 (Gaviria Trujillo Cesar , Presidente de la 
República de Colombia, 1992), crea el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC como 
la entidad encargada de la administración y el cumplimiento de la pena, así como del desarrollo y 
ejecución de la política penitenciaria y carcelaria, la cual estaría dirigida hacia una humanización 
de la reclusión y la resocialización del delincuente45, en un marco de protección de los Derechos 
Humanos para reinsertarlo en la sociedad, a través de tres elementos fundamentales: la seguridad46, 
la atención básica47 y el tratamiento penitenciario48. 
                                                 
45 La misión del INPEC, tal y como se encuentra en su pagina web: “Contribuimos al desarrollo y resignificación de 
las potencialidades de las personas privadas de la libertad a través del tratamiento penitenciario, la atención básica y 
la seguridad; cimentados en el respeto de los derechos humanos, fomento de la gestión etica y la transparencia” 
(INPEC, s/f-a). 
46 A cargo del Cuerpo de Custodia y Vigilancia (CCV), organismo que cumple un servicio esencial del Estado, es 
armado, de carácter civil y permanente al servicio del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), y está 
integrado por personal uniformado, jerarquizado, con régimen y disciplina especiales (Código Penitenciario, 2004). 
De acuerdo con la Ley 65 de 1993 (Congreso de la República de Colombia, 1993), antes de ingresar al cuerpo y ejercer 
funciones de custodia y vigilancia, deberán cursar y aprobar los programas establecidos para ello en la Escuela 
Nacional Penitenciaria. 
47 Establecido en el artículo 151 de la Ley 65 de 1993 (Congreso de la República de Colombia, 1993): El INPEC tiene 
la competencia para desarrollar el servicio social en todos los establecimientos de reclusión, mediante la creación y 
puesta en marcha de programas diseñados para atender las necesidades dentro del establecimiento y facilitar las 
relaciones con la familia de sindicados, los condenados y pospenados. 
48 La Ley 65 de 1993 (Congreso de la República de Colombia, 1993) establece para el infractor de la ley penal el 
tratamiento penitenciario. El articulo 10, determina un examen de la personalidad en busca de alcanzar la 
resocialización, de manera individualizada hasta donde sea posible. El artículo 142 fija como objetivo del tratamiento 
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De igual forma, el INPEC sería la entidad encargada de la infraestructura penitenciaria y 
carcelaria49, incluyendo la construcción de nuevos Establecimientos de Reclusión del Orden 
Nacional –ERON, así como de la ampliación, adecuación, rehabilitación y mantenimiento de los 
existentes50.  
La creación del INPEC se asemeja a lo que en palabras de Hall (1993) es un “cambio 
rutinario”, teniendo en cuenta que la política penitenciaria y carcelaria nace y se fundamenta en lo 
establecido en la Constitución de 1991 sobre la defensa de los Derechos Humanos de la población 
en general. Este resulta como un simple ajuste a la implementación de la política que crea un 
instrumento de ejecución inicial, lo que en palabras de Roth (2014) sería el “establecimiento de 
una institución”, conservando la satisfacción de los orientadores de la política y el paradigma 
inicial que guía la misma (p. 74). 
En otro análisis, la fase temprana de ejecución en la que se encuentra la política no permite 
obtener el nivel de “aprendizaje social” suficiente que permita controvertir los principios y 
paradigmas que guían la política, por ende, simplemente se ejecutan calibraciones a la política que 
recientemente está en aplicación, lo que significa un cambio o ajuste de primer nivel. 
                                                 
penitenciario preparar al condenado mediante su resocialización para la vida en sociedad libremente. El artículo 12 
estipula que este tratamiento debe cumplir parámetros del sistema progresivo, entendido como la división del periodo 
total del cumplimiento de la pena en diversas etapas, cada una de las cuales supone una mayor distensión de la 
disciplina y más libertad para el interno. 
49 Mediante el Decreto 1242 de 1993 (Gaviria Trujillo Cesar , Presidente de la República de Colombia, 1993), se 
estableció su organización en Direcciones Regionales que a su vez son las encargadas del control de los 
establecimientos de reclusión asignados. 
50 Decreto 2160 de 1992 (Gaviria Trujillo Cesar , Presidente de la República de Colombia, 1992), Artículo 4, numeral 
8: Adoptar, diseñar y ejecutar planes y programas de construcción, mejora, adecuación y consecución de obras que 
para el normal funcionamiento requiera el instituto y los centros de reclusión. 
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El análisis de este cambio muestra que la entidad aún funciona y aunque ha enfrentado 
cambios importantes en lo que a sus obligaciones se refiere que se irán exponiendo, su obligación 
principal acerca de la custodia de la PPL se conserva.  
3.1.2  Los Documentos CONPES 
Como ya se mencionó, la respuesta judicial frente a la presión social de la PPL, evitando 
otras discusiones, se redujo a la exigencia de asignación de mayores recursos para la adecuación 
de instalaciones y creación de nuevos cupos. En respuesta a estas obligaciones, el ejecutivo a partir 
de 1995 ha venido expidiendo varios documentos CONPES como la principal herramienta para 
ejecutar la política penitenciaria y carcelaria en el país. Si bien, estos realizan diagnósticos amplios 
de la problemática, se quedan relegados a proponer ampliaciones en materia de infraestructura, 
manteniendo para la política el paradigma inicial de la reclusión como medio para la reparación, 
resocialización y disuasión del delito.  
El primero de ellos, el CONPES 2797 de 1995, tenía como propósito inicial “Desarrollar 
las bases del Plan Nacional de Desarrollo” – “El Salto Social” y, en particular, el de la Justicia 
Colombiana, “Justicia para la Gente”, y llevar a cabo los postulados contenidos en la Ley 65 de 
1993, por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario”(Consejo Nacional de Política 
Económica y Social, 1995, p. 1). 
En este sentido, propone estrategias para implementar una “política criminal y 
penitenciaria coherente” enfocada hacia la prevención del delito, la disminución de la reincidencia 
delictiva y la resocialización de los reclusos. Así mismo, plantea el fortalecimiento institucional, 
logístico y humano del INPEC y aunque el hacinamiento aún no era crítico (10% en julio de 1995), 
ordenaba la construcción de nueve (9) establecimientos nuevos con una capacidad total de 9.900 
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cupos y la rehabilitación, acondicionamiento y mantenimiento de los establecimientos de reclusión 
ya existentes.  
No obstante, ninguna de estas estrategias se implementó y la situación del Sistema 
Penitenciario y Carcelario – SPC hacia 1997 empeoró51. Lo anterior, llevo a la Corte 
Constitucional mediante la sentencia T-153 (Corte Constitucional de la República de Colombia, 
1998b), como se mencionó anteriormente, a declarar el “Estado de Cosas Inconstitucional” ECI 
dentro de las cárceles colombianas. En dicha sentencia, la alta Corte ordena al INPEC y a las demás 
autoridades responsables a tomar las acciones necesarias para que los siguientes cuatro años el 
hacinamiento en los establecimientos de reclusión se reduzca a cero. Para ello, ordena al Ministerio 
de Justicia y del Derecho, al INPEC y al Departamento Nacional de Planeación elaborar un plan 
de construcción y refacción, y garantizar los recursos para financiarlo. 
Entiende la Corte Constitucional que:  
Las condiciones de hacinamiento impiden brindarle a todos los reclusos los medios 
diseñados para el proyecto de resocialización (estudio, trabajo, etc.). Dada la 
imprevisión y el desgreño que han reinado en materia de infraestructura carcelaria, 
la sobrepoblación ha conducido a que los reclusos ni siquiera puedan gozar de las 
más mínimas condiciones para llevar una vida digna en la prisión, tales como contar 
con un camarote, con agua suficiente, con servicios sanitarios, con asistencia en 
salud, con visitas familiares en condiciones decorosas, etc. En términos generales 
se puede concluir que el hacinamiento desvirtúa de manera absoluta los fines del 
                                                 
51 El hacinamiento promedio anual subió al 41.8% en este año después de que en 1992 este era negativo y se ubicaba 
en -4.5% (ver gráfico 1). Varias cárceles en este año, incluso, superaban un hacinamiento del 200%: Fusagasuga 
307%, Villavicencio 248%, Bellavista de Medellin 237%, Valledupar 233% y Vista hermosa Cali 215%, según lo 
indicado en la propia Sentencia T-153 de 1998 (Corte Constitucional de la República de Colombia, 1998b).  
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tratamiento penitenciario. Con todo, la Corte quiere concentrar su atención en una 
consecuencia que considera de mucha gravedad, cual es la de que la sobrepoblación 
carcelaria impide la separación de los internos por categorías. En efecto, la ley 
ordena que los sindicados estén separados de los condenados; que los reincidentes 
de los primarios, los miembros de la fuerza pública, los funcionarios públicos y los 
indígenas de los demás reclusos, etc. (Corte Constitucional de la República de 
Colombia, 1998b).  
Se reduce así el accionar del cambio de política, concentrándose en lo referente a la 
infraestructura y capacidad penitenciaria y carcelaria. 
De esta situación, nace el segundo CONPES de política penitenciaria y carcelaria, el 3086 
de 2000 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2000), el cual se proponía ampliar la 
infraestructura en 24.628 cupos mediante la construcción de 11 nuevos centros penitenciarios 
regionales de mediana seguridad con capacidad cada uno para 1.600 reclusos, un pabellón para la 
fuerza pública y 5 reclusiones especiales (20.828) y la ampliación de la infraestructura existente 
(3,800 cupos adicionales). 
En materia de resultados, la capacidad carcelaria apenas se aumentó en 13.523 cupos entre 
1998 y el 2002 (el 54.9% de lo proyectado), a través de los Planes de Modernización, Construcción 
y Refacción Carcelaria. De las 16 cárceles nuevas, sólo se construyeron 4 (Valledupar, Acacias, 
Popayán y Cómbita) un 30% de lo proyectado. Los otros 7.123 cupos en que se amplió la capacidad 
fueron adecuados, refaccionados o rehabilitados en recintos carcelarios ya existentes (Contraloría 
General de la República, 2016, p. 8). Si bien el hacinamiento no se redujo a cero, en marzo de 
2012 este disminuyó al 12% en el total nacional, alcanzando su nivel más bajo de las últimas dos 
décadas.  
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Pese a los malos resultados, se persistió con la implementación de documentos CONPES 
para ampliar la capacidad carcelaria. El primero de ellos, el CONPES 3277 de 2004 (Consejo 
Nacional de Política Económica y Social, 2004), tenía como componentes, un plan de ampliación, 
adecuación y dotación (AAD) de 3.131 cupos carcelarios establecimientos ya existentes y un plan 
de construcción, dotación y mantenimiento (CDM) de 21.200 cupos en establecimientos de 
reclusión y de complejos penitenciarios y carcelarios completamente nuevos. Es decir, una 
ampliación de la capacidad carcelaria de 24.331 plazas las cuales deberían estar listas a finales de 
2006 (Contraloría General de la República, 2016, p. 8).  
Sin embargo, este plan fue modificado por el CONPES 3412 de 2006 (Consejo Nacional 
de Política Económica y Social, 2006) debido a los altos costos financieros del CONPES 3277. 
Inicialmente, se había planeado en este el uso de la figura de contrato de concesión, pero debido a 
su costo, en el 3412 se optó por el de obra pública con base en los estudios de preinversión y 
estructuración financiera los cuales fueron entregados a finales de 2015. Estos plantearon la 
necesidad de construir 11 establecimientos de reclusión con un tiempo de construcción que 
oscilaría entre 18 y 24 meses dependiendo del tipo de obra a realizar (Contraloría General de la 
República, 2016, p. 10). El costo total sería de $830,315 millones de 2006, distribuidos de la 
siguiente manera: $715,863 para la obra, $61,270 para la interventoría y $53,180 para la dotación 
de los centros52. 
                                                 
52 De acuerdo con la estructuración financiera, determinada por el Ministerio del Interior y de Justicia, la alternativa 
de financiación más económica era un escenario de deuda indexada al DTF + 6% por valor de $1´375,724 millones 
de 2006. Este valor incluye, aparte de los costos de construcción de las obras, los gastos para el mantenimiento 
correctivo ($33,726 millones) y los costos financieros ($626,135 millones). 
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Aprobado este documento CONPES, posteriormente, se firma un contrato 
interadministrativo entre el Ministerio del Interior y Justicia y el FONADE53, para que este último 
administre integralmente el nuevo Plan de Ampliación de la Infraestructura Carcelaria, desde el 
proceso de selección de las firmas hasta la entrega final de las obras. Este, sin embargo, según 
estudios de la Contraloría General de la República, sufrió innumerables trabas como consecuencia 
de la inexperiencia del FONADE y de las firmas contratadas para la realización de las obras, lo 
cual ocasionó la continua postergación en el inicio, desarrollo y, posteriormente, en la entrega de 
los nuevos establecimientos (Contraloría General de la República, 2016)54. 
De hecho, ante la imposibilidad de cumplir financiera y logísticamente con el cronograma 
de entrega de las 11 establecimientos programados se tuvo que emitir un nuevo CONPES, el 3575 
de 2009 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2009). Este nuevo documento, 
direccionó una mayor cantidad de recursos para el plan de construcción, modificó los plazos de 
entrega e incluso, determinó la no construcción del Complejo Penitenciario y Carcelario de 
Cartagena (Contraloría General de la República, 2016, p. 12). 
 
                                                 
53 Convenio de Gerencia Integral No 150-2005 (FONADE 195073). 
54 Por ejemplo, la contratación se realizó por etapas. Inicialmente, se tuvieron en cuenta los complejos con licencias 
de construcción y otros permisos en orden como Medellín, Yopal, Jamundí, Puerto Triunfo, Acacias y Guaduas. En 
principio, se estimó, que este proceso duraría tres meses contados desde abril de 2006 pero se prolongó por más de 
ocho meses finalizando en diciembre de 2006. De manera que, que estos proyectos, en últimas, iniciaron obra entre 
abril y agosto de 2007. Posteriormente, se pensó en adjudicar los proyectos de Ibagué, Cúcuta, Florencia y Bogotá 
pero tuvieron múltiples dificultades. Los tres primeros, sólo empezaron obra a finales de 2007 mientras que el de 
Picota (EPC Bogotá) logro hacerlo en febrero de 2008. La construcción de la cárcel de Cartagena fue definitivamente 
cancelada porque las condiciones técnicas del lote escogido para este cometido hacían que el proyecto fuera 
financieramente inviable de acuerdo a la opinión de los consultores contratados para evaluarlo (Contraloría General 
de la República, 2016). 
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MEDELLIN $99.363 $111.737 $12.374 2.357 2.474 117 
PTO TRIUNFO $47.376 $66.618 $19.242 1.308 1.370 62 
BOGOTÁ $108.724 $103.972 $-4.752 3.308 3.466 158 
GUADUAS $84.100 $89.348 $5.248 2.686 2.984 298 
FLORENCIA $47.413 $71.276 $23.863 1.395 1.469 74 
ACACIAS $55.400 $50.310 $-5.090 863 930 67 
YOPAL $72.513 $66.112 $-6.401 860 924 64 
JAMUNDI $134.025 $172.994 $38.969 4.121 4.564 443 
CARTAGENA $64.598 $19.827 $-44.771 1.600 250 -1.350 
CUCUTA $63.256 $78.112 $14.856 1.300 1.298 -2 
IBAGUE $131.313 $167.693 $36.380 3.033 2.974 -59 
TOTAL $908.081 $997.999 $89.918 22.831 22.703 -128 
Cifras en millones de pesos de 2008. No incluye costos de menaje ni mantenimiento 
Fuente: CONPES 3575, DIN, FONADE, Gestión del Estado en Materia de Infraestructura Carcelaria. 
Contraloría General de la República, Dirección de Estudios Sectoriales de la Delegada de Defensa, Justicia 
y Seguridad. Bogotá. 2016.       
 
Es decir, el Plan de Infraestructura Carcelaria tomó tres documentos CONPES (3277 de 
2004, 3412 de 2006 y 3575 de 2009), más de ocho años de ejecución y un costo aproximado de 
$1.1 billones a precios constantes de 2008, incluidos los sobrecostos ($98.000 millones) 
(Contraloría General de la República, 2010, p. 14). No obstante, finalizada la década del 2000 los 
problemas del SPC lejos de aliviarse se habían agudizado. Si bien las nuevas instalaciones 
conjuntamente con la adecuación, rehabilitación, adaptación y refaccionamiento de cupos 
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preexistentes habían aumentado la capacidad carcelaria neta en 32.780 plazas55, el aumento 
desbordado de la población (51.741 personas adicionales) hicieron que el hacinamiento subiera en 
cerca de 30 puntos porcentuales, pasando del 3.7% al 32.7% entre 1991 y 2010 (p. 13).  
En este aparte se ha analizado el pobre resultado en la ejecución de cinco documentos 
CONPES entre los años de 1995 a 2009, los cuales a pesar de hacer diagnósticos profundos 
(algunos de ellos), reducen su ámbito de aplicación a la infraestructura carcelaria, bajo el entendido 
de que el problema de la política penitenciaria y carcelaria se concentra en el alto nivel de 
hacinamiento que se solucionaría con la disposición de cupos y ampliaciones locativas, que a su 
vez, mejoras en estas condiciones físicas, permitirán el cumplimiento final del objetivo de la 
política en materia de cumplimento de la pena y una resocialización que garantiza una no 
reincidencia, lo que no sucedió, como se analizará en el siguiente apartado. 
El instrumento de los documentos CONPES, claramente es una herramienta de política 
pública que muestra una continuidad en los postulados iniciales y que de forma parcializada busca 
resolver un problema de la política (el aumento de PPL frente a la capacidad de los 
establecimientos de reclusión – hacinamiento creciente-), con la construcción y adecuación de 
cupos carcelarios. Así mismo, la sentencia judicial de la Corte, que motiva la implementación del 
documento CONPES, no es más que el primer paso hacia el fortalecimiento estructural del sistema 
                                                 
55 En este punto, habría que mencionar que la rehabilitación de plazas existentes no necesariamente corresponde a la 
adecuación apropiada de un cupo carcelario que incluya espacios para la rehabilitación y resocialización de una PPL. 
Regularmente corresponde a la adaptación de camas o espacios para que los reclusos pernocten. Incluso, los nuevos 
recintos carcelarios presentaban muchas deficiencias: problemas de seguridad; baja capacidad para recibir visitas y 
realizar traslados; no estaban instalados los mecanismos de seguridad electrónica y contaban con un precario 
aprovisionamiento de servicios públicos entre otras debilidades. De hecho muchos de ellos no fueron entregados en 
2010 y debieron esperar hasta dos años para su entrega final como el ERON de Guaduas hasta que se hicieron las 
adecuaciones mínimas para su uso (Contraloría General de la República, 2016).  
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penitenciario y carcelario vigente, buscando que las manifestaciones locales de la prisión se ajusten 
al modelo ideal consagrado en las normas nacionales e internacionales (Ariza Libardo Jose & 
Iturralde Manuel, 2011, p. 40). 
Este hecho, a la luz de la teoría de Hall (1993), no es más que una calibración o ajuste que 
se aplica a través de algunos mecanismos (CONPES y Sentencia de la Corte), que permiten 
disponer los recursos necesarios para la ampliación de la capacidad de los establecimientos de 
reclusión, conservando el objetivo inicial de la política y el paradigma que guía la misma. 
La propuesta de cambio responde, como ya se mencionó en la teoría, a un nivel de 
“aprendizaje social”; sin embargo, el nivel de aprendizaje, en este caso, se encuentra reducido a 
una necesidad de ampliar la capacidad de los establecimientos por el alto flujo de PPL, 
reconociendo que existe una dinámica en su incremento y que la prospectiva de la criminalidad 
indica que seguirá en aumento, y que se hace necesario disponer de más lugares de 
encarcelamiento. 
En materia de resultados, los CONPES no tuvieron el impacto esperado y las metas 
propuestas siempre distaron de lo alcanzado. Al no logró de la construcción del número de cupos 
propuestos, se sumó la continua violación de los derechos humanos de la PPL. No obstante, se 
dispusieron recursos, pero problemas de orden administrativo y el crecimiento desbordado de la 
PPL, impidieron alcanzar los objetivos propuestos.  
El gráfico 1, muestra como la PPL promedio viene en aumento constante desde el año 1991 
y si bien los CONPES han permitido un incremento en la capacidad de cupos, lo ha hecho en una 
velocidad mucho menor que el crecimiento de la PPL (salvo en el año de 1992, cuando por única 
vez en el periodo analizado, la PPL fue menor que la capacidad de cupos), lo que ha incrementado 
CAMBIO EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
68 
 
el hacinamiento y ha obligado a implementar cambios mayores, lo que en palabras de Hall (1993), 
serian cambios de segundo nivel, los cuales se analizaran en el siguiente apartado. 
Gráfico 1: Evolución Promedio de la Población, Capacidad y Hacinamiento en los 
ERON – INPEC 1991-2010.
 
Fuente: INPEC, Elaboración propia.  
3.2.  Cambios de Segundo Orden 
Hasta los cambios de segundo orden, la política pública se había enfocado en mejorar las 
condiciones de la PPL en los establecimientos de reclusión, exclusivamente a través del aumento 
de la oferta de cupos para solucionar el problema de hacinamiento y cubrir la creciente demanda 
(Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 278). Sin embargo, el hacinamiento no se detuvo, lo que, 
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sistemática de los derechos humanos de la PPL y los procesos de resocialización presentaron 
escasos resultados. Incluso, después del 2010, el INPEC tuvo que declarar dos veces la 
“Emergencia Carcelaria” y la Corte Constitucional mantuvo la declaratoria del “Estado de Cosas 
Inconstitucional” ECI dentro de los establecimientos de reclusión del país. Esto derivó en una 
presión social y de grupos de interés que generó un nuevo “aprendizaje social”, entendiendo que 
la política requería cambios importantes, en razón a que se venían produciendo afectaciones a los 
derechos fundamentales de la PPL; frente a lo que el Estado decide ejecutar cambios en los 
instrumentos de política, sin alterar sus objetivos, configurando así unos cambios de segundo orden 
según lo expuesto por Peter A. Hall (1993).  
3.2.1  Creación del Fondo de Infraestructura Carcelaria  
Un primer cambio de segundo orden que, si bien se presenta mucho antes de 2010, es 
importante desatacarlo por ser el primero de varios cambios de este tipo, fue la creación del Fondo 
de Infraestructura Carcelaria - FIC, como respuesta a la sentencia T-153, mencionada 
anteriormente. En los años 1998 y 1999 el INPEC desarrolla dos versiones del Plan de 
Modernización, Construcción y Refacción Carcelaria, el cual estaba direccionado exclusivamente 
a la construcción de nuevos establecimientos. Sin embargo, según lo expone Abaunza (2011) el 
DNP y los organismos de control expresaron su preocupación frente a la incapacidad del INPEC 
de afrontar por sí sola la problemática penitenciaria y carcelaria, a lo que se generó una estrategia 
liderada por parte del DNP para garantizar un abordaje integral que involucró al Gobierno 
Nacional, la Rama Judicial y el Congreso de la República (p. 207). 
Es así como, Mediante el Decreto 1890 de 1999 (Pastrana Arango Andres , Presidente de 
la República de Colombia, 1999), se reestructuró el sector Justicia y se creó el FIC como una 
dependencia del Ministerio de Justicia y del Derecho a cargo de la Dirección de Infraestructura – 
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DIN con el fin de que se encargara de atender las funciones en materia de infraestructura carcelaria, 
adquirir terrenos, diseñar, construir, refaccionar, ampliar y equipar la infraestructura de los 
establecimientos de reclusión, funciones que hasta ese momento se encontraban a cargo del 
INPEC.  
Hall (1993) expone que un cambio de segundo orden responde a problemas en el desarrollo 
y resultados de la política, que demandan cambios en los instrumentos: son las denominadas 
“anomalías”, que los cambios de primer orden no logran resolver. En este caso la aplicación de un 
cambio de primer orden con la implementación de los primeros documentos CONPES no demostró 
ser efectivo en la mitigación del problema de política pública (alto índice de hacinamiento 
carcelario), siendo necesario la implementación de un nuevo instrumento (creación de la DIN) 
para administrar y ejecutar los recursos dispuestos por el primer CONPES sobre la materia (2797 
de 1995) para la creación y mantenimiento de los cupos en los establecimientos de reclusión.   
Se observa así, un nuevo nivel de “aprendizaje social”, adquirido a partir de los problemas 
de orden administrativo que esbozaba el INPEC en la ejecución de los recursos para la 
construcción y adecuación de los cupos carcelarios establecidos en los CONPES. Este aprendizaje 
permitió entender que el INPEC no contaba con la experticia técnica para ejecutar los recursos 
dispuestos, frente a lo cual era necesario un cambio en el ejecutor de dichos recursos.  
Pese a la finalización del Plan de Ampliación de Infraestructura Carcelaria a cargo de la 
DIN, la situación de los establecimientos de reclusión, al iniciar el 2011 era crítica, los índices de 
hacinamiento superaban el 30% a finales de 2010 (Ver Gráfico 1). En este punto, la política pública 
penitenciaria y carcelaria se enfocó esencialmente en dos estrategias: la primera, direccionada a 
incrementar la capacidad, que utilizó esencialmente dos instrumentos usados en el pasado, ya 
conocidos, conservando lo que en palabras de Hall (1993) sería un grado de satisfacción 
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“satisficing” en los formuladores y orientadores de la política. El primero fue la reestructuración 
del sector justicia y del INPEC mediante la creación de una nueva entidad y la formulación de un 
documento CONPES de ampliación de la infraestructura carcelaria (el 3871 de 2016) (Consejo 
Nacional de Política Económica y Social, 2016). La segunda estrategia, parte del diagnóstico 
realizado por la Comisión Asesora de Política Criminal, creada en 2011 en el cual se concluye que 
“en Colombia no existe una política criminal coherente ni articulada con el sistema penitenciario 
y carcelario, lo que ha sido el detonante para que este sistema se encuentre en permanente crisis” 
(Comisión Asesora de Política Criminal, 2012). En particular, cree que la desarticulación entre los 
diferentes actores que intervienen en materia criminal y penitenciaria han generado una 
desarmonía entre las distintas fases de la política a saber: (i) la preventiva y de definición 
legislativa; (ii) la de investigación y judicialización: y finalmente, (iii) la de ejecución de la pena.  
3.2.2  Creación de la USPEC  
Una de las primeras acciones que se tomaron para solucionar la situación carcelaria fue 
nuevamente reestructurar el sector justicia y, particularmente el INPEC. Es así como se crea la 
Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios – USPEC mediante el Decreto 4150 de 2011 
(Santos Juan Manuel, Presidente de la República de Colombia, 2011), la cual sería “una entidad 
especializada en la gestión y operación para el suministro de los bienes y la prestación de los 
servicios requeridos para garantizar el bienestar de la población privada de la libertad”.  
Con este objetivo se escindieron las funciones llevadas a cabo hasta ese momento por el 
INPEC y se le quitaron algunas al Ministerio de Justicia y del Derecho, en particular, las llevadas 
a cabo, hasta el momento por la Dirección de Infraestructura – DIN, en materia carcelaria, que 
fueron asumidas por la nueva entidad. La USPEC es una Unidad Administrativa Especial con 
personería jurídica, autonomía administrativa y financiera, adscrita al Ministerio de Justicia y del 
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Derecho y tiene como objeto “Gestionar y operar el suministro de bienes y la prestación de los 
servicios, la infraestructura y brindar el apoyo logístico y administrativo requeridos para el 
adecuado funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios” (Juan Manuel Santos, 
Presidente de la República de Colombia, 2011, Articulo 4)  
De tal forma que, a partir de este año, la USPEC es la encargada de desarrollar e 
implementar planes, programas y proyectos en materia logística y administrativa para el adecuado 
funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios. De tal forma que debe adelantar las 
gestiones necesarias para la adquisición, suministro y sostenimiento de los recursos físicos, 
técnicos, tecnológicos y de infraestructura necesarias para que los reclusos puedan purgar su pena 
en condiciones adecuadas y con respeto de sus derechos humanos. Específicamente, la USPEC 
tiene a su cargo los contratos de salud, alimentación, mantenimiento, rehabilitación, adecuación y 
construcción de nuevos cupos carcelarios56. Curiosamente, no incluye los programas de 
resocialización que siguen en manos del INPEC. En palabras de Hall (1993) y como ya se describió 
en la creación de la DIN, la aparición de la USPEC es un cambio de segundo orden que implementa 
cambios que requieren la modificación de los instrumentos de la política, pero sin alterar 
radicalmente los objetivos finales de la misma. La USPEC es un nuevo instrumento (cambio de 
segundo orden) a través del cual se ejecutará la política penitenciaria y carcelaria. Sin embargo, en 
materia de “aprendizaje social”, se observa que el principio del cambio, al pretender modificar la 
entidad ejecutora del recurso, bajo el entendido de que allí se encuentra el problema, no representa 
                                                 
56 Le corresponde, por lo tanto, promover, negociar, celebrar, administrar y hacer seguimiento a cualquier tipo de 
contrato que se suscriba con otras entidades públicas y privadas. Su gestión debe ir, incluso, a la consecución de 
recursos de cooperación nacional o internacional y coadyuvar en la definición de políticas en materia carcelaria 
(Santos Juan Manuel , Presidente de la República de Colombia, 2011). 
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un mayor avance en materia de aprendizaje, lo que es demostrado por los resultados de gestión de 
la USPEC que se presentan a continuación:  
La nueva Entidad empezó a recibir recursos a partir del 201257 pero la situación carcelaria 
desde el inicio de su gestión lejos de mejorar ha empeorado (Ver gráfico 2). De hecho, el INPEC 
y el Ministerio de Justicia han declarado en este período dos veces la Emergencia Carcelaria. La 
primera en mayo de 2013 ante la presión de varios organismos58 que veían la situación 
infrahumana que sufría la PPL como consecuencia del alto grado de hacinamiento y deterioro de 
la infraestructura de los establecimientos de reclusión. La segunda, tres años después, en mayo 5 
de 2016, como consecuencia de la deficiente prestación del servicio de salud en varios recintos de 
reclusión. 
Si bien la USPEC, recibía una carga institucional muy grande, con una situación 
penitenciaria y carcelaria crítica que tendía a agudizarse, su actuación en estos años ha sido 
deficiente, especialmente en materia de nueva infraestructura carcelaria. Entre enero de 2012 y 
diciembre de 2017, ningún cupo en infraestructura nueva ha sido dado al servicio, pese a que se 
han destinado $542 mil millones de 2017 (Ver tabla 3). Si bien la capacidad neta en este período 
ha aumentado en 3.535 cupos todos ellos se han acondicionado, habilitado, adecuado o 
refaccionado en establecimientos carcelarios ya existentes59. Este crecimiento ha sido insuficiente 
                                                 
57 Según se evidencia en las bases de SIIF del Ministerio de Hacienda y Crédito Público del año 2012. 
58 Por ejemplo, una de ellas ha sido la Defensoría del Pueblo, que había sugerido la declaratoria de Emergencia Social 
ante la grave situación humanitaria que se vivía al interior de muchos centros carcelarios del país donde el 
hacinamiento superaba el 400%. 
59 Durante el período se han dado al servicio 4.103 cupos la mayor parte corresponde a obras contratadas con 
anterioridad por el INPEC. Recién en su gestión ha habilitado 2.722 cupos. De otra parte, la capacidad carcelaria se 
ha reducido en 568 cupos correspondiente a la supresión de algunos establecimientos como el de Facatativá (-148) o 
disminución de algunos otros como el de Acacias (-141). El resultado de uno y otro proceso ha representado un 
aumento neto de la capacidad de 3.535 cupos.  
CAMBIO EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
74 
 
ya que el hacinamiento promedio ha crecido en cerca de 20 puntos entre 2011 y 2017 (ver gráfico 
2). 
 Tabla 3: Presupuesto Definitivo y Ejecutado USPEC 2012-2017 ($ 2017). 
Año Rubro Definitiva Compromisos % Del Total % Ejecutado 
2012 
Gastos Personal $   12.034 $    9.201 9% 76% 
Gastos Generales $    6.230 $    4.884 5% 78% 
Transferencias $   70.722 $   47.296 52% 67% 
Total Funcionamiento $   88.986 $   61.381 65% 69% 
Mejoramiento y Mantenimiento de la Infraestructura $    3.725 $    3.568 8% 96% 
Otros Rubros de Inversión $   44.583 $      - 92% 0% 
Inversión $   48.308 $    3.568 35% 7% 
Total $  137.294 $   64.949 100% 47% 
2013 
Gastos Personal $   27.111 $   17.943 4% 66% 
Gastos Generales $   50.869 $   24.281 7% 48% 
Transferencias $  375.964 $  353.345 51% 94% 
Total Funcionamiento $  453.944 $  395.569 61% 87% 
Construcción de Infraestructura $  205.036 $  155.930 28% 76% 
Mejoramiento y Mantenimiento de la Infraestructura $   44.078 $   25.664 6% 58% 
Otros Rubros de Inversión $   35.823 $   30.778 5% 86% 
Total Inversión $  284.937 $  212.372 39% 75% 
Total $  738.881 $  607.941 100% 82% 
2014 
Gastos Personal $   22.608 $   20.569 3% 91% 
Gastos Generales $   72.527 $   71.840 10% 99% 
Transferencias $  386.613 $  378.548 53% 98% 
Total Funcionamiento $  481.748 $  470.957 66% 98% 
Construcción de Infraestructura $  174.075 $  168.735 24% 97% 
Mejoramiento y Mantenimiento de la Infraestructura $   58.760 $   58.346 8% 99% 
Otros Rubros de Inversión $   13.721 $   13.656 2% 100% 
Total Inversión $  246.556 $  240.737 34% 98% 
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Total $  728.303 $  711.694 100% 98% 
2015 
Gastos Personal $   22.736 $   19.417 3% 85% 
Gastos Generales $   38.898 $   36.032 5% 93% 
Transferencias $  455.885 $  455.187 61% 100% 
Total Funcionamiento $  517.519 $  510.637 70% 99% 
Construcción de Infraestructura $  163.670 $  144.543 22% 88% 
Mejoramiento y Mantenimiento de la Infraestructura $   57.455 $   55.374 8% 96% 
Otros Rubros de Inversión $    5.084 $    3.010 1% 59% 
Total Inversión $  226.210 $  202.927 30% 90% 
Total $  743.729 $  713.564 100% 96% 
2016 
Gastos Personal $   20.696 $   21.008 2% 102% 
Gastos Generales $   70.844 $   57.525 8% 81% 
Transferencias $  448.616 $  461.457 53% 103% 
Total Funcionamiento $  540.156 $  539.990 63% 100% 
Construcción de Infraestructura $  218.579 $  165.244 26% 76% 
Mejoramiento y Mantenimiento de la Infraestructura $   87.952 $   87.952 10% 100% 
Otros Rubros de Inversión $    5.204 $    4.984 1% 96% 
Total Inversión $  311.736 $  258.180 37% 83% 
Total $  851.892 $  798.170 100% 94% 
2017 
Gastos Personal $   20.475 $   19.522 2% 95% 
Gastos Generales $   72.904 $   69.428 7% 95% 
Transferencias $  521.115 $  519.265 51% 100% 
Total Funcionamiento $  614.494 $  608.214 61% 99% 
Construcción de Infraestructura $  224.892 $  152.354 22% 68% 
Mejoramiento y Mantenimiento de la Infraestructura $  174.968 $  116.230 17% 66% 
Otros Rubros de Inversión $     156 $     123 0% 79% 
Total Inversión $  400.016 $  268.707 39% 67% 





Gastos Personal $   84.489 $   67.130 4% 79% 
Gastos Generales $  168.525 $  137.037 7% 81% 
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Transferencias $1.289.184 $1.234.376 55% 96% 
Total Funcionamiento $1.542.198 $1.438.543 66% 93% 
Construcción de Infraestructura $  542.781 $  469.208 23% 86% 
Mejoramiento y Mantenimiento de la Infraestructura $  164.018 $  142.952 7% 87% 
Otros Rubros de Inversión $   99.211 $   47.443 4% 48% 
Total Inversión $  806.010 $  659.604 34% 82% 
Total $2.348.208 $2.098.147 100% 89% 
Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público –SIIF. Cálculos propios. 
Por lo tanto, el incremento de la capacidad carcelaria en estos años se debe esencialmente 
a los recursos invertidos en el Mantenimiento, Rehabilitación, Adecuación y Conservación de la 
infraestructura física, que representaron el 20% en promedio de los gastos de inversión. Es decir, 
la USPEC se ha limitado a rehabilitar, acondicionar y adaptar espacios carcelarios en 
establecimientos de reclusión ya existentes. Estos espacios son básicamente ampliación o 
construcción de nuevos pabellones adicionales con camastros, sin que ello haya representado 
realmente la creación de un nuevo establecimiento de reclusión o de nuevos cupos carcelarios, con 
toda la infraestructura asociada que ello representa60.  
                                                 
60 De acuerdo con el glosario publicado en el Informe de Infraestructura Penitenciaria y Carcelaria de la Defensoría 
del Pueblo (Defensoría Delegada para la Política Criminal y Penitenciaria, 2015, p. 5), un cupo se define como el 
“conjunto de espacios donde se desarrollan las actividades de atención y tratamiento que requiere un perfil específico 
del interno, como el de los condenados varones de mediana seguridad con penas entre cinco a diez años, que participan 
de un programa de tratamiento penitenciario y se encuentran redimiendo pena. Tales espacios a considerar son la celda 
dormitorio con todos los servicios sanitarios; las áreas de comedores, cocina, lavandería; áreas para actividades de 
formación, educación producción, deportivas y recreativas, culturales, de culto, sanidad, atención psico-social, 
atención y recepción de visitas familiares y conyugal; unidades judiciales con salas de audiencia virtual, locutorios 
para abogados, fiscales y jueces de cumplimiento de penas; espacios para el control de la guardia y áreas al aire libre.” 
Contrasta con la definición dada por el propio INPEC en sus Informes Estadísticos: “Cupo: (espacio físico) camastro, 
camarote o cama destinada al descanso nocturno de un(a) interno (a), asignado en forma permanente, con condiciones 
de habitabilidad”.  
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Gráfico 2: Evolución Promedio de la Población Privada de la Libertad, Capacidad y 
Hacinamiento en los ERON - INPEC 2011-2017 
 
Fuente: INPEC, Elaboración propia. 
Lo anterior, es más preocupante si se tiene en cuenta la obsolescencia y deterioro de la 
infraestructura carcelaria existente como se reconoce en el actual Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018 - “Paz, Justicia y Equidad”: “El incremento de la población reclusa sin el 
correspondiente aumento de la capacidad carcelaria, ha hecho que el hacinamiento del SPC supere 
en la actualidad el 50%, mientras que, la obsolescencia de la infraestructura carcelaria según la 
USPEC supera el 88%” (Departamento Nacional de Planeación, 2014, p. 336). 
La USPEC aparte de hacer el diagnóstico ha reconocido a los organismos de control su 
incapacidad para revertir la situación debido a la “disparidad y complejidad que se observa en los 
137 establecimientos carcelarios tanto en infraestructura, equipamiento, como en la parte logística, 
operacional, y la especificidad de cada uno” (Contraloría General de la República, 2016, p. 31). 
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establecimiento, ni de cupo carcelario61. Esto va en clara contravía con lo ordenado por el mismo 
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 (Departamento Nacional de Planeación, 2014), que ordena 
al INPEC y a la USPEC diseñar un establecimiento, pabellón y celda estándar en su Plan Maestro 
de Reposición, Rehabilitación y Mantenimiento de la Infraestructura carcelaria. 
Por otra parte, ninguno de los programas de construcción de infraestructura de reclusión 
plasmado en su Plan de Acción 2013-2016 ha rendido frutos. De los 6 pabellones contratados con 
la Universidad Nacional ninguno ha sido dado al servicio pese a que presupuestalmente se han 
ejecutado el 100% de los recursos proyectados más las adiciones mediante la figura de fiducias. 
Mientras que el Plan Colonias (6) y Réplicas (2) contratadas con el Ejército siguen en la etapa de 
preinversión pese a que se han girado recursos para los mismos, así como el Convenio con CAF 
No 220 firmado desde 2011 que pretendía construir ocho (8) megaproyectos con una capacidad 
total de 26.000 cupos (Contraloría General de la República, 2016).  
Se han planteado, igualmente otras estrategias para la ampliación de la infraestructura 
penitenciaria y carcelaria, pero a estos proyectos ni siquiera se les ha girado recursos para estudios 
de prefactibilidad. Por ejemplo, en este punto muerto se encuentra lo plasmado en el CONPES 
3871 de 2016 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2016) que permitiría “la 
construcción de nuevos Erones en Pereira, Sabanas de San Ángel y Riohacha, y la construcción de 
                                                 
61 El deterioro de la capacidad carcelaria no sólo dificulta los procesos de resocialización sino que implican un serio 
riesgo para el bienestar y la seguridad de los reclusos. De hecho, en los últimos años se han incrementado el pago de 
demandas que han sido ganadas por particulares al INPEC por deficiencias en el servicio. Corresponden, en su mayor 
parte, al pago de intereses moratorios de fallos que ya tiene en contra. En total, las pretensiones por demandas en 
contra del INPEC, suman aproximadamente 3.5 billones de pesos a abril de 2018, de acuerdo con el propio Instituto. 
En este sentido, en 2017 ejecutó 29.800 millones en sentencias y conciliaciones (Contraloría General de la República, 
2018b, p. 6). La probabilidad de que los fallos se den en contra es alta si se tiene en cuenta la caótica situación de los 
penales como consecuencia del alto grado de hacinamiento, el deterioro de la mayor parte de las cárceles y la 
ingobernabilidad y corrupción que los caracteriza, lo cual no garantiza la integridad ni de los propios reclusos. 
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pabellones dentro de los Erones de San Gil y Cómbita. Estas obras públicas, a cargo de la USPEC, 
habilitarán un total de 7.256 cupos integrales y serán financiadas con recursos de las vigencias 
2016 a 202162. 
Por lo tanto, la gestión de la USPEC en materia de construcción y ampliación de 
infraestructura de reclusión ha sido deficiente. Por una parte, sólo se ha encargado de rehabilitar 
espacios de reclusión que no necesariamente constituyen cupos integrales lo cual no 
necesariamente corresponde a un crecimiento real de la capacidad y, por lo tanto, en una reducción 
del hacinamiento. Lo anterior, es más crítico si se tiene en cuenta que la USPEC ha renunciado a 
la posibilidad de establecer un diseño estándar de establecimiento y cupo carcelario. Es decir, que 
la obsolescencia y vetustez del SPC que denunciaba el PND 2014-2018 persiste y continúa 
creciendo.  
Además, la inexperiencia y falta de pericia de la entidad en materia de infraestructura ha 
quedado plasmada en los proyectos de construcción de nuevos cupos de reclusión en los cuales se 
tuvieron enormes fallas desde la etapa de pre-inversión: faltaban diseños, permisos, análisis de 
terrenos, estudios de pre factibilidad, entre otros. Lo anterior, derivó en retrasos en la entrega de 
las obras y cuantiosos sobrecostos. La preocupación por ejecutar presupuestalmente los recursos 
hizo que la entidad constituyera fiducias y anticipos que no han sido correspondidos con la 
ejecución oportuna de las obras (Contraloría General de la República, 2016). 
Claramente se puede identificar un cambio de segundo orden con la creación de la USPEC, 
a fin de que esta fuera un nuevo instrumento de política que permitiera resolver el problema 
diagnosticado (por presión de grupos de interés y sociedad en general) en cuanto a la falta de cupos 
                                                 
62 Según el CONPES 3871, 2016, la entrega de estos cupos se realizará en etapas: Pereira y Cómbita en 2019; Sabanas 
de San Ángel y San Gil en 2020; y Riohacha en 2021 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2016). 
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de reclusión, que a su vez se plantea la necesidad de construir y/o adecuar nuevos cupos que 
permitieran mejorar el estado los establecimientos existentes y aumentar la disponibilidad para 
nuevos reclusos. Sin embargo, este cambio, tal y como lo demuestran las cifras expuestas, no ha 
tenido los efectos esperados sobre el problema de la política penitenciaria y carcelaria. 
Adicionalmente, el objetivo final de resocialización que guía la política no le fue asignado a este 
nuevo instrumento (USPEC), lo que probablemente significaría un cambio mayor. Esto ratifica 
que el cambio solo se ubica en un segundo orden y que el objetivo de la política continúa siendo 
el mismo, así como su instrumento responsable de la ejecución: el INPEC.  
Al igual que sucedió con la creación de la DIN, el problema de creación de cupos no ha 
sido solucionado con la creación de la USPEC, lo que obligaría a pensar en unos cambios de un 
nivel superior o lo que en palabras de Hall (1993) sería un cambio de tercer nivel o un cambio 
paradigmático. 
En materia de “aprendizaje social”, se evidencia un estancamiento al suponer que la 
solución al problema de política seria mediante un mismo cambio de segundo orden, que se había 
adoptado anteriormente. La teoría de Hall (1993) indica que los cambios que no logran su objetivo 
requieren de cambios del siguiente nivel por lo que la política penitenciaria y carcelaria debe ser 
llevada al siguiente nivel de cambio.  
3.3.  Cambios de Tercer Orden 
Hasta este nivel, el sentido de la intervención en la política y sus resultados están limitados 
en lo que Ariza (2011) denomina “los muros políticos y conceptuales del hacinamiento”. A pesar 
de que la presión de los activistas sociales y jurídicos exponen una mayor baraja de situaciones, 
las respuestas gubernamentales y judiciales han girado básicamente, en torno a la diferencia entre 
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personas presas y el número de cupos penitenciarios disponibles (p. 21). Se suponía entonces que 
la desaparición del hacinamiento conllevaría al funcionamiento óptimo de la política, evento que 
claramente no ha sucedido.  
El reconocimiento de esta situación es claramente un proceso de “aprendizaje social”, en 
este caso, especialmente a cargo de académicos y técnicos de la materia que ha obligado a 
implementar un cambio a lo que Hall (1993) denomina “paradigma de política”, y con ello, 
proponer los denominados cambios de tercer orden. 
3.3.1  Alternatividad Penal 
En este proceso de aprendizaje se ha logrado entender que si bien, la política penitenciaria 
y carcelaria, como ya se ha descrito, tiene asignados objetivos, instrumentos y recursos propios, 
en si misma solo ha alcanzado cambios hasta el segundo nivel. Los cambios de tercer orden que 
afectan a la política, inician con reconocer que es necesario la intervención de la política superior 
(política criminal)63. Esta situación es analizada por Libardo José Ariza y Manuel Iturralde quienes 
afirman que la respuesta judicial generalizada (incluida la Corte Constitucional), relacionada con 
la protección de los derechos humanos de las PPL, se ha limitado al fortalecimiento institucional 
necesario para reducir la sobrepoblación reclusa, dejando de lado alternativas distintas al encierro 
como instrumento de castigo (Ariza, L. & Iturralde M., 2011, p. 21).  
Si bien este estudio dejo claro que se apartaría del análisis de la política criminal, el 
resultado y el desarrollo de la investigación evidencian que los cambios de primer y segundo orden 
                                                 
63 La exposición de motivos del proyecto de ley 014 de 2017 a cargo del Consejo Superior de Política Criminal, 
reconoce la necesidad de una articulación entre la política criminal y la penitenciaria y carcelaria, a través de un eje 
que busca fortalecer una unión institucional entre los gestores de una y otra política. Es necesario armonizar el sistema 
penitenciario y carcelario con la política criminal (Consejo Superior de Política Criminal & Ministerio de Justicia y 
del Derecho, 2017). 
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ejecutados a la política penitenciaria y carcelaria, no alcanzan el nivel de cambio de paradigma 
según Hall (1993), al reducir la solución a la problemática a la construcción y ampliación de cupos 
de reclusión. No obstante, estos cambios superiores si se han presentado y aunque presentan 
múltiples dificultades que se expondrán en adelante, se pueden evidenciar, que es necesario 
reconocer la injerencia de la política criminal y por ende ello implica ampliar la investigación en 
aspectos que son de dominio de esta política, pero que tienen efectos directos en la política 
penitenciaria y carcelaria. 
 El 15 de febrero de 2011, mediante la Resolución 0286 del Ministerio del Interior y 
Justicia, se creó el Consejo Superior de Política Criminal, el cual al año siguiente realizó el 
diagnostico (Comisión Asesora de Política Criminal, 2012) que expone la preocupación por lograr 
articular el sistema judicial y penitenciario con el objetivo de reducir la presión sobre este último 
y reducir el hacinamiento.  
Se observa lo que Hall (1993) define como la presión de los grupos de interés, en este caso 
surgidos desde el interior del mismo Gobierno, los cuales, a partir del “aprendizaje social”, en este 
caso adquirido a través del diagnóstico realizado a la situación de la población reclusa, ponen en 
evidencia los graves errores cometidos y presionan al Estado a tomar decisiones de cambio radical 
o cambio de paradigma, movido por la fuerte crisis que presenta la política hasta el momento 
ejecutada.  
La Comisión realiza una serie de recomendaciones en su diagnóstico y por primera vez se 
habla de un nuevo paradigma que podría guiar la política penitenciaria y carcelaria del país: se 
trata de la “alternatividad penal” o “medidas alternativas a la prisión”, esta expresa:  
La prisión y las penas privativas de la libertad son instrumentos utilizados por todos 
los Estados en la lucha contra el delito y constituyen la respuesta generalizada, pero 
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no la única, a las conductas punibles, con lo que se evidencia la posibilidad de 
reaccionar frente al delito con penas alternativas… Las medidas alternativas así 
implementadas, de acuerdo con los informes que sobre ellas se han elaborado, han 
incidido positivamente en la reducción de la reincidencia, en la prevención del 
delito y en el mejoramiento de las condiciones de funcionamiento de los sistemas 
carcelarios, con efectos positivos palpables sobre los derechos fundamentales de los 
reclusos. Ante esta evidencia, y dadas las condiciones de la prisión en Colombia, la 
política criminal para el Estado colombiano debe prever respuestas a las conductas 
criminales que sean verdaderas alternativas al encarcelamiento, de forma que se 
avance en la protección de los derechos fundamentales de los reclusos, pero, 
adicionalmente, en el logro de los objetivos de seguridad ciudadana, al establecer 
mecanismos de reacción que tiendan más efectivamente a la resocialización de los 
delincuentes” (Comisión Asesora de Política Criminal, 2012).  
Lo sugerido por la Comisión es la implementación de mayores esquemas de prisión abierta, 
relacionado con instalaciones residenciales situadas fuera de los recintos penitenciarios, en donde 
el penado llega con un compromiso de autorresponsabilidad para permitirle un mayor contacto con 
la sociedad, evitando con ello la de-socialización de una parte y, de otra, permitiéndole adaptarse 
para vivir nuevamente en comunidad (Abaunza Forero, C. et al., 2011, p. 200). 
Se abre así la posibilidad de implementar cambios de tercer orden, a una política que desde 
el año de 1991 se mantenía estática, mediante la aplicación limitada de lo que Hall (1993) 
denomina cambios incrementales o de primer y segundo orden. No obstante, la propuesta de 
cambio dista de lo que en realidad ha venido aconteciendo y debido a múltiples factores, en los 
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que se destaca la presión social por criminalizar nuevas conductas, la alternatividad penal ha vivido 
en medio de grandes tropiezos que se expondrán enseguida.  
Con excepción de la Ley 1709 de 2014 (Congreso de la República de Colombia, 2014) y 
la Ley 1760 de 2015 (Congreso de la República de Colombia, 2015), la cual fue remplazada por 
la Ley 1786 de 2016 (Congreso de la República de Colombia, 2016a))64, todas las reformas a los 
Códigos Penales y de Procedimiento Penal (Criminalización Primaria), han estado influidas por el 
llamado “populismo punitivo” y se han enfocado en el endurecimiento de las penas y el aumento 
del uso de la detención preventiva, impidiendo la implementación extensiva y racional de medidas 
de alternatividad penal y propiciando la dispersión institucional y normativa. 
En este sentido, la propia Corte Constitucional se ha pronunciado en los últimos años, en 
particular en la sentencia T-762 de 2015 (Corte Constitucional de la República de Colombia, 
2015), que declaró nuevamente el “Estado de Cosas Inconstitucional” ECI en los establecimientos 
de reclusión de Colombia. La Corte sostiene que la política criminal del Estado colombiano no 
cumple con los requisitos mínimos para que sea concordante con la Constitución Política y los 
compromisos internaciones del Estado en materia de derechos humanos de la PPL65.  
                                                 
64 La Ley 1760 de 2015 (Congreso de la República de Colombia, 2015), Ley de Racionalización de la Detención 
Preventiva, planteaba originalmente que a partir del 1 de Julio de 2017 todos los sindicados por delitos menores, como 
el hurto simple, que llevaran más de un año detenidos sin que se les hubiera iniciado un juicio, podían pedir su libertad 
por vencimiento de términos. Así mismo, planteaba que aquellos sindicados por delitos especiales que hubieran sido 
procesados por más de dos años sin una condena en firme en su contra podían solicitar su libertad inmediata. Ante la 
amenaza de una excarcelación masiva manifestada especialmente por la propia Fiscalía General de la Nación, la Ley 
1786 de 2016 (Congreso de la República de Colombia, 2016a) remplazó a la anterior, fijando algunos límites para la 
solicitud de libertad por vencimientos de términos. 
65 Más recientemente, el CONPES 3828 de 2015 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, 2015), es el único 
documento de este tipo sobre política penitenciaria que plasma estrategias especificas en materia de política criminal 
siguiendo las directrices del PND 2014-2018 (Departamento Nacional de Planeación, 2014). En documento manifiesta 
que se hace indispensable analizar los principales y más importantes lineamientos que en materia de política 
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La misma sentencia sostiene que se debe implementar una política criminal que tenga en 
cuenta los siguientes aspectos: debe tener fundamentación empírica; debe facilitar la coherencia 
entre las distintas fases de la política criminal; el uso del derecho penal debe ser la última medida 
del Estado para hacer frente a los conflictos entre las personas; en este sentido, el uso de la prisión 
debe ser racional y reitera que se deben implementar medidas alternativas a ella; y el fin último de 
la política criminal debe ser la resocialización de los condenados en un marco jurídico e 
institucional que proteja los derechos humanos de los mismos. Por lo tanto, la pena debe tener 
como finalidad primordial la reinserción social del condenado en un contexto de progresividad y 
tendencia hacia la libertad (Corte Constitucional de la República de Colombia, 2015).  
Sin embargo, las reformas legislativas y judiciales, así como las políticas de Estado en los 
últimos años guardan poca coherencia entre sí y socavan la armonización entre la política criminal 
y penitenciaria. Por un lado, las Leyes 599 (Congreso de la República de Colombia, 2000a) y 600 
de 2000 (Congreso de la República de Colombia, 2000b) (Reforma del Código Penal y 
Procedimiento Penal) redujeron la población carcelaria en 2001, pero la Política de Seguridad 
Democrática la volvió a incrementar en 2002. Luego la Ley 906 de 2004 (Congreso de la República 
de Colombia, 2004b), que introduce el Sistema Penal Oral Acusatorio, nuevamente reduce la 
tendencia alcista de la población hasta 2006, cuando está de nuevo tiende a acelerarse con la 
entrada en vigor de la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005 (Congreso de la República de 
Colombia, 2005). De allí en adelante el crecimiento de la población carcelaria se aceleró 
continuamente ayudada principalmente por la implementación de la Ley 1142 de 2007 (Congreso 
de la República de Colombia, 2007) y los Estatutos Anticorrupción (Ley 1474 de 2011 (Congreso 
                                                 
penitenciaria y carcelaria se han promulgado en el país en las últimas décadas, y propugna por el establecimiento de 
un nuevo enfoque en la formulación de dicha política. 
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de la República de Colombia, 2011c)) y de Seguridad Ciudadana de 2011 (Ley 1453 de 2011 
(Congreso de la República de Colombia, 2011b), los cuales contribuyeron en el incremento del 
hacinamiento carcelario en más de 21 puntos entre enero de 2011 y diciembre de 2014 (Ver gráfico 
2). 
Se observa que el “aprendizaje social” de Hall (1993), se adquirió al fortalecer los 
principios de racionalidad, proporcionalidad y última ratio, sin embargo, estos no se han 
materializado en el derecho penal y el uso de la prisión como mecanismo de control social no se 
ha optimizado. Desde la expedición del Código Penitenciario y Carcelario de 1993, los requisitos 
para la rebaja de pena se mantienen prácticamente iguales. En contraste, las 56 reformas penales 
realizadas desde la expedición de la Ley 599 de 2000 (Congreso de la República de Colombia, 
2000a), han tendido principalmente hacia el aumento de penas o la creación o implementación de 
nuevas conductas punibles. Así mismo, ocasionaron el uso excesivo de la detención preventiva y 
el endurecimiento de penas, lo cual dificulta la implementación de una política criminal coherente 
con la política penitenciaria enfocada hacia la resocialización y la alternatividad penal, como se 
mencionaba anteriormente. 
Un ejemplo de esta situación es la detención preventiva, la cual, entre 2011 y 2014 aumentó 
en 12.529 el número de reclusos sindicados, ampliando su proporción como parte del total de 
reclusos a nivel intramural pasando del 28.9% al 33.9%. Durante este periodo, el porcentaje 
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Gráfico 3: Evolución Promedio de la Población Privada de la Libertad por Situación Jurídica y 
Porcentaje de Sindicados en los ERON – INPEC 2010-2014.
Fuente: INPEC, Elaboración: propia 
A pesar de lo anterior, el cambio de tercer orden, se vería materializado solamente a partir 
del año 2016 con la entrada en vigencia de la Ley 1786, que reformó el Código Penitenciario y 
Carcelario de 2014 (Congreso de la República de Colombia, 2016a), la cual estableció normas que 
permitieron agilizar y flexibilizar los procedimientos para otorgar la libertad condicional, la 
detención domiciliaria, el brazalete electrónico y demás beneficios administrativos y subrogados 
penales. Estas medidas efectivamente implementaron un cambio que ha permitido una reducción 
del hacinamiento (Ver Gráfico 4), evidenciando así la implementación de un cambio de paradigma 
en el cual se reconoce, no solo la reclusión como el instrumento mediante el cual se debe castigar 
las conductas punibles y con ello prevenir el delito y resocializar al delincuente, si no que acepta 




































Sindicados Condenados Porcentaje de Sindicados
CAMBIO EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 
88 
 
beneficios administrativos y subrogados penales66, que pueden servir al objetivo de hacer cumplir 
la pena en condiciones distintas a las establecidas a través de un establecimiento de reclusión.  
En materia de resultados, entre enero de 2015 y diciembre de 2017, el hacinamiento ha 
disminuido en más de 5 puntos (Ver Gráfico 4), y éste cambio, más que por el crecimiento de la 
capacidad (1.337 cupos más) (cambios de primer y segundo orden) se ha dado por una disminución 
de la población intramural (2.010 personas menos)67. La disminución de la población intramural 
se explica gracias al uso de beneficios administrativos y subrogados penales que ha permitido la 
disminución de la detención preventiva de varios sindicados y la libertad condicional o subrogados 
penales (medidas sustitutivas de la prisión intramural) de varios condenados del sistema, lo que en 
palabras de Hall (1993) confirmaría el efecto de la aplicación de un cambio de tercer orden o 
paradigmático. 
Este cambio paradigmático está representado en ejecutar el proceso resocialización fuera 
de la reclusión, conservando la resocialización como el paradigma explícito u oficial guía de la 
política, pero abriendo cuestionamientos sobre lo óptimo de este proceso a ejecutarse fuera de la 
reclusión, frente a lo que hasta hoy existen grandes interrogantes que cuestionan tanto su 
implementación como su efectividad.  
 
                                                 
66 Según Sentencia C-679 de 1998 (Corte Constitucional de la República de Colombia, 1998a), los subrogados penales 
son medidas sustitutivas de la pena de prisión y arresto, que se conceden a los individuos que han sido condenados a 
estas penas, siempre y cuando cumplan los requisitos establecidos por el legislador. 
67 Datos obtenidos de los tableros estadísticos del INPEC: en 2017, 40.088 personas fueron beneficiadas con medidas 
de alternatividad penal: 18.922(47.2%) personas salieron de las cárceles con libertad condicional; 8.762 (21.9%) y 
7.810 (19.5%) fueron beneficiadas con Detención y Prisión Domiciliaria respectivamente; a 2.672 (6.7%) se les 
suspendió la ejecución de la pena restante lo hicieron por suspensión de la pena mientras que a las 1.922 (4.8%) 
restantes las cobijo algún mecanismo de vigilancia electrónica. 
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Gráfico 4: Evolución de la Población Privada de la Libertad Intramural, Extramural y el 
Hacinamiento Carcelario INPEC. Enero de 2015- Diciembre de 2017 
Fuente: INPEC, Elaboración propia 
En sintonía con lo anterior, la población extramural ha crecido en este período en un 55.5% 
pasando de 40.933 a 63.647 personas. Es decir, 22.714 personas más han gozado de los 
mecanismos alternativos a la pena privativa de la libertad: 21.806 en detención domiciliaria y 908 
en el Sistema de Vigilancia Electrónica o brazalete electrónico68. 
Lo anterior muestra que el “aprendizaje social”, permitió finalmente establecer las medidas 
necesarias y efectivas para mitigar el problema de política que durante más de dos décadas no 
encontraba revés o decisiones que lo enfrentaran de manera eficiente. La creación de la DIN y 
posteriormente la USPEC, no permitieron una reducción efectiva del hacinamiento, a pesar de 
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ejecutar recursos en materia de infraestructura carcelaria. No obstante, como ya se analizó, la 
ejecución de dichos recursos tuvo resultados muy discretos ya que fue necesario un nivel superior 
de cambio para impactar el problema principal (hacinamiento) derivado de la ejecución de la 
política. Este nivel de cambio superior solo fue posible con el reconocimiento de la necesidad de 
una articulación entre la política criminal y la penitenciaria y carcelaria, sin embargo, aún existen 
múltiples cuestionamientos y dudas frente a la efectividad de la resocialización (paradigma 
explícito de la política penitenciaria y carcelaria), fuera de la reclusión intramural. 
3.3.2  Sistema de Vigilancia Electrónica  
Otro de los cambios calificados de tercer orden, que pudiese entenderse que no implica un 
ajuste mediante la política criminal por no existir modificaciones a las penas y/o tipos penales, es 
la implementación del Sistema de Vigilancia Electrónica (SVE), que como ya se mencionó, 
permitió una reducción efectiva en el número de reclusos en 1.922 reclusos para 2017, según la 
información dispuesta por el INPEC, sin embargo, su desarrollo legal y aspectos acerca del cómo 
se define su aplicación, entran de nuevo en la esfera de la política criminal. 
Estas medidas han presentado un amplio desarrollo normativo. Inicialmente se 
reglamentaron mediante el Decreto 2636 de 2004 que incorporó un nuevo artículo al Código 
Penitenciario y Carcelario, el 29B. Dicho artículo estableció que este puede ser utilizado como 
mecanismo sustituto a la pena de prisión y beneficia, inicialmente, a quienes hayan sido 
condenados a penas inferiores de cuatro años y no proceda la prisión domiciliaria. Así mismo, si 
bien se trataba de delitos menores, la norma excluía del beneficio a las conductas punibles que 
atentarán contra la libertad, la integridad y formación sexuales, la eficaz y recta impartición de 
justicia y la libertad individual (Álvaro Uribe Vélez, Presidente de la República de Colombia, 
2004).  
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 La determinación de asignar este mecanismo de vigilancia quedaba a disposición del juez 
de ejecución de penas, previa solicitud del condenado quien debía cumplir con ciertos requisitos, 
claramente establecidos69. Esta condición evidencia la injerencia de la política criminal en la 
aplicación del mecanismo y reitera que los cambios de tercer orden en la política penitenciaria y 
carcelaria necesariamente han pasado por la esfera de la política superior. 
En materia de los costos de estos mecanismos, se dejaba la posibilidad de que el condenado 
sufragara el costo del mecanismo, pero en caso de que este no pudiera solventarlo, el juez podía 
ordenar que los gastos corrieran a cuenta del Estado70. Posteriormente, ese año, la Ley 906 
(Congreso de la República de Colombia, 2004b) (Código de Procedimiento Penal), en sus artículo 
304 y 307, permitió utilizar el mecanismo en sindicados cuando se considerara que la residencia 
era suficiente para cumplir con los fines de la medida de aseguramiento. Así mismo, contemplaba 
la posibilidad de aplicar este beneficio en condenados si el imputado es mayor de 65 años, padece 
una enfermedad grave, es madre o padre cabeza de familia o si la detenida se encuentra en los 
últimos meses del embarazo. 
Más adelante, la Ley 1142 de 2007 (Congreso de la República de Colombia, 2007), incluyó 
la posibilidad de someter a este mecanismo a quien se le sustituya la detención preventiva en 
                                                 
69 Los requisitos establecidos en el Decreto 2636 de 2004 son: 1. No debía tener antecedentes penales, salvo que se 
trate de delitos culposos o con pena no privativa de la libertad; 2. Debía suscribir un acta de compromiso, prestando 
una caución que garantice el cumplimiento de las restricciones a la libertad de locomoción que implique la medida; 3. 
El condenado debía reparar los perjuicios ocasionados a la víctima de la conducta punible, cuando estos hayan sido 
tasados en la respectiva sentencia condenatoria, salvo que se demuestre la incapacidad material de hacerlo; 4. El 
incumplimiento de cualquiera de las obligaciones impuestas en el acta de compromiso daba lugar a la revocatoria de 
la medida por parte del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad. 
70 Decreto 2636 de 2004, artículo 9, parágrafo 2: “Cuando el condenado no pueda sufragar el costo del mecanismo 
de seguridad electrónica que le sustituirá la pena privativa de la libertad, el Estado dentro de sus límites 
presupuestales lo hará” (Uribe Velez Alvaro, Presidente de la República de Colombia, 2004). 
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establecimiento carcelario por la del lugar de residencia y a aquellas personas procesadas dentro 
del marco de la Ley 600 de 2000. Así mismo, modificó algunas condiciones para acceder al 
beneficio. 
La pena impuesta de la sentencia no debía superar los ocho (8) años de prisión. En este 
sentido amplio, el período de la condena máxima para acceder a este beneficio –de 4 a 8 años- 
(aunque el Decreto 177 de 2008, incorporó algunas excepciones)71. Así mismo, la persona no debía 
haber sido condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores. 
La persona beneficiada debía realizar el pago total de la multa y debía igualmente, reparar los 
daños ocasionados con el delito dentro del término que fije el juez. Finalmente, el desempeño 
personal, laboral, familiar o social del condenado debía permitir al juez deducir seria, fundada y 
motivadamente que no colocaría en peligro a la comunidad72 ni evadiría el cumplimiento de la 
pena.73 
Posteriormente, el Decreto 1316 de 2009 (Fabio Valencia Cossío, Ministro del Interior y 
de Justicia de la República de Colombia, 2009), incluyó un parágrafo, señalando que el juez de 
                                                 
71 En este caso, se especificó que no podían acceder al beneficio condenados por delitos como genocidio, contra el 
Derecho Internacional Humanitario, desaparición forzada, secuestro extorsivo, tortura, desplazamiento forzado, 
tráfico de migrantes, trata de personas, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, extorsión, concierto 
para delinquir agravado, lavado de activos, terrorismo, financiación del terrorismo y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas y delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes. 
72 El juez de ejecución de penas y medidas de seguridad podía ordenar la utilización del SVE para el cumplimiento de 
la pena en el lugar de residencia o morada del sentenciado, excepto en los casos en que el sentenciado pertenezca al 
grupo familiar de la víctima (Artículo 38 del Código Penal). 
73 En este sentido el condenado debía tener buena conducta, no incurrir en delito o contravención mientras dure la 
ejecución de la pena y cumplir con las restricciones a la libertad de locomoción que implique la medida. Así mismo, 
el beneficiario se comprometía a comparecer ante quien vigile el cumplimiento de la ejecución de la pena cuando 
fuere requerido para ello. El incumplimiento de las obligaciones impuestas en un acta de compromiso daba lugar a la 
revocatoria de la medida sustitutiva por parte del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad. 
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ejecución de penas podría determinar si los condenados sometidos a penas distintas al 
encarcelamiento puedan gozar del beneficio del SVE aclarando y que en ningún caso podrá 
extenderse a quienes se hayan acogido a la Ley 975 de 2005 (Congreso de la República de 
Colombia, 2005) (Ley de Justicia y Paz) o la Ley 1098 de 2006 (Congreso de la República de 
Colombia, 2006) (Ley de Responsabilidad Penal para Adolescentes). 
La Resolución 2642 de 2009 (INPEC, 2009b), por otro lado, facultó al INPEC para utilizar 
al SVE como medio de control de la prisión domiciliaria. La instalación del dispositivo quedó en 
manos del Grupo de Seguimiento y Control a los Sistemas de Seguridad Electrónica (GRUVE)74 
del instituto, en coordinación con los establecimientos penitenciarios, el cual deberá comunicar a 
la autoridad judicial de la aplicación de la medida.75 
Más adelante, la Circular 001 de 4 de enero de 2010 (INPEC, 2010b) agrega que el control 
electrónico lo aplica directamente el INPEC a las personas a las cuales se les ha otorgado “prisión 
domiciliaria” como medida sustitutiva de la privación de la libertad y que la autoridad judicial 
puede otorgar una autorización a estos usuarios para que puedan estudiar y/o trabajar fuera de la 
residencia76, y “la manilla, sirve para monitorear el perímetro en el que se pueden movilizar”.77  
                                                 
74 Este grupo se creó por medio de la Resolución 2462 de 2010 (INPEC, 2010a) y lo ubicó dentro de la Dirección 
Técnica del mismo Instituto (Art. 24). La Resolución 10448 de 2010- Manual de Vigilancia Electrónica, describe los 
pasos básicos a adelantar en la instalación, monitoreo y retiro de las medidas de vigilancia electrónica. 
75 Resolución 2643 de 2009, artículos 2 y 3 (INPEC, 2009c). 
76 La Resolución 649 de 2009 (INPEC, 2009a) ya había regulado lo concerniente a las actividades de estudio, trabajo 
y enseñanza válidas para redención de pena para reclusos beneficiarios de SVE. De tal forma que, estos últimos 
podrían solicitar autorización para desarrollar actividades válidas de redención de pena (Art. 2). 
77 En este caso, se utiliza el mecanismo de Seguimiento Pasivo RF el cual se describirá más adelante. 
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La Ley 1453 de 2011 (Congreso de la República de Colombia, 2011b),78 estableció algunos 
cambios en los requisitos para que el juez de ejecución de penas ordene la utilización del SVE. En 
primer lugar, excluyó del pago de la multa al beneficiario, como lo había exigido la Ley 1142 de 
2007, ante la posibilidad de demostrar la incapacidad material del pago teniendo en cuenta los 
recursos económicos y obligaciones familiares, acogiendo lo expuesto por la Corte Constitucional 
en marzo de 2011 (C-185) (Corte Constitucional de la República de Colombia, 2011). Además, le 
impone la obligación al INPEC de reportar a la Policía Nacional, la información de las personas 
cobijadas con la medida. Finalmente, incluyó algunos delitos para hacerse acreedor a la medida 
como la enajenación ilegal de medicamentos, la violación de los derechos de reunión y asociación, 
la comercialización de autopartes hurtadas y la obstrucción a vías públicas que afecten el orden 
público, mientras que excluyó delitos como el tráfico de menores de edad y el uso de menores de 
edad para la comisión de delitos.79 
Aunque en términos normativos el SVE se plantea en el año 2004 con el Decreto 2636, su 
implementación de facto sólo se realiza a partir del 200880. Es a través del Decreto 177 de 2008 
                                                 
78 De acuerdo con el INPEC, por efecto de la Ley 1453 de 2011(Congreso de la República de Colombia, 2011b) se 
incrementó la población carcelaria en la vigencia 2012-2013 en 15.919 personas, con un promedio mensual de 1.061 
reclusos, que obedece a la captura masiva de personas vinculadas con grupos terroristas al margen de la ley, bandas 
criminales organizadas y de delincuencia común.  
79 Así mismo exceptuó los siguientes delitos salvo en el caso que ellos fueran culposos: usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación de actividades de delincuencia organizada; administración de 
recursos con actividades de delincuencia organizada; financiación del terrorismo y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas; fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las 
fuerzas armadas y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, municiones o explosivos; y delitos contra la 
administración pública. 
80 Claro está que el primer caso registrado de aplicación del SVE se empezó a cristalizar desde el 2007. En este caso 
se aplicó, por primera vez en un joven que compro unos CD piratas, el cual fue condenado a una pena de 48 meses y 
con beneficio de detención domiciliaria. La captura recién se efectuó en Bogotá en el 2008, cuando el sindicado 
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(Holguin Sardi Carlos , Ministro del Interior y Justicia, 2008), mediante el cual el Ministerio de 
Justicia y del Derecho ordenó que el Sistema de Vigilancia Electrónica se implementara a partir 
del 1° de julio de 2008 de manera gradual en distintos distritos judiciales.  
De tal forma que, el SVE empezó a funcionar en noviembre del 2008 con el desarrollo del 
proyecto piloto, y en el año 2011 se consolida a nivel nacional. En la actualidad, SVE se encuentra 
regulado por la más reciente reforma del Código Penitenciario y Carcelario, la Ley 1709 de 2014 
(Congreso de la República de Colombia, 2014). La misma establece, inicialmente en su artículo 
31, que el SVE como mecanismo de control, acompañamiento, vigilancia y ejecución de la medida 
de aseguramiento y de la prisión domiciliaria como lo establece la Ley 1142 de 2007 (Congreso 
de la República de Colombia, 2007), así como un mecanismo independiente de sustitución de la 
pena privativa de la libertad. 
Sin embargo, a partir de la reforma, el monitoreo electrónico quedó circunscrito 
especialmente a los dos primeros usos, y en los eventos en que se verifiquen los requisitos previstos 
en el artículo 38B del Código Penal Colombiano, la Ley 1709 en su artículo 23 (Congreso de la 
República de Colombia, 2014). En síntesis, el SVE puede utilizarse como mecanismo de 
sustitución a la pena privativa de prisión en tres situaciones:  
 Como mecanismo de vigilancia de la detención preventiva en el domicilio del 
imputado (personas procesadas). 
 Como medida de aseguramiento no privativa de la libertad (personas procesadas). 
 Como mecanismo de vigilancia de la prisión domiciliaria (personas condenadas). 
                                                 
prestaba servicio militar en la Policía Nacional y se autorizó el uso del SVE, en un horario de 6 de la mañana a 8 de 
la noche, para que pudiera seguir prestando su servicio militar. 
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Así mismo, establece en su artículo 27, que la financiación del mecanismo de vigilancia 
electrónica será sufragada por el beneficiario de acuerdo a su capacidad económica. Sin embargo, 
si este último demuestra su incapacidad económica para financiar el mecanismo, éste estará a cargo 
del Gobierno Nacional. 
En la actualidad, el INPEC maneja tres tipos de mecanismos de monitoreo electrónico. El 
primero es el Seguimiento Pasivo, ordenado por el juez o como medida de control al INPEC, en 
el cual se instala un dispositivo consistente en un brazalete o una tobillera en el cuerpo del 
condenado, sindicado, imputado o acusado, según fuere el caso, el cual transmite una señal de 
radiofrecuencia a una unidad receptora fija en la residencia que, a su vez, envía de manera 
constante los eventos presentados al GRUVE a través de la red de telefonía celular. El Sistema 
reporta de manera programada si la persona se encuentra dentro del radio autorizado de 
permanencia (Fabio Valencia Cossío, Ministro del Interior y de Justicia de la República de 
Colombia, 2009, Articulo 3).  
El segundo, es el sistema de Seguimiento Activo-GPS, consistente en un brazalete o 
tobillera y una unidad GPS (Sistema de Posicionamiento Global) en la cintura, la cual transmite la 
ubicación del beneficiario, indicando si ha llegado a zonas de exclusión. La unidad graba 
permanente la información sobre la ubicación y la transmite de forma constante al GRUVE a través 
de la red de telefonía celular. Este sistema es empleado en personas que tienen permiso del juez 
para trasladarse de su domicilio a otras zonas determinadas para actividades de estudio, trabajo, 
entre otras. Cuando el beneficiario del dispositivo llegue al lugar establecido para el cumplimiento 
de la medida de aseguramiento, la información que así lo indique será transmitida al centro de 
monitoreo, sin que durante el transcurso del día se haya perdido la transmisión inherente al SVE 
(Fabio Valencia Cossío, Ministro del Interior y de Justicia de la República de Colombia, 2009). 
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Finalmente, se dispone del denominado sistema de Reconocimiento de Voz, en el cual se 
realiza una llamada al lugar de residencia del condenado o sindicado, y se autentica su identidad 
comparando su voz contra una impresión de voz previa tomada durante el proceso de registro 
(Carlos Holguin Sardi, Ministro del Interior y Justicia, 2008, Articulo 6).  
En materia de evaluación, la utilización de cualquiera de estos mecanismos no ha sido 
homogénea ni consistente como lo muestra el siguiente cuadro, en donde se describe el número de 
usuarios de los distintos mecanismos del SVE desde el 2009. 











Fuente: GRUVE, INPEC, Cálculos propios 
Aunque el uso del SVE casi se ha duplicado desde 2008 (un crecimiento del 86.2% hasta 
diciembre de 2017), su participación como mecanismo de cumplimiento de pena o detención es 
aún muy limitado frente a la población total de sindicados y condenados bajo custodia del INPEC. 
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Incluso, su uso es muy pequeño frente a los beneficiarios de la detención domiciliaria. El siguiente 
cuadro muestra su participación frente al total de la población reclusa a cargo del INPEC.  
Tabla 5: Población Total de Reclusos del SPC. Diciembre de 2017 
REGIONAL CENTRAL OCCIDENTE NORTE ORIENTE NOROESTE VIEJO CALDAS TOTAL MES 
Población 
Intramural 
Capacidad 29.581 14.895 7.735 7.856 8.582 10.562 79.211 
Hacinamiento 34,8% 53,9% 73,3% 45,2% 66,0% 22,1% 44,9% 
Sindicados 10.582 7.877 7.247 4.226 4.352 2.493 36.777 
Condenados 29.286 15.041 6.160 7.182 9.896 10.408 77.973 
Total 39.868 22.918 13.407 11.408 14.248 12.901 114.750 
Detención 
Domiciliaria 
Detención 4.540 3.958 11.867 2.435 2.151 1.239 26.190 
Prisión 8.779 7.349 4.974 3.271 4.348 3.484 32.205 




Sindicados 232 97 717 71 119 139 1.375 
Condenadas 1.720 527 251 291 590 500 3.879 
Total  1.952 624 968 362 709 639 5.254 
Total 55.137 34.849 31.216 17.476 21.456 18.263 178.397 
Fuente: GRUVE, INPEC, Cálculos propios 
Como se puede ver en la Tabla 5, la aplicación del SVE apenas cubre el 2.9% del total de 
población de sindicados y condenados a cargo del INPEC dentro del Sistema Penitenciario y 
Carcelario de Colombia –SPC-. Lo anterior a pesar de que la detención y prisión domiciliaria ha 
aumentado su participación y uso a partir de la reforma del Código Penitenciario y Carcelario 
realizada por la Ley 1709 de 2014 (Congreso de la República de Colombia, 2014) que flexibilizó, 
racionalizó y agilizó los trámites necesarios para acceder a los beneficios administrativos y 
subrogados penales.  
De acuerdo con la información del INPEC, los reclusos con detención domiciliaria han 
pasado de 36.086 en diciembre de 2014 a 58.393 en diciembre de 2017. Es decir, que esta 
población aumentó en 22.307 personas con un crecimiento del 62%. En contraste, en este mismo 
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período las personas que usan algún mecanismo del SVE sólo aumentaron en 965, que representan 
un incremento de 22%. 
Las razones para dicho comportamiento son de distinta índole, desde problemas técnicos 
logísticos y de control, hasta dificultades en la misma legislación y en la política criminal. 
Como se ha descrito, los mecanismos alternativos a las penas privativas de la libertad 
constituyen una herramienta útil para lograr una política criminal eficiente, direccionada hacia un 
sistema de justicia eficaz, actuando para evitar la reclusión del mayor número posible de 
ciudadanos y enfocada hacia la resocialización. Sin embargo, en Colombia, dichos mecanismos 
distan aún de ser los más adecuados para administrar las penas. 
No obstante, es innegable que el uso de mecanismos alternativos a la pena privativa de la 
libertad ha ayudado a disminuir la presión sobre el SPC. Desde la expedición de la Ley 1709 de 
2014 – y probablemente la Ley 1786 de 2016 (Congreso de la República de Colombia, 2016a)81, 
más de 40.000 personas se han beneficiado de los mismos disminuyendo la tendencia creciente 
del hacinamiento y, en general, reduciendo la presión sobre la caótica e inhumana situación 
carcelaria.   
A pesar de lo anterior, ello no quiere decir que la política criminal y la penitenciaria se 
hayan articulado plenamente y que se haya alcanzado un nivel óptimo de la política pública. De 
hecho el Consejo Superior de Política Criminal ha impulsado otros dos proyectos de Ley para 
                                                 
81 Esta ley remplazó a la 1760 de 2015 -Ley de Racionalización de la Detención Preventiva- la cual planteaba 
originalmente que a partir del 1 de Julio de 2017 todos los sindicados por delitos menores, como el hurto simple, que 
llevarán más de un año detenidos sin que se les hubiera iniciado un juicio, podían pedir su libertad por vencimiento 
de términos. Así mismo, planteaba que aquellos sindicados por delitos especiales que hayan sido procesados por más 
de dos años sin una condena en firme en su contra podían solicitar su libertad inmediata. Ante la amenaza de una 
excarcelación masiva manifestada especialmente por la propia Fiscalía General de la Nación, la Ley 1786 de 2016 
remplazó a la anterior, fijando algunos límites para la solicitud de libertad por vencimientos de términos. 
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reformar “el Código Penitenciario y Carcelario, los Códigos Penal y de Procedimiento Penal” y 
otras disposiciones del Sistema General de Justicia. El PL-148 de 2016 (archivado el 20 de Junio 
de 2016, por Tránsito de Legislatura Artículo 90 de la Ley 5 de 1992) y su remplazo (con algunas 
modificaciones) el PL-014 presentado el 25 de Julio de 201782, el cual se encuentra pendiente de 
discutir ponencia para segundo debate en Senado83, tenían como objetivo lograr la armonización 
normativa de los beneficios administrativos y subrogados penales con la progresividad del 
tratamiento penitenciario. La imposición de penas excesivamente prolongadas ha llevado a que 
condenados por distintos delitos les sea muy difícil acceder a medidas alternativas al 
encarcelamiento.  
Además, se ha encontrado que las normas están llenas de exclusiones, están dispersas y 
generan contradicciones en la interpretación y aplicación de la alternatividad penal lo cual limita 
la posibilidad de acceder a estas medidas a través de disposiciones legales. En este caso, muchas 
de medidas de alternatividad penal se encuentran reguladas de manera distinta por el Código Penal 
                                                 
82 Publicado en la Gaceta del Congreso número 602. Aprobado en primer debate el 24 de Octubre de 2017 en la 
comisión primera de Senado. El 30 de Agosto de 2018 se solicitó una prórroga para rendir ponencia con el fin de 
incluir los comentarios y observaciones de la nueva Ministra de Justicia y la Fiscalía General de la Nación (Congreso 
de la República de Colombia, 2018).  
83 Entre otras, las siguientes iniciativas legislativas involucran a la política criminal y penitenciaria: los proyectos de 
Ley 087/17S por medio del cual se pretende establecer mecanismos para mejorar condiciones del SPC y el 102/17S 
por el cual se pretende decretar una rebaja de penas y resocialización en el marco del actual Proceso de Paz. 
(Archivados de acuerdo al artículo 190 de la Ley 5/192 y el articulo 162 de la Constitución Política); la Ley 1896 de 
2018 por medio de la cual se exceptúa al Ministerio del Trabajo y al INPEC de lo dispuesto en el artículo 92 de la ley 
617 de 2000 y le permite a este último crear 2.800 cargos (2.300 guardianes y 500 administrativos). Finalmente, el 
Proyecto de Ley 323/2017 que establecía un trato humanitario a miembros de la Fuerza Pública con disminución de 
su Capacidad Psicofísica privados de la libertad, (archivado por vencimiento de términos y falta de concepto de la 
Comisión de Política criminal). 
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–CP-, el Código de Procedimiento Penal -CPP-y el Código Penitenciario y Carcelario –CPC- e, 
incluso, por otras normas externas a estos códigos.  
Por ejemplo, la Ley 504 de 1999 (Congreso de la República de Colombia, 1999) establece 
que los condenados por justicia especializada pueden acceder al permiso de 72 horas si han 
cumplido el 70% de la pena, mientras que la Ley 1709 de 2014 establece que los condenados por 
cualquier delito pueden acceder a la libertad condicional habiendo cumplido 3/5 partes o el 60% 
de la misma. Esto lleva a que los funcionarios judiciales sean quienes, en últimas, decidan de 
acuerdo a su criterio como aplicar los beneficios administrativos y subrogados.  
A las dificultades en la legislación actual, habría que agregarle la tendencia a la exclusión 
con base en la calidad del delito y/o reincidencia, así como la inexistencia de un enfoque diferencial 
para los beneficios administrativos y los subrogados penales en cuya definición no existe mucha 
claridad. En algunos casos, hay una tendencia a la ampliación de exclusiones “de facto” por parte 
de los operadores judiciales por desconocimiento o por las contradicciones propias de las normas 
que los lleva a cometer errores en la aplicación de los beneficios. En otros, retrasos y demoras para 
el reconocimiento de redención de penas, certificados y documentos necesarios para el trámite de 
medidas alternativas al encarcelamiento y cumplimiento de medidas efectivamente decretadas. 
Finalmente, habría que agregar que si bien la aplicación de la alternatividad penal es 
deseable en el sentido de que logra un cambio paradigmático en la política (cambio de tercer 
orden), ante los problemas que no lograron solucionar los cambios expuestos de primer y segundo 
orden y que dichos cambios permiten direccionar la política criminal y penitenciaria hacia la 
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resocialización, su control y monitoreo por parte del INPEC presenta importantes fallas, según lo 










                                                 
84 De acuerdo con el Boletín de Prensa No 45 de la Contraloría General de la República del 14 de Marzo de 2018 
(Contraloría General de la República, 2018a), “la capacidad operativa del INPEC para efectuar el monitoreo y 
seguimiento de las alarmas generadas por el Sistema de Vigilancia Electrónica es mínima, frente a la insuficiente 
disponibilidad de personal de custodia y vigilancia para realizar verificaciones de campo”. El Boletín hace eco de la 
última auditoría hecha al sistema que evidenció que de 2.300 alarmas que se disparan a diario por una posible 
irregularidad (corte de la correa, apertura del sistema GPS, pérdida de comunicación, o porque el beneficiario se sale 
del perímetro permitido), las autoridades solo están atendiendo 400 (el 17 por ciento). El caso es peor, en el caso de 
la Detención Domiciliaria, porque no existe ni siquiera un sistema de respaldo como lo es el SVE. El INPEC no cuenta 
con el número de funcionarios requeridos para realizar las visitas necesarias para realizar monitoreo y control de la 
Detención y Prisión Domiciliaria. Falta, además, una articulación apropiada con las autoridades policiales, con el fin 
de que colaboren con el seguimiento al cumplimiento de las medidas. Tomado de: 
https://www.contraloria.gov.co/contraloria/sala-de-prensa/boletines-de-prensa 
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4. PROSPECTIVA Y APORTES 
El análisis adelantado demuestra que la política penitenciaria y carcelaria, obligada por los 
altos índices de hacinamiento85 que han atentado contra los Derechos Humanos de la PPL, ha 
aplicado diferentes cambios desde el año 1991 que si bien no han solucionado el problema y no 
han alcanzado plenamente los objetivos de resocialización y el mandato de protección de los 
Derechos Humanos impuesto por la carta magna, son un buen insumo para analizar la teoría de 
cambio de política “policy change”. 
Estos altos índices de hacinamiento obedecen a una evidente desarticulación de la política 
penitenciaria y carcelaria con la política criminal. Por un lado la política criminal, guiada por el 
paradigma (implícito o extraoficial) de la represión y el castigo como mecanismos de prevención 
de actividades delictivas, ha incrementado los tipos penales y ha endurecido las penas, mientras la 
penitenciaria y carcelaria, que desde el deber ser es regida por el paradigma (explícito u oficial) de 
la resocialización, se ha visto obligada a cumplir, en un contexto de escases de recursos, 
principalmente con el objetivo mínimo de ejecutar las penas de prisión. Esto ha ocasionado un 
ingreso constante de PPL al sistema penitenciario y carcelario que lo ha sobrecargado, con lo que 
le ha sido imposible garantizar los Derechos Humanos de esta población y desarrollar procesos de 
resocialización efectivos (objetivos finales de la política), transformando el paradigma explícito 
resocializador establecido en la legislación (Ley 65 de 1993), por un paradigma implícito de 
castigo e intimidación, cuando en los establecimientos de reclusión no le es posible al Estado 
garantizar los Derechos Humanos más básicos de la PPL. 
                                                 
85 La Corte Constitucional ha manifestado en sus diferentes sentencias sobre la materia: “Las cárceles colombianas se 
caracterizan por el hacinamiento, las graves deficiencias en materia de servicios públicos y asistenciales, el imperio 
de la violencia, la extorsión y la corrupción, y la carencia de oportunidades y medios para la resocialización de los 
reclusos” (Corte Constitucional de la República de Colombia, 1998b). 
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Existe un importante desarrollo normativo que se ha enunciado en materia de la función 
de la cárcel, no obstante, cabe preguntarse por la efectividad de un proceso de resocialización al 
interior de reclusiones con altos índices de hacinamiento. Diferentes entidades y organismos ya 
mencionados, coincidieron en afirmar que la resocialización con los actuales niveles de 
hacinamiento presentes es inviable. 
Ante lo anterior es inevitable preguntarse por el éxito de la función resocializadora de la 
cárcel en condiciones normales de ocupación (sin hacinamiento). Claramente en Colombia no ha 
sido posible adelantar estudios en este aspecto, pero existe un sentir generalizado de la cárcel como 
una “escuela del crimen” independientemente del índice de hacinamiento, debido principalmente 
a la reincidencia de algunos delincuentes, de lo cual han hecho eco los medios masivos de 
comunicación. Esto abre la puerta a nuevos análisis que por lo imperativo de esta problemática no 
se han logrado abordar. 
Inicialmente el análisis del grado de cambio demostró que la política en sí misma, logró 
hacer ajustes hasta de segundo orden, calibraciones iniciales de la política (primer orden), y 
cambios en los instrumentos de la política (segundo orden). Los cambios superiores de tercer orden 
o cambios paradigmáticos, implicaron necesariamente ajustes de la política criminal como política 
superior y como fuente del principal elemento de trabajo de la política penitenciaria y carcelaria: 
la PPL. 
La política penitenciaria y carcelaria ha conservado un mismo objetivo aún con los ajustes 
estudiados, que es la resocialización la cual se ha mantenido como el fin último de la reclusión, 
por lo menos en lo que al deber ser se refiere. En este sentido, los cambios de tercer orden, cambian 
el paradigma de la política porque evidencian que la reclusión intramural no ha permitido 
desarrollar plenamente los procesos de resocialización deseados debido a los altos índices de 
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hacinamiento que imposibilitan la disposición de espacios y controles individuales que permitan 
llevar a cabo estos procesos.  
Sin embargo, frente a este aspecto la Corte Constitucional ha señalado que efectivamente 
y como se ha mencionado, en un Estado Social de Derecho, la pena debe tener como finalidad 
primordial la reinserción social del condenado y adicionalmente lo que se ha descrito como 
cambios de tercer orden (alternatividad penal y beneficios administrativos como prisión 
domiciliaria y SVE), se deben entender como partes integrales del tratamiento del penado 
orientado hacia la resocialización en un contexto de progresividad y tendencia hacia a la libertad 
(Consejo Superior de Política Criminal & Ministerio de Justicia y del Derecho, 2017, p. 288). No 
obstante, existen importantes dudas frente a los procesos de resocialización que se puedan 
adelantar fuera de la reclusión, y hay evidencia de la incapacidad del INPEC para ejecutar estos 
procesos extramurales lo que obliga a preguntarse por el reto que implica su implementación y su 
efectividad.  
Lo encontrado entonces son unos cambios de tercer orden que entienden que mientras 
exista hacinamiento no se lograrán ejecutar procesos de resocialización óptimos, pero que la 
resocialización no comprende exclusivamente actividades intramuros. Las acciones que se 
adelanten con tendencia hacia la libertad también hacen parte del proceso resocializador pero habrá 
que evaluar la efectividad de estas actividades en la reintegración de los condenados a la sociedad. 
Los cambios paradigmáticos analizados no significan un cambio en el objetivo de política, 
es decir, no hablamos de una nueva política porque conservamos el objetivo de la misma, pero son 
un cambio en el entendimiento de la reclusión como único instrumento para alcanzar este objetivo 
resocializador, lo cual fue el paradigma que guio la política hasta los cambios de segundo orden. 
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Estos ajustes analizados han sido los abordados en Colombia, sin embargo, en el ámbito 
internacional el debate sobre la reclusión y los cambios en las políticas públicas de la materia es 
extenso. Algunos autores que han descrito aplicaciones o propuestas nuevas para la política se 
mencionaran a continuación como aporte al debate y posibles oportunidades de cambio para el 
entorno colombiano. 
Isabel Arriagada (2012) (2013) aborda un tipo de cambio que en Colombia aún no se ha 
contemplado y es el referente a la privatización, su trabajo realiza un recorrido por los orígenes de 
las políticas de privatización penitenciaria y al despliegue punitivo de los gobiernos neoliberales 
asentados tras la crisis del Estado de bienestar, alojándose en la experiencia de las concesiones 
carcelarias de Chile, una experiencia que Colombia puede revisar y eventualmente adoptar como 
un nuevo tipo de cambio en la política. Un análisis en el mismo sentido, pero desde la experiencia 
venezolana, adelanta Glenys Gutierrez (2005). 
Jose Luis Segovia (2011) a partir de la experiencia española, estudia acerca de la necesidad 
de priorizar la justicia restaurativa sobre la prisión como modelo de castigo penal (en Colombia se 
dan avances mediante la Jurisdicción Especial de Paz), a lo que llama la justicia de las “3 erres”: 
responsabilización del infractor, reparación del daño causado a la víctima y restauración de las 
relaciones sociales quebradas por el delito. En resumen esto significa que “el culpable reconoce 
los hechos, pide perdón a la víctima, se le facilita un proceso rehabilitador si lo precisa (por 
ejemplo un tratamiento de su drogodependencia) y repara el daño causado en la forma pactada con 
quien sufrió el delito. La víctima es acogida, escuchada, acompañada y finalmente reparada y 
aliviada en su dolor”. Lo que representa una responsabilización, un proceso de empatía y el ponerse 
en el lugar del otro, que puede llevar a la reducción en la reincidencia y una reducción en el abuso 
de la cárcel según Segovia. Trabajos con análisis similares ha adelantado Martha Eréndira Estrada 
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(2013) mediante la experiencia Mexicana, enfocándose especialmente en el concepto de justicia 
restaurativa. 
Maria del Pilar Sanchez (2011) recuerda los adelantos de Estados Unidos en materia de los 
Juzgados de Tratamiento de Drogas fundados en Miami en 1989 que ponían el énfasis en la 
rehabilitación del delincuente con adicciones a este tipo de sustancias, “partiendo de la base de 
que el comportamiento de los drogodependientes no era violento y que enviarles a prisión no 
resolvía su verdadero problema, la adicción”. Si bien en Colombia la drogodependencia nos es un 
delito, es importante la referencia en materia de tratar este tipo de dependencias que terminan por 
abocar a los adictos a cometer delitos relacionados con el hurto y el homicidio. 
Javier Nistal Burón (2013), reconoce que la cárcel es una institución que está lejos de ser 
eliminada y propone la alternatividad penal y los sistemas de vigilancia electrónica como los ya 
estudiados y adoptados por Colombia. Sin embargo, adicionalmente hace imperativo la necesidad 
de cambiar la privación de la libertad como la regla general y convertirla en la excepción, a fin de 
dejarla exclusivamente para los delincuentes más peligrosos. 
Finalmente, en la propia Colombia, Julio Alberto Novoa (2013) hace referencia a la 
imperiosa necesidad de articulación entre las políticas de seguridad, criminal y penitenciaria, para 
neutralizar de manera más eficiente la criminalidad. Especialmente en cuanto a la política de 
seguridad le advierte de su labor fundamental en materia de prevención que al final evitará que 
continúen llegando personas a la cárcel. 
 
 




El recorrido histórico por la política penitenciaria y carcelaria en de Colombia, antes de 
1991, permite establecer que el paradigma que ha regido la materia es la reclusión intramural como 
castigo. Por lo cual, las decisiones de política se enfocaron en la construcción de establecimientos 
de reclusión y su administración, demostrando mínimos cambios. Sin embargo, a partir de la 
Constitución de 1991, los acuerdos internacionales suscritos por el país (artículo 93 C.P) y la Ley 
65 de 1993, obligaron al Sistema Penitenciario y Carcelario a garantizar la protección de los 
Derechos Humanos de los reclusos y establecieron la función resocializadora como fin último de 
la reclusión. Todo lo anterior, significó un cambio en el enfoque estatal hacia una nueva política 
pública. 
Los crecientes índices de hacinamiento, especialmente desde 1995, que condujeron a crisis 
humanitarias en las prisiones, certificadas por las declaratorias del Estado de Cosas 
Inconstitucional – ECI por parte de la Corte Constitucional, impidieron la garantía de los Derechos 
Humanos de la PPL y la aplicación de cualquier función resocializadora efectiva. Esto ha 
significado en palabras de Hall un proceso de “aprendizaje social”, que ha obligado movimientos 
o cambios en la política en los tres niveles posibles.  
Inicialmente los cambios de primer nivel fueron la creación del INPEC y la expedición de 
documentos CONPES, que en palabras de Hall (1993), son “cambios rutinarios”. El primero por 
ser el establecimiento de una institución como instrumento de una política reciente, conservando 
la satisfacción de los orientadores de la política y el paradigma inicial que guía la misma. No 
obstante, el INPEC continúa funcionando y aunque sus funciones han cambiado, en la actualidad 
se encarga principalmente de la seguridad, custodia y resocialización de la PPL. 
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El segundo cambio de primer nivel fue la expedición de varios documentos CONPES como 
instrumentos de política, que mostraron una continuidad en los postulados iniciales y que de forma 
parcializada buscaron resolver el problema identificado (el aumento desmesurado de reclusos 
frente a la capacidad carcelaria que produjo un hacinamiento creciente), a través de la construcción 
y adecuación de cupos carcelarios, bajo el entendido que la solución al hacinamiento carcelario 
era la disposición de recursos que permitieran la construcción y adecuación de nuevos cupos 
carcelarios. 
Si bien los documentos CONPES han permitido un incremento en la capacidad carcelaria, 
esta se ha encontrado por debajo del crecimiento de la población reclusa. Problemas de orden 
administrativo y el crecimiento desbordado de la demanda de cupos han conservado el 
hacinamiento con una tendencia creciente. Este cambio respondió entonces a un nivel de 
“aprendizaje social” reducido a una interpretación limitada del problema de política (ausencia de 
capacidad carcelaria). 
Los escasos resultados de los cambios de primer nivel contribuyeron al “aprendizaje 
social”, que obligaron a desarrollar cambios del siguiente nivel. Estos fueron la creación de la DIN 
como administradora del FIC y la USPEC, que significaron cambios en los instrumentos de política 
y que aparecieron con el fin de solucionar los problemas existentes de administración y ejecución 
de los recursos. Todo lo anterior sin alterar los objetivos y paradigma que guiaba la misma, 
manteniéndose al nivel de cambios incrementales de la política.  
Los problemas de administración continuaron con el FIC, que sería reemplazado por la 
USPEC. Esta última también ha presentado resultados limitados en la disposición de nuevos cupos 
penitenciarios y carcelarios y reducción de los índices de hacinamiento. Demostrando hasta ese 
punto un “aprendizaje social” que se puede catalogar de “estancado”, al suponer que la solución 
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al problema de política pública sería la ampliación de la capacidad carcelaria, lógica que se había 
adoptado anteriormente y que tradicionalmente había predominado. Sin embargo, la presión de 
grupos de interés y de la sociedad en general continuaron, obligando a la implementación de 
cambios de un nivel superior, que en palabras de Hall (1993), representan un cambio de tercer 
nivel o un cambio paradigmático. 
En el desarrollo de la investigación se logró evidenciar que los cambios de tercer nivel o 
paradigmáticos requirieron una intervención a la política superior (política criminal), por ser la 
fuente del elemento con el que trabaja la política penitenciaria y carcelaria (los reclusos). Estos 
aparecen con las observaciones de la recién creada Comisión Asesora de Política Criminal, que 
sugiere esquemas de prisión abierta, con lo que se da un primer acercamiento para romper el 
paradigma que hasta ese momento había guiado la política, la obligada reclusión intramural.  
En un primer intento de cambio de paradigma se expiden las Leyes 1709 de 2014 y 1760 
de 2015, entre otras, que buscaron fortalecer los principios de racionalidad, proporcionalidad y 
última ratio. Sin embargo, estos no se han materializado en el derecho penal y el uso de la prisión 
como mecanismo de control social no se ha optimizado, lo que queda demostrado con las 56 
reformas penales realizadas desde la expedición de la Ley 599 de 2000, que han tendido hacia el 
aumento de penas o la creación de nuevas conductas punibles, elevando el número de personas 
sindicadas en reclusión. 
Existe una evidente desarticulación de la política penitenciaria y carcelaria con la política 
criminal. Por un lado la política criminal, guiada por el paradigma de la represión y el castigo como 
mecanismos de prevención de actividades delictivas, ha incrementado los tipos penales y ha 
endurecido las penas, mientras la penitenciaria y carcelaria, que desde el deber ser es regida por el 
paradigma de la resocialización, se ha visto obligada a cumplir principalmente con el objetivo de 
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mínimo de ejecutar las penas de prisión. Esto ha ocasionado un ingreso constante de PPL al sistema 
penitenciario y carcelario, que lo ha sobrecargado, con lo que le ha impedido al Estado garantizar 
los Derechos Humanos de esta población y desarrollar procesos de resocialización efectivos 
(objetivos finales de la política), transformando el paradigma resocializador establecido en la 
legislación (Ley 65 de 1993), por un paradigma de castigo e intimidación, cuando no es posible 
garantizar dentro de los establecimientos de reclusión los Derechos Humanos más básicos de la 
PPL. 
A pesar de lo anterior, el cambio paradigmático se vería materializado a partir del año 2016 
con entrada en vigencia de la Ley 1786, que estableció normas que permitieron agilizar y 
flexibilizar los procedimientos para otorgar la libertad condicional, detención domiciliaria, 
brazalete electrónico y demás beneficios administrativos y subrogados penales. Con esto se logró 
una reducción del hacinamiento (5 puntos porcentuales representados en 2.010 reclusos menos), 
frente al incremento sostenido de la población extramural. Lo mismo sucede con los Sistemas de 
Vigilancia Electrónica - SVE, que lograron reducir la población intramural en 2017 en 1.922 
reclusos. 
Lo anterior evidencia un cambio de paradigma en el cual se reconoce, que la cárcel no es 
el único instrumento mediante el cual se debe castigar las conductas punibles y con ello prevenir 
el delito y resocializar al delincuente, sino que acepta medidas como la detención domiciliaria y la 
vigilancia electrónica, que pueden servir al objetivo de hacer cumplir la pena en condiciones 
distintas a las establecidas a través de un establecimiento de reclusión. Estos cambios fueron 
motivados por la presión ejercida por la PPL, mediante el sistema judicial, la academia, entidades 
gubernamentales y organizaciones defensoras de los Derechos Humanos, que se encargaron de 
demostrar, a partir del aprendizaje continuo adquirido, que los cambios propuestos y orientados a 
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la creación y/o adecuación de cupos carcelarios serían insuficientes para enfrentar la problemática 
de la política penitenciaria y carcelaria. 
Aunque el uso del SVE casi se ha duplicado desde 2008, su participación como mecanismo 
de cumplimiento de pena o detención es aún muy limitado frente a la población total de sindicados 
y condenados bajo custodia del INPEC (2.9%), lo que demuestra que aún se debe mejorar su 
implementación. Si bien la aplicación de la alternatividad penal es deseable en el sentido de que 
logra un cambio paradigmático en la política (cambio de tercer orden), ante los problemas que no 
lograron solucionar los cambios expuestos de primer y segundo orden y que dichos cambios 
permiten direccionar la política criminal y penitenciaria hacia la resocialización, su control y 
monitoreo por parte del INPEC presenta importantes fallas que deben ser corregidas. 
La política penitenciaria y carcelaria ha conservado un mismo objetivo por lo menos en lo 
que al deber ser se refiere, la resocialización como el fin último de la reclusión. Sin embargo, los 
cambios de tercer orden, han modificado el paradigma de la política al evidenciar que la reclusión 
intramural no ha permitido lograr plenamente este objetivo. A pesar de dichos cambios, la Corte 
Constitucional ha reconocido que estas alternativas (alternatividad penal y SVE) hacen parte del 
proceso resocializador que debe ser progresivo y con tendencia hacia la libertad. Se puede concluir 
que los cambios de tercer orden entienden que mientras exista hacinamiento no se lograrán ejecutar 
procesos de resocialización óptimos, pero que la resocialización no comprende exclusivamente 
actividades intramurales. Las acciones que se adelanten con tendencia hacia la libertad también 
hacen parte del proceso resocializador, por lo tanto, se habla de una política que conserva su 
objetivo, pero modifica su paradigma al ejecutar la resocialización por fuera de la cárcel, sin 
embargo, será necesario evaluar la efectividad de las actividades tendientes a la resocialización 
por fuera de la reclusión, puesto que la experiencia nacional sobre este tipo de programas es muy 
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incipiente, y sólo hay experiencias similares como el programa de reintegración individual de 
excombatientes (dirigido por la ARN), o el incipiente programa para post-penados del Ministerio 
de Justicia y el INPEC denominado “Casa Libertad”.  
Sobre estos aspectos deberá continuar el “aprendizaje social”, que permita realizar las 
modificaciones a la nueva política penitenciaria y carcelaria (que en la actualidad es guiada por 
instrumentos de alternatividad penal), para que adopte los cambios en los niveles que sean 
necesarios (primer, segundo o tercer orden) y que puedan ser analizados con profundidad a partir 
de la experiencia internacional mencionada. 
Finalmente, el recorrido por los cambios producidos en la política penitenciaria y carcelaria 
demuestra el dinamismo de la misma, rechazando la hipótesis de investigación que abogaba por 
su parálisis. Sin embargo, la problemática del hacinamiento carcelario sigue en niveles 
preocupantes, que obligan la implementación de nuevos cambios que procuren por eliminar 
definitivamente la problemática de violación de los Derechos Humanos de la PPL y desarrollar 
efectivos procesos de resocialización. 
Por todo lo anterior es posible afirmar que la Política Pública Penitenciaria y Carcelaria en 
Colombia, desde la Constitución de 1991 no ha sido estática en enfrentar la problemática del 
hacinamiento carcelario, puesto que se han implementado cambios de diferentes niveles según la 
teoría expuesta. No obstante, las tasas de hacinamiento y especialmente la protección de los 
Derechos Humanos de la PPL, aún se enfrenta a una profunda crisis, provocada por una política 
criminal represiva que ha incrementado las penas y los tipos penales, que requerirá de nuevas 
intervenciones a la política pública. 
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